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El debate entre las dos grandes 

concepciones de la política social ha

resurgido. Este artículo argumenta que,

aunque la focalización tiene ventajas, 

una estrategia basada en la universalidad 

y la solidaridad es la más adecuada 

para atacar la desigualdad y la pobreza.

La evidencia estadística demuestra 

que los efectos redistributivos del gasto 

público social son más importantes 

cuanto mayor es la cobertura; en otras

palabras, que la mejor focalización 

es una política universal. Pero una

estrategia de este tipo implica un 

esfuerzo fiscal importante, por lo que

será necesario revisar los esquemas 

tributarios de la región y, sobre 

todo, trabajar en la construcción 

de sistemas más progresivos.

La pugna entre dos concepciones de la política social ha revivido en los úl-
timos años. Mientras la primera de ellas, que ha servido como base fun-

damental para la reforma de la política social en las últimas décadas, pone el
énfasis en la focalización de los subsidios del Estado hacia los sectores más
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pobres y el diseño de esquemas público-privados, la segunda defiende la ne-
cesidad de cimentar firmemente la política social sobre diversos principios,
entre los que se destacan los de universalidad y solidaridad. Esta última con-
cepción recupera las raíces sobre las cuales se desarrolló la política social en
la posguerra –y en algunos casos desde antes–, política que, sin embargo, tu-
vo un avance limitado en América Latina, debido fundamentalmente al alcan-
ce restringido del empleo formal al cual se asoció su desarrollo.

Este ensayo revisa ese debate y se inclina por la concepción universalista y so-
lidaria sobre la base de una visión de ciudadanía social. Argumenta que la
mejor focalización es una política social universal y, aún más, que la focaliza-
ción debe visualizarse no como un sustituto, sino como un complemento –y,
de hecho, como un instrumento– de la universalización. Presenta, además,
unas reflexiones sobre los crecientes problemas de segmentación en los sistemas
de política social en la región. Sin embargo, señala que la plena aplicación de es-
tos esquemas genera una alta demanda de recursos fiscales, que enfrenta a la
mayoría de los países con un problema endémico: la debilidad de sus es-
tructuras tributarias. Por lo tanto, el avance hacia esquemas universales de
política social, acordes con una visión de derechos ciudadanos, exigirá es-
fuerzos mucho mayores por aumentar y mejorar la estructura de los ingre-
sos tributarios.

El ensayo está dividido en cuatro partes. En la primera se revisa el debate con-
ceptual y se presentan los argumentos fundamentales en favor de una políti-
ca social universal. En la segunda se analiza la evidencia disponible sobre la
focalización del gasto público social. Luego se desarrolla someramente el te-
ma de la tributación. Finalmente, se presentan las principales conclusiones e
implicaciones. Aunque amplio en su enfoque, conviene resaltar que el ensayo
dirige su atención hacia la política social como tal y deja por lo tanto de lado
el amplio terreno de las relaciones entre la política económica y la política so-
cial, sobre los cuales he centrado mi atención en otros trabajos.

■ La pugna entre dos concepciones de la política social

Los esquemas de política social del pasado y el impacto de las reformas de mer-

cado. Las concepciones modernas de la política social como responsabilidad
del Estado tienen su origen en el reconocimiento por parte de los Estados li-
berales de la necesidad de extender la educación pública básica, laica y uni-
versal, además de algunos servicios básicos de salud, como servicios sociales
inherentes al progreso de las sociedades modernas. A ello se agregó, desde
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fines del siglo XIX, la visión bismarckiana de la seguridad social y el surgimien-
to de un movimiento obrero que, tanto directamente como a través de sus
expresiones políticas, demandó no solo el desarrollo de una legislación protec-
tora y promotora del trabajo, sino también un sistema integral de política social.
Estas ideas se extendieron gradualmente en los países industrializados a lo largo
del siglo XIX y, sobre todo, del siglo XX, con el desarrollo del Estado de bienestar.
El correlato de este proceso fue la expansión sin precedentes del tamaño del Es-
tado y la consecuente demanda de recursos para financiarlo.

En América Latina, estas tendencias se expresaron de manera más limitada.
Los avances más tempranos se lograron en un puñado de países, sobre todo
del Cono Sur y Costa Rica. Fue el reflejo de un progreso económico igualmen-
te temprano pero también, durante algunas fases de la historia de estos paí-
ses, de un fuerte compromiso con el desarrollo social. Las reformas impulsa-
das por José Batlle en Uruguay a mediados de la década de 1910 constituyen
el desarrollo más destacado.

Sin embargo, en la mayoría de los
países latinoamericanos el avance
hacia sistemas de educación pú-
blica básica universal y de salud
pública solo se concretó definiti-
vamente después de la Segunda
Guerra Mundial. Por su parte, el
alcance de la seguridad social, tan-
to en materia de pensiones como
de salud y riesgos profesionales,

estuvo siempre limitado al empleo asalariado formal, debido a la influencia
del principio bismarckiano de asociar seguridad social con empleo formal en
economías donde el alcance de este fue siempre limitado. Además, la fuerza
dispar de distintos grupos de trabajadores asalariados se tradujo en grandes
diferencias en los beneficios que recibían. La combinación del alcance limi-
tado del empleo formal con estos elementos corporativos1 permite caracterizar
el sistema que se desarrolló en la región como un Estado de bienestar seg-
mentado e incompleto (Ocampo).

1. Utilizo aquí el concepto «corporativo» como lo hacen otros autores en la literatura sobre siste-
mas de bienestar social, para referirme a la tendencia de esos sistemas a ofrecer prestaciones di-
ferentes para distintos grupos de trabajadores. Cabe resaltar que este uso difiere del que tiene el
concepto en la ciencia política. De esta manera, no hace alusión a la existencia o no de sistemas
políticos corporativistas.
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De esta manera, aunque inspirada por los mismos principios universales que
habían impulsado el desarrollo de los Estados de bienestar en los países in-
dustrializados, la política social de la región avanzó en forma muy parcial.
Uno de los corolarios de ello fue que, a fines de la etapa de industrialización
dirigida por el Estado, la política social solo alcanzaba, en la mayoría de los
casos, a sectores de ingresos medios de la población (incluidos los trabajado-
res del sector fabril moderno, que en general pertenecen a estos sectores) y se-
guía marginando, por lo tanto, a los sectores más pobres, especialmente en
materia de educación media o de acceso a los sistemas más avanzados de pro-
tección social. Además, los sectores más pobres se concentraban en las zonas
rurales, donde el alcance de la política social fue mucho más limitado.

Las reformas económicas de los 80 y 90 –y en algunos países como Chile, des-
de antes– reconocieron este problema. Tales reformas, desarrolladas bajo la in-
fluencia del Banco Mundial (BM) en el marco de la penuria fiscal que se desa-
tó con la crisis de la deuda, condujeron a una visión alternativa cimentada en
tres instrumentos básicos: focalización, participación privada apoyada con
subsidios a la demanda y descentralización. El primero de estos instrumen-
tos, la focalización, buscó una consistencia entre el imperativo de racionalizar
el gasto público y la necesidad de lograr que la política social llegara efectiva-
mente a los sectores más pobres. Uno de los elementos más novedosos fue el
diseño de sistemas de identificación de beneficiarios. Los otros dos instru-
mentos buscaron racionalizar el aparato del Estado, ya sea mediante el desa-
rrollo de esquemas público-privados como a través de la descentralización
para acercar a los beneficiarios a las autoridades estatales encargadas de la
provisión (o la asignación) de los subsidios. A estos instrumentos se agrega-
ron programas específicos para poblaciones vulnerables o para hacer frente a
los costos del ajuste estructural, entre los cuales se destacan los fondos de
emergencia social en sus diferentes variantes.

Las reformas que se pusieron en marcha combinaron en forma variable estos
instrumentos con los viejos esquemas de política social. En el caso de la edu-
cación básica, la educación pública siguió siendo dominante. Los esquemas
de participación público-privada apoyados en subsidios a la demanda (be-
cas), como los que se implementaron en Chile, avanzaron así en forma limi-
tada. Por el contrario, en salud y especialmente en pensiones, los sistemas
de participación público-privada –e incluso la privatización de los sistemas de
pensiones– se impusieron en diversos países, aunque en otros continuaron
predominando los esquemas públicos, que fueron sujetos a una racionaliza-
ción tendiente a hacerlos financieramente viables. En cualquier caso, aun en
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los países en que se privatizaron, el Estado mantuvo la responsabilidad re-
gulatoria sobre los sistemas de pensiones y salud, así como sobre la sosteni-
bilidad y otras obligaciones financieras (pensiones mínimas y subsidios en
materia de salud). Por su parte, la focalización logró su mejor desarrollo
mediante los programas de subsidios condicionados, que fueron diseñados
originalmente como mecanismos de emergencia social (como el programa
Progresa en México) o como instrumento complementario de la universaliza-
ción de los servicios educativos (como Bolsa Escola en Brasil), pero evolucio-
naron gradualmente hacia programas de cobertura amplia de apoyo a través
de la transferencia de ingresos a los sectores más pobres (Oportunidades en
México y Bolsa Familia en Brasil) y luego aplicados en muchos otros países
de la región. Por otra parte, la descentralización avanzó más en los dos paí-
ses de fuerte tradición federal (Argentina y Brasil), así como en dos formal-
mente centralistas pero con «vocación federal» (Bolivia y Colombia), pero
también, con diferente intensidad, en muchos otros.

El resultado de todo ello es que hoy coexisten tres tipos de esquemas de po-
lítica social, que obedecen de alguna manera a los tres modelos de Estado de
bienestar de Gøsta Esping-Andersen (1990), pero que se combinan en muchos
casos en un mismo país –y que han tendido a perder, en grado sin duda va-
riable, el atributo tan resaltado en el trabajo de este autor de la «desmercanti-
lización»–. El primero es un sistema con vocación estrictamente universal y
organización predominantemente pública, aunque con grados diferentes de
descentralización, que se encuentra en la educación primaria y secundaria y,
en competencia con instituciones privadas, también en la educación univer-
sitaria. El segundo es un esquema segmentado y con diferentes elementos de
corporativismo, que predomina en la seguridad social en un sentido amplio
(pensiones, salud y seguros profesionales). El tercero es un esquema estricta-
mente focalizado, cuyo mejor ejemplo son los programas de subsidios condi-
cionados, pero que tiene expresiones en muchas otras políticas dirigidas a
grupos sociales determinados. De hecho, la proliferación de programas espe-
cíficos, que en muchos casos tienen una estructura de «capas geológicas»
(nuevos planes introducidos como innovaciones por gobiernos nuevos, pero
que con frecuencia se superponen parcialmente a programas antiguos que no
desaparecen), parece ser una característica destacada de la política social en
las últimas décadas2.

2. Esta clasificación no es necesariamente exhaustiva, pero la utilizo aquí porque permite una com-
paración directa con el conocido esquema conceptual de Esping-Andersen.



NUEVA SOCIEDAD 215
Las concepciones de la política social: universalismo versus focalización

41

© Nueva Sociedad / Sebastián Santana Camargo 2008



NUEVA SOCIEDAD 215
José Antonio Ocampo

42

Pese a las innumerables reformas –y,
en algunos casos, útiles innovacio-
nes–, la política social parece haber
perdido la unidad y el carácter es-
tratégico propio de los Estados de
bienestar de los países industrializa-
dos y de los mejores desarrollos del

pasado en América Latina. Fernando Filgueira et al. (2006, p. 37) han caracte-
rizado la política social en la región como un «corporativismo persistente
combinado con una reforma liberal» que carece de un pilar de prestaciones
sociales no contributivas claramente definidas. Una forma de expresar esta
pérdida es que el excesivo énfasis en los tres instrumentos mencionados –fo-
calización, esquemas público-privados y descentralización–, más que en los
principios que la deben guiar, terminó derrotando la visión estratégica de la
política social.

El retorno de la visión universalista. No en vano, por lo tanto, el retorno a
una visión estratégica de la política social subordina los instrumentos de di-
cha política a los principios sobre los cuales esta se debe cimentar. Estos, a su
vez, se conciben como derivaciones de las formulaciones sobre derechos y
ciudadanía social y, como tales, ponen la política social en el centro del pacto
y la cohesión sociales.

Esta visión tiene una larga tradición. Cabe recordar que, paralelamente al de-
sarrollo del Estado de bienestar, se formuló un nuevo cuerpo de derechos hu-
manos (en su mayoría, derechos de segunda generación), que fue finalmente
consagrado en los artículos 22 a 27 de la Declaración Universal de los Dere-
chos Humanos y, posteriormente, en el Pacto Internacional sobre Derechos
Económicos, Sociales y Culturales de las Naciones Unidas. En las concepcio-
nes modernas, este cuerpo de derechos, que expresa los valores de la igual-
dad, la solidaridad y la no discriminación, se considera indivisible de los de-
rechos civiles y políticos, formulados claramente desde fines del siglo XVIII,
especialmente en la Declaración de los Derechos del Hombre y el Ciudadano
de la Revolución Francesa, que garantizan los derechos de las personas
frente al poder del Estado y a la participación en las decisiones públicas
(Cepal 2000a).

Es interesante recordar que este cuerpo de derechos económicos, sociales y
culturales es considerado en el preámbulo de la Declaración Universal de los
Derechos Humanos como una extensión del principio de la libertad. Dicho
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preámbulo señala, en efecto, que las Naciones Unidas buscan «promover el
progreso social y (…) elevar el nivel de vida dentro de un concepto más am-
plio de libertad», reproduciendo un concepto que ya había sido adoptado en
la Carta de las Naciones Unidas. Esta concepción tiene sus raíces directas en
las visiones políticas de Franklin D. Roosevelt que inspiraron la Carta, y se aso-
cia, a su vez, al concepto de ciudadanía social de T.H. Marshall (1992) y, en épo-
cas más recientes, al de «desarrollo como libertad» de Amartya Sen (1999). Uno
de sus correlatos es la visión de democracia como extensión de la ciudadanía, en
su triple dimensión de ciudadanía civil, política y social, que difundió en Amé-
rica Latina el informe del PNUD (2004). Cabe agregar que la visión de ciudadanía
social –o de «Estado social de derecho»– está presente en las constituciones de
varios países de la región, entre ellos Brasil, Colombia y Venezuela. 

Una de las formulaciones más precisas de estas ideas es el capítulo sobre prin-
cipios de política social del documento Equidad, desarrollo y ciudadanía de la
Cepal (2000a), donde se establecen los principios de universalidad, solidari-
dad, eficiencia e integralidad. El primero de ellos se asocia al concepto de los
servicios sociales básicos que provee el Estado como derechos de los ciudada-
nos. Según esta concepción, por lo tanto, la educación, la salud y la protección
social son más que servicios o mercancías. El segundo principio alude a lo
que es obvio, particularmente en sociedades altamente desiguales: que la ga-
rantía del acceso de los sectores más desfavorecidos a dichos derechos exige
la aplicación del principio de solidaridad, que además expresa un objetivo so-
cial básico: la necesidad de construir sociedades más integradas. El tercero
–eficiencia– señala la necesidad de utilizar mejor los recursos públicos para
lograr mayores beneficios, en tanto que el último –integralidad– alude a las
fuertes interrelaciones que existen entre las distintas dimensiones del desarro-
llo social (o, por el lado negativo, las múltiples dimensiones de la pobreza).

Esta formulación nos remite a dos dimensiones ciertamente interrelacionadas:
la relación entre los derechos económicos y sociales y el nivel de desarrollo
económico de un país, por una parte, y la exigibilidad de dichos derechos,
por otra. Sobre el primero, cabe señalar que la sola declaración política de
que «Toda persona tiene el derecho a un nivel de vida adecuado que le ase-
gure, así como a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la alimenta-
ción, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los servicios sociales ne-
cesarios»3, o del derecho a la educación y a la seguridad social4, no permite

3. Artículo 25.1 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos.
4. Artículos 26.1 y 22 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos.
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crear riqueza o repartir lo inexistente. En ese sentido, como he señalado en
un ensayo anterior: 

Su instrumentación debe ser compatible con el nivel de desarrollo alcanzado y (…) con
el ‘pacto fiscal’ imperante en cada sociedad, para así evitar que se traduzca en expec-
tativas insatisfechas o en desequilibrios macroeconómicos que afecten, por otras vías,
a los sectores sociales a los cuales se busca proteger. Equidad, en este sentido, debe en-
tenderse como el establecimiento de metas que la sociedad sea efectivamente capaz de
alcanzar, dado su nivel de desarrollo. Es decir, su punto de referencia es lo realizable,
pero no menos de ello y, por ende, como lo han recogido los debates sobre derechos
económicos y sociales, lo máximo entre lo realizable. (2004, p. 159.)

Esto implica que la exigibilidad
de los derechos económicos y
sociales está sujeta a los límites
de lo que es posible, en un mo-
mento determinado y dado el
desarrollo económico de un
país. De hecho, el intento de
exigir en abstracto derechos

sin tener en cuenta lo que una sociedad puede darles a todos los ciudada-
nos puede terminar distribuyendo los recursos escasos hacia unos pocos.
Por lo tanto, aunque ciertos niveles de exigibilidad jurídica son inherentes
a cualquier formulación de derechos, en el caso de los económicos y socia-
les es igualmente –o quizás incluso más– importante la exigibilidad políti-
ca: la especificación, por parte de la autoridad política (la Asamblea Cons-
tituyente o el Congreso) de cuáles son los logros en materia de derechos
económicos y sociales que una sociedad determinada espera alcanzar, dentro
de las restricciones que impone el nivel de desarrollo, pero también del princi-
pio de que se debe alcanzar lo «máximo entre lo realizable». En torno de eso se
estructura, por supuesto, el debate político entre distintas opciones democráti-
cas, así como también sobre la generación de los recursos necesarios para ga-
rantizar la provisión de los servicios básicos que la sociedad, a través de las au-
toridades políticas, define como esenciales en un momento determinado.

Esta visión se asocia al concepto de «universalismo básico» de Carlos Molina
(2006)5, que alude a una serie de prestaciones sociales básicas y de cobertura

5. Este aporte también seminal al debate surgió de un proyecto promovido por el Instituto Interame-
ricano para el Desarrollo Social del Banco Interamericano de Desarrollo (BID). V., en particular, la «In-
troducción» a dicha obra colectiva, escrita por el editor, así como el capítulo 1 (Filgueira et al.).
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de riesgos esenciales que deben hacerse extensivas a toda la población, con es-
tándares de calidad homogéneos y prestados sobre la base del principio de
ciudadanía. Esto nos remite, además, al concepto de merit goods de la teoría
del bienestar, que la Cepal (2000a) tradujo –alternativa y correctamente– co-
mo «bienes de valor social»; es decir, aquellos bienes y servicios que la socie-
dad considera que deben recibir todos sus miembros en tanto ciudadanos. Es-
tos bienes y servicios pueden entenderse, por lo tanto, como una expresión
concreta de los derechos económicos y sociales y manifiestan auténticas pre-
ferencias de la sociedad, que van más allá de las preferencias individuales.

El alcance de esos «bienes de valor social» debe obedecer no solo al nivel de
desarrollo sino a las demandas de un modelo específico de organización eco-
nómica sobre sus ciudadanos. En tal sentido, las economías contemporáneas
generan dos demandas específicas, adicionales a aquellas que la política social
ha reconocido desde hace muchas décadas. La primera se deriva de la exten-
sión de la sociedad del conocimiento y los elevados requisitos de educación y
capacitación que hoy demandan la economía y la sociedad. La segunda es la
mayor inseguridad económica que genera una sociedad que enfrenta cambios
acelerados en un contexto de mayor competencia. Por este motivo, algunos au-
tores han señalado que debe existir una asociación positiva entre apertura
económica y gasto social, como sucede en los países de la Organización para
la Cooperación Económica y el Desarrollo (OCDE) (Rodrik). Esto es, por lo de-
más, consistente con diversas visiones del Estado de bienestar escandinavo,
en el sentido de que un sistema de protección social más elaborado es esen-
cial en economías más abiertas, ya que tales prestaciones son una alternativa
a la protección al trabajo basada en barreras al comercio exterior (Thalen).

Por último, cabe señalar que esta formulación busca también corregir uno de
los mayores peligros que enfrenta la política social: la segmentación. Este pro-
blema tiende a agudizarse en los esquemas de políticas focalizadas, pero tam-
bién se registra en sistemas en los cuales existen múltiples proveedores de
servicios, algunos de los cuales tienden a «descremar» el mercado o a discri-
minar entre los distintos demandantes de acuerdo con su nivel de ingreso o
su localización espacial. El sistema educativo es una fuente especial de preo-
cupación. Suele decirse que la educación es un mecanismo de igualación so-
cial –un principio que, como ya señalé, tiene profundas raíces liberales– y que
los dispares logros educativos son uno de los determinantes fundamentales
de la desigualdad en la distribución del ingreso. Pero cabe recordar que, so-
bre todo en sociedades altamente desiguales, el aparato educativo es también
un poderoso mecanismo de segmentación social, que tiende a reproducir las
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desigualdades existentes e incluso, en ciertos casos, a difundir ideas y prác-
ticas que separan a las elites del resto de los ciudadanos. Así como este pro-
blema se manifiesta en sistemas que generan educación para ricos y educa-
ción para pobres, hay también una tendencia a generar sistemas de salud

para ricos y sistemas de salud pa-
ra pobres, así como segmentación
espacial en las ciudades y muchos
otros mecanismos que reproducen
o amplían estas diferencias. 

El paradigma universalista ha sido
objeto de dos críticas fundamenta-
les: que exige muchos recursos tri-
butarios y que, dados presupues-
tos públicos escasos, esto puede
generar sistemas de política social
en los que los recursos terminan

mal focalizados. Como veremos más adelante, la primera de estas críticas es vá-
lida, pero la segunda no. De hecho, se puede formular la afirmación exacta-
mente opuesta: la mejor focalización es una política social universal.

Esta segunda crítica –que las políticas universales generan una mala focaliza-
ción de los recursos– se asocia, en algunas formulaciones, a la visión de las
clases medias como sectores que cuentan con capacidad para lograr que los
recursos públicos se distribuyan a su favor, excluyendo así a los sectores más
desfavorecidos. Esto se realizaría a través, por ejemplo, de las asociaciones
sindicales (que, como ya señalé, en países con sistemas de empleo formal li-
mitado corresponden en general a sectores de ingresos medios) o de su in-
fluencia sobre los partidos políticos.

Esta visión es deficiente al menos por tres razones diferentes. En primer tér-
mino, porque si bien la extensión de los beneficios sociales puede verse en
gran medida como una «conquista» de los sectores medios, los sistemas de-
mocráticos generan una presión para que esos beneficios se generalicen pos-
teriormente a toda la población. Esta es, de hecho, la historia de los Estados
de bienestar de los países industrializados. En ese contexto, como veremos,
los gastos marginales orientados a extender la cobertura de los servicios so-
ciales son altamente progresivos. Una forma complementaria de concebir es-
te tema es que la capacidad de la política social de atraer a la clase media pue-
de verse como evidencia y garantía de una política que provee servicios de

El paradigma universalista ha sido

objeto de dos críticas: que exige

muchos recursos y que, dados 

presupuestos públicos escasos, 

esto puede generar sistemas 

de política social en los que los

recursos terminan mal focalizados. 

La primera de estas críticas 

es válida, pero la segunda no ■
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calidad homogénea (Grynspan). Además, es esencial para que la clase media
apoye los niveles de tributación necesarios para financiar el alto gasto públi-
co social imprescindible para sostener estos sistemas, como señalan los estu-
dios referentes a los países industrializados (Korpi/Palme). Por lo demás, con
contadas excepciones, la propuesta de algunos defensores de la focalización
de redistribuir los recursos públicos de los sectores medios hacia los más po-
bres carece de realismo político.

En segundo lugar, en América Latina muchos de los hogares pertenecientes a
los sectores «medios» perciben ingresos relativamente bajos. Esto resulta evi-
dente cuando se mira a los quintiles 3 y 4 de la distribución del ingreso. En
efecto, según las estimaciones de la Cepal6, en los países con un ingreso per
cápita más bajo (como Bolivia, Honduras o Nicaragua), algunos de los hoga-
res del quintil 3 pertenecen a la población pobre. En estos países, la mayor
parte de las familias de ambos quintiles recibe ingresos inferiores al equiva-
lente a dos líneas de pobreza, lo que las hace muy vulnerables a caer en esa
situación. En los países con un ingreso per cápita similar al promedio regio-
nal, como Colombia o República Dominicana, casi todos los hogares ubicados
en dichos quintiles ganan menos del equivalente a tres líneas de pobreza. So-
lo en cuatro países (Argentina, Chile, Costa Rica y Uruguay) se puede decir
que el grueso de los hogares del quintil 4 obtiene ingresos superiores al equi-
valente a tres líneas de pobreza.

Esto refleja, a su vez, un hecho ampliamente reconocido: que la mala distribu-
ción del ingreso típica de América Latina está asociada a la concentración en
el decil más rico (v., por ejemplo, Cepal 2006b, cap. I). Es posible, incluso, que
dichos sectores medios se encuentren entre los que experimentaron algunas
de las tensiones más fuertes en las últimas décadas, asociadas, por ejemplo, a
los retornos decrecientes de la educación secundaria en términos de mayores
ingresos, o a la contracción que experimentó el empleo formal hasta comien-
zos del nuevo siglo.

Por último, una política social coherente con la promoción de una mayor co-
hesión social debe ofrecer una propuesta al conjunto de la sociedad. De hecho,
uno de los grandes problemas del «Estado focalizador» es que su capacidad
de convocatoria de la ciudadanía ha resultado limitada, entre otras cosas por-
que no ofrece lo mínimo que la sociedad espera del Estado: una propuesta para
toda la sociedad y no solo para algunas de sus partes.

6. Véase al respecto Cepal (2007), cuadro anexo 6.
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■ Universalidad y focalización

Los efectos redistributivos del gasto público social. Distintos trabajos de la Cepal
(2000a, 2000b, 2006c y 2007) proporcionan síntesis comparadas de los estu-
dios sobre los efectos redistributivos del gasto público social (en el caso de las
publicadas en Cepal, 2006c, con base en las investigaciones realizadas por el
BID). Los gráficos 1 y 2 resumen los dos estudios más recientes, que correspon-
den en su mayoría a estimaciones basadas en el gasto público de fines de los
90 y comienzos de la década actual.

Estos estudios indican que los efectos distributivos difieren significativamente
entre distintos tipos de gasto, que pueden agruparse en tres grandes catego-
rías. La primera incluye los gastos más redistributivos: los programas de asis-
tencia social y aquellas áreas de la política social con coberturas universales o
cuasi-universales, como la educación primaria y algunos servicios de salud.
La segunda categoría comprende servicios con cobertura intermedia, tales co-
mo la educación secundaria y los gastos en vivienda y saneamiento; en este
caso, la distribución no es generalmente progresiva (salvo en algunos países),
pero no se aleja significativamente de la equidistribución y, por ende, es mu-
cho mejor que la distribución del ingreso primario. El gasto en salud se en-
cuentra entre las dos categorías mencionadas: es ligeramente progresivo,

Efecto redistributivo del gasto social, ca. 2000

Gráfico 1

0,60

0,50

0,40

0,30

0,20

0,10

0

-0,10

-0,20

-0,30

Educación 
total

Educación 
primaria

Educación 
secundaria

Educación 
terciaria

Salud Gasto 
sin SS

Gasto total

Seguridad social
(pensiones)

C
oe

fi
ci

en
te

 d
e 

cu
as

i-
G

in
i

Fuente: Cepal (2006b), cuadro II.10, y Cepal (2007), cuadros II.16 a II.19. 
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particularmente en el estudio más reciente. Finalmente, la tercera categoría in-
cluye la seguridad social (pensiones) y la educación universitaria, en las que
los beneficios tienden a estar concentrados en los deciles más altos. Pero in-
cluso en estos casos dicha distribución es, en promedio, ligeramente mejor
que la del ingreso primario (aunque en algunos casos es peor).

Aunque es cierto que los programas de asistencia confirman las apreciaciones
de los defensores de la focalización en el sentido de que una mayor selectivi-
dad implica un mejor efecto redistributivo, en realidad el impacto es limitado
pues los montos asignados a ellos son relativamente modestos. Los progra-
mas de subsidios condicionados (como Bolsa Familia y Oportunidades) son la
innovación más importante en este campo, pero hay otros programas que
también generan efectos altamente redistributivos, especialmente los progra-
mas de nutrición dirigidos a la población infantil. Sin embargo, los programas
focalizados que generan un mayor impacto son aquellos que se caracterizan
precisamente por la ampliación de su cobertura; es decir, por la tendencia a
«universalizar» sus beneficios dentro de su población objetivo. Además, una
de sus grandes virtudes es que utilizan las transferencias como palanca pa-
ra hacer que los sectores beneficiarios hagan uso de los programas sociales
universales de educación y salud.

Fuente: Cepal (2006b), cuadro II.10, y Cepal (2007), cuadros II.16 a II.19. 

Efecto redistributivo del gasto social, ca. 2002

Gráfico 2
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Como estos programas absorben pequeñas proporciones del gasto público
social, contribuyen con menos de la quinta parte del efecto redistributivo de
dicho gasto (Cepal 2007, cuadro II.20). Así, el mayor impacto redistributivo
proviene de los programas de educación y salud de amplia cobertura. En
efecto, de acuerdo con todos los estudios existentes, estos son los programas
que tienen un mayor impacto sobre el ingreso efectivo de los sectores más po-
bres. Más aún, la ampliación de estos programas, de una cobertura limitada
a una más amplia o universal, confirma una conclusión que hizo evidente el
estudio pionero sobre este tema en Colombia (Selowsky): el gasto social es en
estos casos altamente redistributivo en el margen.

Aunque los estudios sobre este tema no son estrictamente comparables, sir-
ven para ilustrar este punto. El cuadro 1 muestra una comparación entre los
ingresos implícitos recibidos por los hogares colombianos por concepto de
distintos tipos de gasto público en educación en dos momentos del tiempo,
1974 y 1992 (Selowsky; Vélez)7. Como se observa, el gasto en educación pri-
maria ya era altamente progresivo en 1974, pero se hizo aún más progresivo
en los años siguientes. En cuanto a los beneficios de la educación secundaria,
en 1974 se concentraban en los sectores medios, pero con la ampliación de la
cobertura se desplazaron hacia los sectores de bajos ingresos. Y los beneficios
de la educación universitaria, que eran altamente regresivos en 1974, en 1992
ya estaban menos concentrados que el ingreso primario, gracias a la am-
pliación de cobertura. Esto implica que gastos que antes se consideraban

7. Los datos estimados para Colombia por la Cepal (2007, cuadro II.16), correspondientes a 2003,
no difieren significativamente de los que el cuadro 1 muestra para el año 1992.

Fuente: Vélez (1996), cuadro 3.6.

Colombia: distribución del subsidio educativo según quintiles de la distribución 
del ingreso, 1974 y 1992 (en porcentajes)

Cuadro 1

Quintil Educación primaria Educación secundaria Educación superior
1974 1992 1974 1992 1974 1992

1 32,1 39,3 16,8 20,6 0,9 5,1
2 26,8 26,2 21,8 26,8 4,6 9,4
3 20,5 19,4 21,1 25,3 10,7 18,6
4 14,5 10,8 24,6 17,7 23,5 33,1
5 6,2 4,3 15,6 9,6 60,3 33,9
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de carácter regresivo se convirtieron en progresivos a medida que se extendió
la cobertura. Este es, en particular, el caso de la educación secundaria, pero
también de otros servicios, como los acueductos y el alcantarillado. En ambos,
el gasto marginal fue, por lo tanto, altamente redistributivo. 

La conclusión de este análisis es que las políticas incluidas en la segunda ca-
tegoría mencionada, educación secundaria y los gastos en vivienda y sanea-
miento –es decir, los servicios sociales que están en proceso de universaliza-
ción–, adquirirán una mayor progresividad en la medida en que se logren
mayores niveles de cobertura. En todos ellos, la expansión del gasto asociada
a la ampliación de cobertura –o sea, el gasto marginal– es fuertemente progre-
siva, quizás no menos progresiva que los gastos incluidos en el primer grupo
(educación primaria y servicios básicos de salud).

La tercera categoría incluye dos tipos de servicios sociales, la educación uni-
versitaria y la seguridad social, de carácter muy diferente. El primero es qui-
zás el caso más claro en el cual los criterios redistributivos deberían primar
más que en el pasado, mediante el diseño de un sistema de becas asociado al
ingreso de las familias de los estudiantes. Este sistema de financiamiento se
diferenciaría de los esquemas de educación gratuita, que deben primar clara-
mente en la educación primaria y secundaria. Esta afirmación debe matizar-
se, sin embargo, en dos sentidos diferentes. Por una parte, la universidad es
también una fuente de producción de conocimiento y, por ende, debe recibir
recursos apropiados para ello. Por otra, la universidad pública puede ser un
fuerte mecanismo de «desegmentación social» en países en los que los espa-
cios de encuentro entre los ciudadanos son muy limitados. En los países in-
dustrializados –y, en particular, en los europeos– la universidad pública ha ju-
gado, en efecto, dicho papel. Por lo tanto, un sistema de becas corre el peligro
de eliminar esta función de la universidad pública; es posible, de hecho, que
esta función ya haya sido fuertemente erosionada. Una manera de manejar es-
te problema, que es aplicable a otros sectores de la política social, sería mante-
ner un sistema más competitivo, con agentes públicos y privados, pero otorgar
a los públicos subsidios de carácter general para que aumenten su atractivo.
Este es, de hecho, el diseño del sistema universitario en Estados Unidos. En este
caso, se lograría también, a través de la competencia, un control de calidad sobre
la oferta de las universidades públicas.

Además de la educación universitaria, la segunda área incluida dentro de es-
ta categoría es la seguridad social (pensiones). En este punto, hay que señalar
que las estimaciones exageran su impacto regresivo en la distribución. La
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primera razón para ello es que en general no se deducen las contribuciones
(presentes y pasadas) de quienes se benefician del sistema. Para ponerlo de una
manera simple: si el gasto es regresivo porque el acceso es limitado, las contribu-
ciones que las financian son, por esa misma razón, progresivas, porque recaen so-
bre sectores de mayores ingresos. En estas condiciones, el efecto regresivo neto es
mucho más bajo del que se estima normalmente y es posible que los subsidios in-
corporados a estos sistemas sean progresivos, incluso altamente progresivos8.
Además, una parte importante de los que aparecen como aportes presupues-
tarios son, en realidad, las contribuciones patronales que el Estado hace sobre sus
trabajadores. Este aporte aparece como regresivo debido a la alta proporción de tra-
bajadores con educación universitaria en el sector público. El efecto distributivo
de la seguridad social debería estimarse, por lo tanto, con base en los subsidios
que otorga el Estado con cargo al presupuesto general, neto de sus contribucio-
nes patronales. Incluso en este caso, como veremos en la sección siguiente, la hi-
pótesis central de este trabajo sigue siendo válida: la progresividad del gasto –o,
quizás mejor, la menor regresividad– está asociada a una mayor cobertura. La ma-
yor progresividad se alcanzará a través de una política dirigida a universalizar el
acceso a la seguridad social. Como ha analizado extensamente la Cepal (2006a),
en economías en las que una importante proporción del empleo es informal, esto
exigirá combinar el sistema contributivo existente con un pilar no contributi-
vo. En un esquema de esta naturaleza, los subsidios netos del Estado tendrán,

por definición, un efecto altamen-
te progresivo.

La conclusión general que se de-
riva de este análisis es clara: los
mayores niveles de progresividad
del gasto público están relaciona-
dos estrechamente con la exten-
sión de la cobertura. Por lo tanto,

la mejor focalización es la universalización. La focalización –o, quizás mejor, la
selectividad, para eliminar el fuerte contenido conceptual e incluso ideológico
que ha adquirido el término– debe jugar en este esquema un papel subsidiario.
Sin embargo, puede cumplir tres funciones particulares. En primer lugar, en
países donde los niveles de pobreza son todavía muy elevados, los programas

8. Aunque referido a la seguridad social en salud, el estudio de Vélez (1996) ilustra muy bien este
punto. Así, si bien la cobertura de dicho sistema era ligeramente regresiva en Colombia en 1992,
los subsidios netos eran altamente progresivos, con un cuasi-Gini de -0,345, de hecho no muy di-
ferente del de la educación primaria.

Los mayores niveles de 

progresividad del gasto público 

están relacionados estrechamente

con la extensión de la cobertura. 

Por lo tanto, la mejor focalización 

es la universalización ■
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de asistencia social pueden tener efectos redistributivos importantes y deben
ser, por lo tanto, un pilar del sistema. Un requisito que deben cumplir estos
programas, en el marco de los principios de la política social que hemos for-
mulado, es su vocación universal hacia los grupos sociales que se consideran
objetivos (programas de nutrición, subsidios condicionados y pensiones a an-
cianos indigentes, entre otros). Pero dichos programas deben considerarse co-
mo subsidiarios de una política social básica de carácter universal y, por ese
motivo, deben integrarse, en la medida de lo posible, a dicha política. La se-
gunda función de los programas focalizados es permitir el diseño de planes
especiales adaptados a algunas poblaciones (como los indígenas) o grupos es-
pecíficos de la población (por ejemplo, sistemas de pensiones que tengan en
cuenta la actividad reproductiva de las mujeres). La tercera función es servir
de puente para garantizar que sectores con dificultades para acceder a los ser-
vicios sociales básicos universales puedan obtener dicho acceso. En todos es-
tos casos, la focalización (o selectividad) debe ser vista como un instrumento
de la universalización, nunca como un sustituto de ella9.

La progresividad del gasto en distintos países. Las estimaciones sobre el efecto
redistributivo total del gasto público social en América Latina corroboran es-
tas apreciaciones. El gráfico 3 muestra la relación entre el efecto redistributi-
vo del gasto social en los distintos países (estimado como puntos del coefi-
ciente de Gini) y un indicador agregado del desarrollo de la política social, el
Índice de Desarrollo Humano del PNUD, aunque tomando en cuenta única-
mente los componentes de educación y salud de dicho índice. La primera de
estas variables incluye no solo el impacto de la focalización en el sentido es-
tricto, sino también el de la magnitud del gasto social. Ambos factores se
refuerzan ya que, en la medida en que la mejor focalización –y, por ende, el
mayor impacto redistributivo– está asociada a sistemas más universales, la
magnitud del gasto debe ser también mayor, como se explica más adelante.

Los datos indican, en efecto, que los países en los cuales el gasto público tie-
ne un mayor efecto redistributivo son aquellos que desarrollaron más tempra-
namente los servicios sociales del Estado y los que han logrado las mayores
extensiones de cobertura de sus sistemas de educación y salud: Argentina,

9. Nótese que estos argumentos, así como los que se presentan en la sección siguiente, tienen un
sentido positivo: tratan de mostrar que los criterios de universalización son netamente superiores
en términos de impacto redistributivo. Existe, además, una literatura crítica sobre la focalización
que señala los errores de información, las distorsiones en los incentivos y los problemas de estig-
matización que caracterizan dichos sistemas. V., entre otros, Giovanni Cornia y Frances Stewart
(1995), Thandika Mkandawire (2007) y Amartya Sen (1995). 
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Chile, Costa Rica y Uruguay (a ellos se debe agregar Cuba, que no se suele in-
cluir en los análisis sobre este tema). Nótese que en algunas estimaciones
orientadas a analizar exclusivamente la focalización, el efecto redistributivo
del gasto público en Chile sobresale como el más redistributivo10, cosa que no
acontece, sin embargo, cuando se combina el impacto conjunto de la focaliza-
ción con el de la magnitud del gasto11. El gráfico indica que los países con un
grado de desarrollo intermedio de sus políticas sociales, como Brasil, Colom-
bia y Panamá, generan también impactos redistributivos del gasto social
intermedios, en tanto que el menor impacto redistributivo se alcanza en na-
ciones de menor desarrollo relativo, como Bolivia, El Salvador, Honduras y
Guatemala. Otros países, como Ecuador, México y Perú, se destacan porque,
con indicadores medios de desarrollo humano, tienen un limitado impacto
redistributivo de sus políticas sociales12.

10. V., por ejemplo, los estimativos de Cepal (2006c).
11. En términos estrictos, los datos correspondientes a ese país no son comparables a los de otros, por-
que excluyen los sistemas contributivos de salud y pensiones que maneja el sector privado y que en
otros países siguen a cargo del Estado. Un corolario de ello es que los cálculos sobre el efecto redistri-
butivo del gasto deberían contemplar en el futuro los recursos y prestaciones que manejan las entida-
des privadas o solidarias participantes en los sistemas de política social o, lo que es equivalente, deben
ser estimados netos de todas las contribuciones de quienes acceden a los sistemas correspondientes.
12. Hemos excluido los datos referentes a Nicaragua, que muestran el efecto opuesto, porque el
monto del gasto social que se incorpora en los cálculos correspondientes excede ampliamente la
magnitud de gastos sociales que estima corrientemente la Cepal para dicho país.

Fuente: PNUD (2007), Anexo Estadístico, cuadro 1, y Cepal (2007), cuadros II.16 a II.19.

Relación entre el efecto distributivo del gasto social y el índice 
de desarrollo humano social

Gráfico 3
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Una mirada a los datos específicos correspondientes a la seguridad social
(pensiones) permite captar mayores complejidades. En este caso, la relación
evidente es entre el impacto redistributivo, medido por el cuasi-Gini del gas-
to correspondiente, y el grado de formalidad laboral (cuadro 2). En general,
los datos corroboran que el gasto es más redistributivo cuando el acceso es
mayor, medido a través del grado de formalidad laboral. Sin embargo, exis-
ten excepciones notorias, tanto positivas como negativas. Entre las positivas
sobresalen Bolivia y Brasil, que han desarrollado pensiones básicas universa-
les de carácter no contributivo. Por el lado negativo, algunos sistemas han lo-
grado una muy limitada cobertura del régimen de pensiones dado su grado
de formalidad laboral. Honduras y Colombia son los casos más destacados
(Guatemala también lo es, pero la razón de ello puede ser el bajo grado de for-
malidad laboral). El dato del impacto redistributivo correspondiente a Argen-
tina en 2002 se refiere solo a las pensiones no contributivas y, por ende, no es
estrictamente comparable con el resto.

Las conclusiones de este análisis, así como las de la sección anterior, coinciden
con lo que Korpi y Palme (1998), al analizar los sistemas de protección social
de los países industrializados, han denominado «la paradoja de la redistribu-
ción»: que el efecto redistributivo total del gasto público social es mayor en

Fuente: v. gráficos 1 y 2 y Cepal (2007).

Relación entre la formalidad laboral y el efecto redistributivo 
del gasto en seguridad social

Cuadro 2

Formalidad laboral Número de dependientes Efecto redistributivo
ca. 2005 (en %) por trabajador formal del gasto en seguridad 

social (cuasi-Gini)
ca. 2000 ca.2002

Argentina 62,4 4,0 0,21 -0,176
Bolivia 34,8 9,6 0,28 0,276
Brasil 68,6 3,8 0,40 0,396
Colombia 55,2 4,8 0,68 0,680
Costa Rica 63,3 3,9 0,29 0,471
Ecuador 47,2 8,5 0,40 0,396
Guatemala 46,8 7,5 0,65 0,648
Honduras 45,5 9,4 0,710
México 62,2 4,9 0,38 0,377
Panamá 64,4 4,7 0,552
Perú 41,7 7,7 0,605
Uruguay 57,4 4,2 0,46 0,346
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países con sistemas universales que en aquellos que aplican criterios de foca-
lización (particularmente los anglosajones). De acuerdo con estos autores,
una de las razones fundamentales para ello es el fuerte apoyo político de las
clases medias al gasto público social en los países con sistemas más universa-
les, esencial para obtener el respaldo de dichos sectores a los elevados nive-
les de tributación necesarios para financiarlos.

Vale la pena señalar, por otra parte, que el efecto redistributivo estimado se
refiere en su mayor parte a transferencias indirectas a los hogares equiva-
lentes al costo de provisión de los servicios sociales que reciben del Esta-
do. Solo en unos pocos casos se asocian a transferencias directas de ingre-
so (pensiones y algunos programas de asistencia social). Algunos estudios
recientes han resaltado que el atraso de América Latina en el desarrollo de
dichas transferencias directas es una de las explicaciones más importantes
de los altos niveles de desigualdad en la distribución del ingreso en la re-
gión en comparación con la de los países de la OCDE (Banco Mundial, cap. 5;
OCDE, cap. 1). 

Conviene anotar, por último, que
los datos del gráfico 3 se refieren
al impacto de la política social so-
bre la distribución secundaria del
ingreso. Un argumento adicional
que conviene destacar se refiere al
efecto de la política social sobre la
distribución primaria del ingreso.
La mejor ilustración sobre este te-
ma la proporcionan los análisis

correspondientes a los países industrializados. Dichos análisis corroboran cla-
ramente que los países de Europa continental, que cuentan con sistemas de bie-
nestar de corte más universal, tienen una mejor distribución del ingreso que
los países donde el principio de focalización se utiliza en forma más activa
(Alesina/Glaeser). La causalidad es, sin duda, de doble vía: las sociedades
más igualitarias reclaman sistemas universales de política social, y estos
contribuyen, a su vez, a generar sociedades más igualitarias. Si la política
social va a contribuir a reducir la excesiva desigualdad en la distribución
del ingreso que caracteriza a América Latina, debe apostar, por lo tanto, a
una política social de corte universal –incluyendo, tal como lo señalan los
estudios del Banco Mundial y la OCDE, sistemas elaborados de transferencias
de ingresos–.

Los países de Europa continental,

que cuentan con sistemas de 

bienestar de corte más universal,

tienen una mejor distribución 

del ingreso que los países donde 

el principio de focalización 

se utiliza en forma más activa ■



NUEVA SOCIEDAD 215
Las concepciones de la política social: universalismo versus focalización

57

Esta asociación entre el desarrollo de los sistemas de política social y la distri-
bución primaria del ingreso no es extraña a América Latina, pero ha tendido
a debilitarse con el deterioro distributivo que experimentaron en las últimas
décadas casi todos los países de la región con un grado avanzado de desarro-
llo humano, como parte de la tendencia que la Cepal (2006b) definió como la
«convergencia hacia una mayor inequidad». De los cuatro países con un ma-
yor impacto distributivo de la política social, los casos de Costa Rica y Uru-
guay tienden a corroborar todavía la asociación entre política social y mejor
distribución del ingreso (y, podría agregarse, apoyo a los sistemas democráti-
cos), pese a que el primero ha experimentado un deterioro distributivo en las
últimas décadas. Argentina, en cambio, experimentó la tendencia más profun-
da al deterioro distributivo entre los 70 y comienzos de la década actual y,
pese a su mejoría reciente, sigue teniendo niveles de desigualdad no muy di-
ferentes del promedio regional. Chile también experimentó un deterioro dis-
tributivo en los 70 y se encuentra desde entonces entre los países con mayo-
res niveles de desigualdad.

Los requisitos fiscales. La restricción fundamental para una política social de
corte universal es la demanda de recursos públicos. Una de las ventajas de la
focalización –y quizás por ello uno de sus grandes atractivos políticos– es que
requiere menos recursos. No en vano, su difusión estuvo asociada a los es-
fuerzos por racionalizar el gasto público. Este hecho obliga a prestarle aten-
ción a una de las debilidades fundamentales del desarrollo latinoamericano:
la fragilidad de su estructura tributaria y el peso de los sistemas de carácter
indirecto. El avance hacia una política social de corte universal no será posi-
ble, por lo tanto, sin un nuevo pacto fiscal, para utilizar el término acuñado
por la Cepal (1998), que eleve significativamente el ingreso público y convier-
ta la política tributaria en un instrumento progresivo.

Los trabajos de la Cepal (1998), el BM (2006, cap. 5) y la OCDE (2007, cap. 1) co-
rroboran estas apreciaciones. El estudio de la OCDE muestra que la carga tri-
butaria media en América Latina es apenas la mitad de la de la OCDE (17%
contra 36% del PIB). Las grandes disparidades se dan en los impuestos direc-
tos (5% en América Latina contra 15% en la OCDE) y en las contribuciones a la
seguridad social (3% en América Latina contra 9% en la OCDE). El BM estima a
su vez que, dados los patrones internacionales de relación entre tributación y
niveles de ingreso, América Latina debería recaudar cuatro puntos adiciona-
les del PIB, sobre todo en concepto de impuesto a la renta, especialmente a las
personas naturales. Como señalan estos estudios, la tributación indirecta no
muestra, por el contrario, rezagos similares. Esto confirma que los países de
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la región tienen estructuras más regresivas que los países de la OCDE y que
avanzar en materia de tributación directa puede contribuir a reducir las exce-
sivas disparidades distributivas que caracterizan a la región.

En este marco, un tema controvertido son las contribuciones a la seguridad
social y los impuestos para financiar otro tipo de programas públicos (como
los programas de capacitación laboral) que se cobran sobre la nómina salarial.
La crítica fundamental a estas contribuciones es que constituyen un impues-
to al empleo que reduce, por lo tanto, la generación de trabajo formal y pro-
fundiza la informalidad laboral. Esta apreciación es, sin duda, correcta, y ha
llevado a propuestas para financiar parcialmente estos beneficios con im-
puestos de carácter general. Sin embargo, no parece posible ni conveniente
que todo el sistema de política social descanse sobre los impuestos de carác-
ter general. Una mirada somera a los datos de la OCDE muestra, en efecto, que
los países industrializados no podrían financiar los altos beneficios de la
seguridad social sin los nueve puntos del PIB que se recaudan por esta vía. Pe-
ro, además de no ser financieramente viable, un sistema sustentado solo en
impuestos generales eliminaría un elemento de economía política esencial:
los sistemas contributivos generan un sentido de pertenencia del trabajador
al Estado de bienestar que es irremplazable y que implica no solo derechos
(prestaciones) sino también deberes (contribuciones).

Por este motivo, la idea de desatar el financiamiento de la política social de
las contribuciones a la nómina salarial cobra fuerza en aquellos casos en los
que se generan bienes públicos o externalidades importantes (programas pa-
ra prevenir enfermedades transmisibles o de capacitación laboral, por ejem-
plo) y no existe una relación directa entre quien contribuye (o contribuye la
empresa en nombre del trabajador) y quien recibe los beneficios. Pero cuan-
do se aplica el principio de beneficio, como acontece en la seguridad social en
un sentido amplio, las contribuciones atadas a la nómina son irremplazables.
La clave para el avance de la protección social en un contexto en el que el em-
pleo formal sigue siendo limitado deberá contemplar, por lo tanto, una mez-
cla cuidadosa de los pilares contributivo y no contributivo del sistema (Cepal
2006a), pero no la eliminación del primero. 

La importancia de la tributación se corrobora, finalmente, en las tendencias
del gasto público social verificadas en América Latina. En efecto, una de las
tendencias más positivas de los 90 fue el aumento significativo del gasto pú-
blico social, que se elevó, en promedio, de 12,8% a 15,5% del PIB, gracias en
parte a la sustitución de otros tipos de gasto. El aumento, aunque generalizado,
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fue más notorio en los países que se encontraban más rezagados. Sin embar-
go, esta tendencia fue seguida, en los últimos años, por un avance mucho más
pausado, ya que en 2004-2005 dicho gasto se ubicaba en 15,9% del PIB (Cepal,
2007, cuadro II.6).

En suma, los avances en mate-
ria de política fiscal en América
Latina pasan irremediablemente
por un cambio en la tributación
y, especialmente, en la tributa-
ción directa y las contribucio-
nes a la seguridad social. Este
es uno de los aspectos en los que
se podrá comprobar si el retorno de la equidad a la agenda de desarrollo de la re-
gión tiene raíces profundas o se sitúa solo en un terreno retórico.

■ Conclusiones

Este ensayo argumenta que los enfoques de la política social que han preva-
lecido en las últimas décadas, con su énfasis en la focalización, deben dejar su
lugar a esquemas basados en el concepto de ciudadanía social y, por ende, en
los principios de universalidad y solidaridad. El resultado de ello será el
desarrollo de servicios y prestaciones sociales que se puedan efectivamente
universalizar, al tiempo que dicha universalización debe ser el principal ins-
trumento para lograr una mayor focalización del gasto público hacia los sec-
tores de menores ingresos.

En un esquema como el propuesto, la focalización (o, mejor, selectividad) de-
be ser vista como un instrumento de la universalización más que como un
sustituto de ella. Puede cumplir tres funciones básicas: desarrollar programas
de asistencia social con vocación universal dentro de ciertos grupos sociales,
adaptar los programas a las características específicas de algunos sectores y
servir como puente hacia los programas universales, como ocurre con los sub-
sidios condicionados. 

Un tema adicional es la importancia de combatir la segmentación en el acce-
so de distintos grupos sociales a diferentes servicios y prestaciones. Como ya
he señalado, este problema tiende a ser agudo en las políticas focalizadas, pe-
ro también es el resultado de sistemas en los cuales hay múltiples proveedo-
res de servicios, algunos de los cuales tienden a discriminar entre los distintos
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demandantes. Una fuente especial de preocupación en tal sentido son los ele-
vados niveles de segmentación que caracterizan los sistemas educativos, lo
cual implica que los sistemas en los cuales participa una multiplicidad de ac-
tores requieren normas más estrictas orientadas a corregir estos problemas.

Por último, un requisito fundamental en el giro hacia una concepción univer-
salista de la política social es fortalecer los sistemas tributarios y hacerlos más
progresivos. Por lo tanto, el avance hacia una política social de corte univer-
sal no será posible sin un nuevo pacto fiscal que refuerce en particular la tri-
butación directa. Más aún, dado el ritmo mucho más pausado de aumento
del gasto público social durante la década actual, los esfuerzos por profundi-
zar los avances de la política social serán mucho más exigentes en el futuro
en términos fiscales de lo que fueron en el pasado.
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Pobreza, 
desigualdad 
y trabajo 
en el capitalismo
global

GILBERTO DUPAS

El análisis de la pobreza y la desigualdad

debe ser puesto en el contexto más 

amplio de las nuevas condiciones 

globales. El capitalismo actual ha cambiado

radicalmente categorías económicas 

clásicas como el trabajo, hoy considerado

un costo variable susceptible de ser 

ajustado, y el conocimiento, que adquirió

más importancia al tiempo que se 

masificaba. Si el modelo empresarial 

de posguerra era Ford y el de los 90, 

Microsoft, el de hoy es Wal-Mart, con 

sus productos baratos procedentes de

China y sus empleos basura. Este nuevo

contexto de empresas globales y trabajo

flexible es particularmente relevante 

para América Latina, que si bien goza 

de una prosperidad inédita debido al 

auge de los commodities, sigue siendo 

la región más desigual del planeta. 

■ Introducción

La desigualdad y la pobreza deben ser analizadas en el marco del orden
mundial que las produce. La globalización neoliberal, consolidada desde la
posguerra y transformada en una ola avasalladora a partir del colapso del
bloque soviético y la expansión de las tecnologías de la información, se ha

Este artículo es copia fiel del publicado en la revista NUEVA SOCIEDAD No 215, 
mayo-junio de 2008, ISSN: 0251-3552, <www.nuso.org>.
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transformado en el régimen económico hegemónico. Sus consecuencias socia-
les merecen un examen profundo que abarque la propia lógica capitalista. Ese
es el objetivo de este artículo.

La diáspora calvinista hacia el continente americano, a mediados del siglo XVII,
hizo florecer el espíritu capitalista hasta transformarlo en un victorioso fenó-
meno de masas que dio origen a un sistema económico. Ese sistema encontró
siempre una de sus condiciones básicas para la supervivencia: un excedente
poblacional susceptible de ser contratado a bajo costo. En el siglo XX, espe-
cialmente desde el fin de la Segunda Guerra Mundial, se inició un ciclo vir-
tuoso de crecimiento económico, basado en el fordismo-taylorismo e impul-
sado por la inversión y la intervención selectiva del Estado, que incluyó la
creación de una amplia red de beneficios sociales. Estas ideas, junto a la no-
ción de que el Estado debía funcionar de un modo contracíclico, estimulando
la demanda en momentos de crisis, estaban en la base del pensamiento eco-
nómico de John Maynard Keynes. La socialdemocracia y el Estado de bienes-
tar eran vistos como las manifestaciones de racionalidad capitalista que con-
ducirían al progreso. Paralelamente, Joseph Schumpeter (1982) añadió la idea
de que la evolución tecnológica funciona como el motor de un permanente
impulso hacia adelante: según esta teoría, las tecnologías generan un efecto
de «destrucción creativa» en la economía capitalista. Cada nueva tecnología
adiciona valor y destruye el valor de las anteriores. La acumulación sería la
consecuencia de ese proceso destructor-creativo que garantiza el crecimiento cons-
tante. En esta dinámica capitalista, la ciencia se encarga de promover un per-
manente estado de innovación, inutilizando y sustituyendo productos y
creando nuevos hábitos de consumo.

Pero ya en la década de 1960 el exitoso desempeño de la posguerra comenza-
ba a mostrar sus límites. La sobrecapacidad industrial, junto con la creciente
competencia de los productos alemanes y japoneses, contribuyó a la crisis de
la economía mundial que estalló en los 70. André Gorz (2005) afirmó que es-
ta crisis estructural se explica por diferentes motivos, pero sobre todo por el
hecho de que las inversiones en tecnología generaron pérdidas de ganancia
al producir un aumento de la capacidad productiva sin contrapartida en la
demanda. En otras palabras, la ciencia había cumplido su papel, pero su efi-
cacia había conducido a un callejón sin salida. En este marco, el sector em-
presarial comenzó a buscar opciones alternativas para sus inversiones, que
se orientaron cada vez más al sector financiero, a la expansión del mercado
de eurodólares y a satisfacer la demanda de crédito de los países en desa-
rrollo. El resultado fue una disminución de la inversión en producción y la
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transferencia de recursos al sector financiero, lo cual derivó en tasas de creci-
miento reales mediocres y un aumento del desempleo, que a su vez presionó
sobre el Estado de bienestar y generó un incremento del gasto público y un
desequilibrio en la balanza de pagos, que intentaron subsanarse mediante la
emisión de moneda, lo que a su vez produjo brotes inflacionarios y un au-
mento de la deuda pública. El consenso keynesiano-fordista llegaba a su fin. 

Este escenario de crisis dio paso a una nueva estrategia cuyo fundamento
ideológico fue el ideario neoliberal. Según esta visión, la raíz de todos los ma-
les estaría en el intervencionismo estatal de posguerra y en los excesos del Es-
tado de bienestar. La solución se encontraría en la sustitución del Estado por
el mercado como agente organizador. Facilitado por el providencial derrum-
be del imperio soviético, el nuevo consenso neoliberal se combinó con el flu-
jo de capitales, cada vez más libres y abundantes, y la reestructuración pro-
ductiva sobre la base de las nuevas tecnologías. Así se dio forma a la actual
etapa de la globalización. 

La incorporación de las tecnologías de la información al sistema productivo
global generó una economía del conocimiento que redefinió las categorías de
trabajo, valor y capital. El trabajo comenzó a incluir un componente de saber
cada vez más importante. Pero, al mismo tiempo, la nueva economía comenzó
a atribuirle al factor trabajo una importancia directamente relacionada con su
costo: a mayor costo, menor importancia. Esto se sumó al incremento de los em-
pleos precarios, pésimamente remunerados, flexibilizados e informales. Los cos-
tos de mano de obra comenzaron a ser vistos como variables, lo que implica que
el capital solo está dispuesto a pagar estrictamente la cantidad de trabajo que

utiliza. En este nuevo contexto, le
corresponde al «micro-miniempre-
sario» proveerse de su propio trans-
porte, comida, perfeccionamiento,
plan de salud, etc. En suma, una
suerte de autoexplotación vía terce-
rizaciones y cuarterizaciones. 

El segundo factor, junto con el tra-
bajo, que sufrió una profunda
transformación fue el conocimien-

to. Paradójicamente, en pleno auge de la economía del conocimiento, este ha
ido perdiendo valor. Al multiplicarse casi sin costos en forma de software uti-
lizado de manera ilimitada por máquinas que aplican un patrón universal, el
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un bien accesible a todos ■



NUEVA SOCIEDAD 215
Pobreza, desigualdad y trabajo en el capitalismo global

65

conocimiento, crecientemente masificado, se convirtió en un bien accesible a
todos. Para conservar su valor, el conocimiento debería tornarse escaso. Sin
embargo, estandarizado y socializado por la tecnología de la información,
transformado en mera técnica, se fue depreciando. Un ejemplo es la caída en
la remuneración real de varias categorías profesionales, como los operadores
de computadoras y los telemarketers. 

El conocimiento adquirió otra importancia. La investigación tecnológica de
las empresas privadas apunta a que estas consigan un monopolio, aunque sea
transitorio, del nuevo conocimiento, de modo tal que les proporcione un ren-
dimiento exclusivo. El marketing y la publicidad crean objetos y servicios del
deseo mediante la manipulación de valores simbólicos, estéticos y sociales,
dentro del modelo schumpeteriano de «destrucción creativa», que torna ob-
soletos los productos existentes lo más rápidamente posible. Es el caso de las
computadoras, las pantallas de plasma y los celulares, que evolucionan tecno-
lógicamente de manera muy veloz y que al poco tiempo de salir al mercado
ya parecen anticuados. Para que el engranaje de la acumulación funcione, en
lugar de mayor prosperidad general se genera un proceso de inutilización de
productos a escala global, que implica un inmenso desperdicio de materias
primas y recursos naturales, al enorme costo de una degradación continua del
ambiente y de una creciente escasez de energía. Pero es la opción inexorable
por la acumulación de capital, aun en detrimento del bienestar social en sen-
tido amplio.

El problema es que luchar contra ese sistema, que bien o mal mantiene la má-
quina económica en movimiento, significa atacar los mismos principios del
capitalismo en un momento en que ningún otro modelo –ni siquiera bajo la
forma de utopía– aparece en el horizonte. Por eso, las disidencias surgen co-
mo operaciones de ataque del sistema desde su interior, como los movimien-
tos por el software libre y hasta los hackers, especie de disidentes del capitalis-
mo digital. Pero se trata apenas de ruidos imperceptibles que no interfieren en
la melodía global.

■ La nueva lógica global, la renta y su distribución

Las ideas neoliberales comenzaron a germinar a partir del New Deal de la dé-
cada de 1930 y alcanzaron su apogeo en los 70. Para Jan Nederveen Pieterse,
el neoliberalismo surgió como resultado de la confluencia entre las ideas de la
Escuela de Chicago y las políticas de Ronald Reagan y Margaret Thatcher. En
una etapa siguiente, el neoliberalismo evolucionó, especialmente en América
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Latina, hacia el Consenso de Washington. Milton Friedman se convirtió en
una de las voces más influyentes con su teoría de que el Estado debe ser fuer-
te pero limitado: para Friedman (2005), el Estado debe ocuparse de la defen-
sa nacional y la justicia, de mediar en las disputas entre las personas y de ga-
rantizar la propiedad privada; para todo lo demás está el mercado. 

Pero, más allá de las teorías, fue a partir de la década de 1980 cuando se sis-
tematizó en Estados Unidos el modelo de bajos salarios y bajos impuestos a
partir de las condiciones vigentes en el sur del país. Las grandes corporacio-
nes lograron mantener su eficacia transfiriendo actividades industriales hacia
las áreas de salario reducido del sur estadounidense, deprimidas por el «efecto
México», es decir, por la presión de los inmigrantes, en general clandesti-
nos. Los salarios bajos –en el sur estadounidense, en México o en China– defi-
nieron mecanismos de acumulación muy diferentes de aquellos que habían pro-
ducido el éxito capitalista de EEUU en la posguerra. Era un nuevo modelo, el
«modelo del sur», que fue la salida a la crisis de los años 70 y el fundamento de

la revolución reaganeana, sobre la
base de una serie de reformas que
atacaron la protección del trabajo,
los derechos civiles, el ambiente y los
servicios públicos. 

En cada época de la historia del ca-
pitalismo, algunas grandes corpora-
ciones se consolidan como prototi-
pos. A mediados del siglo XX fueron
Ford y General Motors; hacia finales
de siglo fue el turno de Microsoft.

Hoy el paradigma es Wal-Mart, ejemplo arquetípico de la nueva condición
del trabajo en la lógica global y símbolo de la cultura capitalista del siglo XXI.
A diferencia de lo que ocurrió con Ford y General Motors, que ayudaron a
construir la clase media norteamericana pagando salarios por encima del
promedio y ofreciendo generosos planes de salud y jubilación, un empleado
de Wal-Mart en EEUU gana, en promedio, 19.000 dólares anuales, suma próxi-
ma a la línea de pobreza. La empresa fue acusada en varias oportunidades de
utilizar trabajadores clandestinos para abaratar el costo de sus sucursales. Su
importancia es enorme. Con una facturación de casi 300.000 millones de dó-
lares anuales, Wal-Mart atiende a más de 100 millones de clientes por sema-
na. El poder de compra de este inmenso grupo minorista es tan grande que
la compañía ya logró reemplazar al fabricante a la hora de definir lo que el
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consumidor quiere comprar y hasta es capaz de imponer a sus proveedores
condiciones muy duras, que en muchos casos solo China puede atender. 

Durante el gobierno de Bill Clinton, la Organización Mundial de Comercio
(OMC) se había transformado en el esquema fundamental de la lógica neolibe-
ral. La idea central era, y todavía es, que la apertura comercial representa una
especie de redención para los países pobres. Es cierto, por supuesto, que una
u otra eliminación de barreras agrícolas puede ser importante para varios países
de la periferia. Sin embargo, en términos generales es obvio que la apertura
beneficia sobre todo a los países más competitivos, aquellos que adicionan
más valor a sus exportaciones, es decir a los más ricos. En los años siguien-
tes, George W. Bush le dio un nuevo contenido al capitalismo. Se trata de la
combinación, un tanto exótica, de un protestantismo fundamentalista y un
militarismo al estilo «sureño», con un abordaje económico que favorece a los
commodities básicos, como el algodón y el petróleo, junto a manufacturas
high-tech. Uno de los resultados de esas medidas y de los procesos de reduc-
ción y optimización del personal (downsizing) desarrollados en los últimos
años es la baja moral de los empleados y la creciente desigualdad en la distri-
bución de la renta.

Pero este cambio en la cara del capitalismo no ocurrió solo en el Primer
Mundo. En los países en desarrollo, el vacío teórico y la incapacidad de
gestión de los Estados nacionales, fenómenos que comenzaron luego de la
crisis poskeynesiana, dejaron el terreno libre para los fervorosos defensores
del Estado mínimo. La reducción de las dimensiones del aparato estatal fue
presentada como fundamental para resolver los problemas de un sector pú-
blico asfixiado por sus deudas, al tiempo que se promovía la flexibilización
del mercado de trabajo como fórmula para reducir el desempleo. Durante las
dos últimas décadas del siglo pasado, la retórica neoliberal definió las normas
de acción de las economías de gran parte de los países en desarrollo sobre la
base de las promesas de avances económicos y sociales. Como regla general,
la consecuencia de ese proceso fue, además de controlar la inflación, una su-
cesión de crisis que, durante los 80 y 90, provocaron un aumento significati-
vo de la exclusión social. Hubo excepciones, como China, la India, Corea del
Sur y Chile, pero en términos generales ese fue el resultado. 

El efecto social del neoliberalismo fue negativo. Los organismos internaciona-
les de crédito, para justificar los fracasos resultantes de la aplicación de sus
políticas, intentan probar que la indigencia (o pobreza extrema) disminuyó
como consecuencia de los procesos de liberalización y privatización. Para
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superar el caos metodológico y estandarizar criterios de medición se creó un
nuevo modelo: las personas que viven con menos de un dólar por día son de-
finidas como indigentes y las que lo hacen con menos de dos dólares por día
son clasificadas como pobres. Sobre la base de estos nuevos criterios, el Banco
Mundial (BM) llegó a conclusiones taxativas: la pobreza en el mundo se habría
reducido significativamente entre 1987 y 2001, es decir durante el periodo en
que la apertura global se convirtió en regla (2004). El porcentaje de pobres ha-
bría caído de 60% a 53%, en tanto que el de los indigentes habría pasado de
28% a 21%. En primer lugar, hay que señalar que los porcentajes, aun si han
disminuido, son absolutamente incompatibles con los estándares de civiliza-
ción y los avances tecnológicos disponibles, especialmente si tenemos en
cuenta que hay regiones inmensas, como el sur de Asia y el África subsaha-
riana, con más de 76% de pobres (esta última tiene un 47% de indigentes).
Pero además la idea de que se ha registrado una mejora general puede ser
engañosa. Esta afirmación, en efecto, solo es válida si se consideran China y
la India, dos países que desde hace diez años pasan por una fase notable de

crecimiento económico. Sin em-
bargo, es obvio, especialmente en
el caso de China, que esta expan-
sión tiene poco que ver con el mo-
delo sugerido por el FMI y el BM.
Por el contrario, se trata de una
estrategia exitosa a contramano
del discurso dominante: China se
ha integrado a la lógica global y
ha logrado atraer una enorme
cantidad de inversiones extranje-
ras pese al predominio de lo que
los organismos internacionales
consideran «malas políticas», co-
mo una alta protección comercial

y el recurso a la piratería, además de instituciones consideradas «precarias»
debido a la falta de democracia, la debilidad del Estado de derecho, etc.
Pues bien, si se retira a China de la estadística, en el periodo 1981-2004 el
porcentaje de indigentes se ha mantenido estable y el de pobres se ha in-
crementado 33%.

En cuanto a la distribución de la renta, no hay dudas de que ha empeorado.
Actualmente, el 1% más rico del mundo obtiene un volumen de renta equi-
valente al 57% más pobre. La distancia entre el 20% del mundo que vive en
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países ricos y el 20% que vive en los países más pobres, según estimaciones
del Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), ha aumentado.
Es interesante comprobar que se investiga más la pobreza que la desigualdad.
¿Por qué? Básicamente, porque desde el punto de vista liberal clásico la desi-
gualdad de la renta puede ser aceptable si hay igualdad de oportunidades. Es
curioso también que se investigue la renta y no la riqueza. Recordemos que la
renta es flujo y la riqueza, stock, que la riqueza se acumula, mientras que la ren-
ta solo se puede acumular cuando se ahorra. Dado que los más pobres ahorran
menos y que además no suelen beneficiarse de la acumulación de renta obteni-
da por las operaciones financieras sofisticadas a disposición de los que tienen
más dinero, es de suponer que la concentración de la riqueza sea todavía ma-
yor que la concentración de la renta. En ese punto, sin embargo, la oscuridad
estadística es total.

Otro aspecto interesante es la evolución de la desigualdad en la distribución
de la renta dentro de los países. Tomemos el caso de EEUU. Allí, la renta per cá-
pita del 20% más pobre es menos de un cuarto de la renta media per cápita
del país. En Japón, en cambio, es casi la mitad. Entre 1977 y 1990, el coeficien-
te de Gini, que mide la desigualdad en la distribución del ingreso, empeoró
considerablemente, al tiempo que avanzaba el libre comercio. En el periodo
dorado del capitalismo de posguerra, entre 1950 y 1973, un crecimiento me-
dio de 5% garantizaba la disminución de la desigualdad, entre países y den-
tro de cada uno de ellos. Ese patrón parece haber terminado. De hecho, inclu-
so entre los exponentes del denominado «milagro asiático», como Hong Kong,
Malasia y China, la desigualdad se ha incrementado, especialmente en los úl-
timos 15 años.

En América Latina, las políticas neoliberales produjeron un fuerte deterioro
de las condiciones sociales, lo que a su vez repercutió en otras variables. Los
homicidios, por ejemplo, se incrementaron 40% durante la década de 1990,
hasta alcanzar un índice seis veces mayor que el observado en Europa occi-
dental (BM, 2004). Esto convirtió a la región en la segunda con mayor crimina-
lidad del mundo después del África subsahariana. De los cuatro países más
violentos del planeta, tres son latinoamericanos: Colombia (líder mundial con
68 homicidios por cada 100.000 habitantes), El Salvador (30 por cada 100.000)
y Brasil (27 por cada 100.000, muy cerca de Rusia, con 28). Esto se enmarca
en la profundización de la brecha social. La desigualdad en la distribución
de la renta en América Latina, la región más inequitativa del mundo, ha
avanzado. Las altas tasas de desigualdad no afectan solo a los más pobres
sino a toda la sociedad, ya que reducen la posibilidad de ahorro nacional,
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debilitan el mercado interno y generan efectos perversos sobre la gobernabi-
lidad democrática, el clima de confianza interpersonal y el capital social. En
América Latina, la población bajo la línea de pobreza creció de 41% en 1980
(136 millones de personas) a 44% en 2003 (237 millones), lo que implica, en
términos absolutos, 100 millones de pobres más. 

En este marco general, los Estados nacionales, con presupuestos cada vez
más limitados, obligados a garantizar equilibrios fiscales rígidos y con poca
capacidad de manejar sus principales instrumentos de política pública, no lo-
graron enfrentar los efectos perversos de la globalización, especialmente el
aumento de la exclusión social. Y esto sucedió al mismo tiempo que la revo-
lución en las tecnologías de la información y de la comunicación elevaba ince-
santemente las aspiraciones de consumo de gran parte de la población, lo
cual contribuyó a aumentar las tensiones sociales. En general, América Lati-
na no logró obtener ventajas de la inevitable inserción en la globalización que
le permitieran morigerar sus efectos más perversos. En la lógica de la econo-
mía global y de la fragmentación de las cadenas productivas, la adición de va-
lor local es la única manera de mantener la renta y el empleo de calidad den-
tro de las fronteras nacionales. Pero esto, a su vez, depende fuertemente de
políticas públicas capaces de inyectar competitividad y desarrollo tecnológi-
co local. 

En ausencia de esas condiciones, se incrementó el escepticismo en la posibili-
dad de ascenso social y mejora de la situación personal y familiar por medio
del trabajo, sensación potenciada por la reducción progresiva de la clase me-
dia. Dado que la economía no consiguió incluir a amplios sectores en el mer-
cado de consumo, fueron los procesos políticos de final de siglo los que se
ocuparon de cobijar a etnias y grupos sociales excluidos por medio de lide-
razgos carismáticos que renovaron la esperanza de amplios sectores de la so-
ciedad. Las promesas que posibilitaron los triunfos electorales de estas elites
políticas emergentes se dirigieron a aquellos sectores históricamente exclui-
dos de los derechos sociales y económicos básicos y alejados de las estructu-
ras del aparato del Estado. Se trata, en otras palabras, de los perdedores de
la transformación neoliberal, que ahora aceptan el nuevo estilo anti-esta-
blishment y abrazan una ideología ecléctica, que incluye nuevos métodos de
redistribución de la renta, aunque en general prevalecen las políticas de cor-
te asistencialista. Evidentemente, este proceso redistributivo verificado en
los últimos años en América Latina fue facilitado por el enorme crecimiento
del mercado global de commodities que propició, en varios países de la región,
una transformación del perfil de la deuda externa, la formación de reservas
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internacionales y una dinámica de expansión económica. Los principales
commodities metálicos (níquel, cobre, aluminio, hierro y zinc) registraron,
entre 2001 y 2007, un aumento de su precio de cerca de 200%; los energéti-
cos (gas, petróleo y carbón), de 100%; y los agrícolas (maíz, soja, azúcar y
café), de 50%. Con ello, Brasil, Bolivia, Chile, Ecuador, Perú y Venezuela
consiguieron un crecimiento superior a 100% en sus exportaciones entre
2001 y 2005, las reservas internacionales de Argentina, Brasil y Venezuela
crecieron cerca de 150%, y en México y Perú se incrementaron 60%. Pero es-
ta nueva realidad, además de provocar un proceso de apreciación de las
monedas locales que impacta en la competitividad externa de esos países, no
durará para siempre.

■ La última frontera de la acumulación: el mercado de la pobreza

Según una reciente investigación realizada en 19 países por la consultora
americana Right Saad Fellipelli, las profundas alteraciones producidas en
las últimas décadas en el mercado de trabajo mundial tienden a reducir el
nivel medio de los salarios reales. Esto es así incluso en cargos de dirección
intermedios, gerencias superiores y personal especializado de las empresas
privadas. Las excepciones son los su-
persalarios de los CEO y los miembros
de la alta administración, que perciben
salarios millonarios que incluyen parti-
cipación en las ganancias y valorizacio-
nes accionarias. En este contexto de caí-
da de la renta media, mantener el nivel
de la demanda global depende cada
vez más de la enorme masa de renta de los más pobres, que precisan ser
convencidos de consumir más y más. El mercado de la pobreza es el nuevo
objetivo que el capitalismo global debe perseguir si quiere sostener su tasa de
acumulación. 

Esto ya se hace sentir claramente en las grandes redes de comercio minorista
que buscan atraer a las amplias y crecientes bases de la pirámide social. Los
supermercados de descuento están transformando el comercio minorista en
todo el mundo. Save-A-Lot, por ejemplo, se convirtió en una de las redes de su-
permercados más exitosas de EEUU gracias a su capacidad para atraer a los po-
bres, un mercado que muchos ignoraban. Su objetivo son las familias con una
renta media inferior a los 35.000 dólares por año. Así, mientras las cadenas de su-
permercados tradicionales ofrecen 60 variedades de mostaza, Save-A-Lot vende
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solo dos, la amarilla y la oscura, de marca propia y un solo tamaño. Con este ti-
po de estrategias logra mantener los precios bajos y aumentar sus ganancias
a razón de 15% al año. La red ya posee 1.300 locales en 39 países. En Alema-
nia, Aldi Group desarrolla la misma estrategia y se ha expandido mucho, a
punto tal que ya posee centenas de locales en EEUU. En América Latina ocu-
rre lo mismo: el comercio exitoso es el que llega a los pobres. 

En estas circunstancias, el futuro del consumo está en los jóvenes de las cla-
ses C, D y E. Un buen ejemplo del consumo de los pobres es Brasil. Con una
estructura que combina la mayor concentración de la renta y una de las ma-
yores poblaciones de jóvenes pobres del planeta, Brasil tiene uno de los
mayores coeficientes de penetración mundial de teléfonos celulares. El 70%
de los 80 millones de jóvenes posee celular. El joven pobre sin celular (aun-
que sea prepago) se siente todavía más paria, más infeliz, más out-group. Pa-
ra comprender esto, basta observar la inmensa campaña publicitaria de telé-
fonos celulares, una de las que más espacio ocupa en los medios globales.
Pero no se trata solo de telefonía celular. La percepción de la importancia del
mercado de la pobreza se ha extendido en las grandes corporaciones que
ofrecen todo tipo de productos. Nestlé, por ejemplo, anunció su intención de
reestructurarse para mejorar su llegada a las categorías D y E. «El cliente de
renta baja raramente sale a hacer sus compras fuera de la comunidad puesto
que no puede gastar en transporte. Por ello necesitamos encontrar la manera
de atenderlo en donde vive», señaló el presidente de la empresa en Brasil1.
Algo similar ocurre con Dupont: «Queremos a los 4.000 millones que están
en la base de la pirámide», dijo el presidente de Dupont-América Latina2.
El famoso consultor empresario Stuart Hart, autor de Capitalism at the
Crossroads, afirma que, sin incluir a los miles de millones de pobres que vi-
ven con hasta 1.500 dólares por año, no habrá futuro ni para el capitalismo
ni para las empresas globales.

Retomando el tema de los celulares, un buen ejemplo de la extensión del ca-
pitalismo a los sectores excluidos es la incorporación a las redes de telefonía
de los habitantes más indigentes de las regiones africanas. En la árida cima
de una montaña africana, conseguir agua en el río puede llevar hasta cua-
tro horas. La iluminación es con velas y a menudo se cocina con fogatas. Pe-
ro Bekowe Skhakhane, de 36 años, fue convencida por la publicidad de que

1. «No Reino do Crédito Popular» en Isto É No 1.742, 19/2/2003, San Pablo. 
2. «DuPont Cria Produtos para Consumidor de Baixa Renda» en Valor Econômico, 20/9/2005,
San Pablo.
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precisa hablar con su marido, que
trabaja en una empresa siderúrgica
de Johannesburgo, mediante un te-
léfono celular3. Muy pobre, ella gas-
ta 1,9 dólares por mes para comprar
cinco minutos de crédito. Al igual
que la gran mayoría de los africanos,
vive con menos de dos dólares por
día. Pero ¿cómo cargar las baterías si
no hay electricidad? Existen carga-
dores que funcionan a pedal de bi-
cicleta, pero ello supone tener una
bicicleta, rara propiedad en el Áfri-
ca rural. La solución es utilizar las

baterías de automóvil que ofrecen individuos que se mueven en ómnibus, a
un costo de 80 centavos de dólar por carga de celular. Con estos y otros ejem-
plos, el capitalismo muestra, una vez más, su inmensa capacidad de adapta-
ción. Y consigue explotar la que tal vez sea su última frontera de acumulación:
los más pobres, que comerán cada día peor, pero estarán conectados al mundo
en tiempo real. 

■ El trabajo en crisis estructural

El pujante y vencedor capitalismo global tiene su talón de Aquiles en la mala
calidad y en la poca cantidad de empleos que genera. El trabajo remunerado
fijo, esencial para el involucramiento económico y social del ser humano en la
sociedad, está en crisis. Hoy, prácticamente ninguna persona tiene empleo de
largo plazo garantizado y el trabajo, cada vez más, se orienta a tareas o pro-
yectos de duración limitada. 

Esta nueva situación implica un cambio en relación con la etapa previa, du-
rante la cual los individuos estaban sólidamente enraizados en corporaciones
que, a su vez, navegaban en mercados relativamente firmes. En la época do-
rada del capitalismo de posguerra, cuando las materias primas entraban por
una puerta y los automóviles salían por la otra, reinaba una cierta ética social
que –sobre todo en Europa, pero también en EEUU– tendía a morigerar la lucha
de clases a través de amplios beneficios en educación, salud y jubilación, con-
siderados entonces derechos universales. Desde la década de 1980, sin embargo,

3. «A Preço Acessível, Celular Invade a África» en Folha de São Paulo, 27/8/2005, San Pablo.
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las corporaciones y sus inversores, en el contexto de la nueva economía glo-
balizada, comenzaron a mostrarse más preocupados por las ganancias a cor-
to plazo. Esto, junto con los avances en las tecnologías de la información,
que abarataron los costos de invertir en máquinas en relación con la mano
de obra, redefinió el trabajo. Richard Sennett (2000) entrevistó a trabajado-
res de clase media de los sectores más dinámicos del capitalismo: las indus-
trias de alta tecnología, los servicios financieros y los medios de comunica-
ción. Muchos de ellos consideraban que sus vidas laborales se encontraban
en riesgo permanente. El nuevo capital es impaciente. Los inversores buscan
la flexibilidad de las empresas en su secuencia de producción para poder al-
terar los esquemas a voluntad y tercerizar todo lo que sea posible. En este
contexto, los empleos se limitan cada vez más a contratos de hasta seis me-
ses, frecuentemente renovados. 

Las consecuencia de estas nuevas modalidades del trabajo ya se hacen sentir.
El trabajo temporario es el sector de más rápido crecimiento en Gran Breta-
ña y EEUU, donde ya representa 25% de la mano de obra empleada. La desi-
gualdad dentro de las empresas aumenta. La jornada laboral se prolonga y
la presión se torna más depresiva que estimulante. En sus investigaciones de
campo, Sennett constató que, bajo este nuevo tipo de modalidades labora-
les, se agudiza la propensión al alcoholismo, el divorcio y los problemas de
salud. Se trata del nivel más bajo de los empleos flexibilizados, donde im-
peran los llamados «Mc-empleos», como cocinar hamburguesas, atender
call centers y repartir productos en moto. Esas ocupaciones pueden parecer
un medio positivo que facilita el acceso al mercado laboral de los jóvenes
sin capacitación, pero rápidamente se transforman en un callejón sin sali-
da. En verdad, muchos de estos empleos del área de servicios dejaron de
ser atractivos para los jóvenes y son aceptados solo por la falta absoluta de
alternativas. En los países desarrollados, esos trabajos suelen quedar a car-
go de inmigrantes.

Los tiempos de trabajo y la remuneración han cambiado. La postergación de
la gratificación inmediata para priorizar objetivos personales de largo pla-
zo formaba parte de la ética protestante del capitalismo de Max Weber. Pe-
ro el nuevo paradigma se burla de la gratificación postergada. La erosión de
la ética protestante no es resultado, contra lo que piensa Samuel Huntington
(2004), de la contaminación por parte de las razas latinoamericanas «inferio-
res». Es consecuencia de la propia lógica de un sistema que destruye lealta-
des: al flexibilizarse el empleo y acortarse los tiempos de permanencia en el
trabajo, difícilmente se mantendrá la lealtad del trabajador hacia la empresa.



NUEVA SOCIEDAD 215
Gilberto Dupas

76

En el periodo anterior era posible pensar en términos de ganancias estratégi-
cas de largo plazo limitando los objetivos inmediatos a pequeñas realizacio-
nes. Hoy, las personas de clase media y alta se pueden dar el lujo de correr
esos riesgos y vivir esas tensiones a la espera de una buena oportunidad. Pe-
ro los jóvenes de clase baja no. Y son ellos justamente quienes más dependen
de las relaciones estables, ya que en general se encuentran inmersos en redes
de protección frágil, con pocos contactos y conexiones importantes. Ellos, jun-
to con los «viejos» que luchan por permanecer en el mercado, son quienes
más sufren la nueva situación del trabajo.

Una de las paradojas actuales es que muchos de los que hoy sufren el de-
sempleo o el subempleo recibieron una sólida educación. Sin embargo, en
gran cantidad de casos las oportunidades de trabajo migraron a otros luga-
res, frecuentemente ubicados en el mundo en desarrollo, donde se aceptan
empleos a precios viles. En el área de servicios, la automatización transfor-
mó en realidad la mejor ficción científica. En Brasil, por ejemplo, el moder-
nísimo y altamente rentable sector bancario se expandió considerablemen-
te en los últimos 20 años y, pese a ello, redujo a la mitad sus puestos de
trabajo. En la industria pesada de EEUU, entre 1982 y 2002, la producción de
acero aumentó de 75 a 102 millones de toneladas, pero el número de obre-
ros metalúrgicos cayó, en el mismo periodo, de 290.000 a 74.000. Aunque
algunos de estos empleos migraron hacia otros países, la mayoría fue sus-
tituida por máquinas sofisticadas. Incluso la muy reciente frontera de em-
pleos, aunque de mala calidad, de los servicios de telemarketing se encuen-
tra amenazada por los dispositivos inteligentes de activación de voz, mientras
que los lectores de códigos de barra acaban con muchas funciones en co-
mercios y supermercados. Y en general las nuevas oportunidades que se
abren no alcanzan a cubrir las crecientes pérdidas. Sennett entrevistó en los
90 a jóvenes y talentosos profesionales de la publicidad en Europa. Ellos te-
nían la sensación de que se estaban haciendo viejos profesionalmente a los
30 años de edad y de que quedarían fuera de juego a los 40. En el actual mo-
delo tecnológico, los especialistas en computación y los médicos precisan
reaprender sus técnicas al menos tres veces durante su vida profesional. La
extinción de capacidades es una característica permanente del avance tec-
nológico, pues la automatización no valora la experiencia y las fuerzas del
mercado hacen que sea más barato comprar nuevas capacidades que pagar
por un reentrenamiento. Esta es, en definitiva, una de las contradicciones
más evidentes del «progreso» en el mundo globalizado: los avances en me-
dicina nos permiten vivir más y trabajar más tiempo, pero la extinción de
las capacidades se acelera y nadie quiere saber más nada con los «viejos».
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El Estado, en este nuevo contexto, apenas consigue influir en la generación
de empleos formales: aunque aprendió a atender razonablemente los de-
sempleos absolutos, no sabe cómo lidiar con el subempleo. 

Como consecuencia de todo esto, el resentimiento de los trabajadores se ha
agudizado: se sienten desprotegidos frente a Estados frágiles e ineptos, mien-
tras que las empresas, cada vez más pragmáticas, minimizan de todas las
formas posibles la importancia del trabajo y los sindicatos se transforman en
burocracias inútiles frente a la dura realidad del empleo informal y flexible.
Para algunos cientistas sociales, ese resentimiento explica el hecho de que
tantos trabajadores que en el pasado se inclinaban hacia la centroizquierda
hoy se acerquen a la extrema derecha. Frente a ese panorama perverso, el
lúcido Sennett observaba, en los primeros años de este siglo, apenas tres dé-
biles iniciativas innovadoras. La primera consiste en que los sindicatos fun-
cionen como una suerte de agencia de empleos capaces de «comprar» cuo-
tas de planes de jubilación complementarias y asistencia para repartir entre
sus miembros, lo cual generaría un mínimo sentido de la solidaridad. La se-
gunda es que las personas tuviesen siempre, en la medida de lo posible, más
de un trabajo parcial, de modo de estar mejor preparadas frente a la inevita-
ble pérdida de alguno de ellos. Finalmente, Sennett preveía un Estado que
implementara programas de renta mínima, como Bolsa Familia, para amino-
rar el sufrimiento más agudo.

América Latina es un buen ejemplo de la lucidez de esas visiones. De hecho,
varias de esas iniciativas ya se están concretando. En los últimos años, los
programas asistenciales se extendieron gracias al aumento de la recaudación
a causa del boom exportador de los productos primarios. Ello abrió una tre-
gua social transitoria que fue aprovechada por las nuevas elites dirigentes
de origen popular de la región. Pero si las ilusiones de profundas modifi-
caciones estructurales en las economías de esos países se extinguiesen,
¿qué podría ocurrir, especialmente si una eventual recesión, aun modera-
da, apareciese en el escenario internacional?
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Desigualdad 
y democracia

HANS-JÜRGEN BURCHARDT

La teoría de la transición sostenía 

que la democratización de los regímenes 

políticos conduciría a la prosperidad 

económica, lo cual a su vez contribuiría a

consolidar las instituciones democráticas.

Pero este círculo virtuoso, elaborado sobre

la base de la experiencia de los 

países desarrollados, no se concretó 

en la práctica. América Latina es una 

región plenamente democratizada que, 

sin embargo, mantiene niveles críticos 

de pobreza y desigualdad. Es necesario, 

por lo tanto, repensar la teoría de la 

democracia –y su elaboración más 

reciente a través de la idea de ciudadanía–

para incorporar las dimensiones sociales 

y económicas. Esto implica reformular 

la relación entre democracia e igualdad, 

entendida no en el sentido de creación 

de oportunidades para los individuos, sino

como operaciones activas de inclusión 

de los grupos sociales subalternos.

Desde el inicio del nuevo siglo, las democracias latinoamericanas se en-
cuentran en un proceso de profundos cambios. Uno de los motivos fun-

damentales es la creciente importancia política de la cuestión social, a la que
no se le han encontrado, hasta el momento, respuestas satisfactorias. A pesar
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de que la mayoría de los análisis evalúa como exitoso el proceso de recupe-
ración democrática en América Latina, considerada por algunos como «la
región más democrática del Tercer Mundo» (Linz/Stepan), lo cierto es que
la deuda social sigue siendo considerable. A casi tres décadas de la recupe-
ración de la democracia, la mayor participación política no se ha traducido
en participación social. Esto plantea nuevos interrogantes a la teoría de la
democracia. 

Desde los 90, los estudios politológicos sobre las democracias latinoamerica-
nas se basan en el análisis del régimen (regime analysis approach) bajo el para-
digma de la «teoría de la transición». Este enfoque se centra principalmente
en los factores institucionales y considera las democracias occidentales del
mundo desarrollado como su orientación normativa (Ackerman; Lynn Karl).
A partir de una perspectiva liberal-democrática basada en la primacía de la li-
bertad individual y la igualdad político-jurídica, este enfoque otorga validez
universal a una concepción simplificada de la democracia y el espacio públi-
co, basada en el concepto unidimensional y elitista de la democracia de Jo-
seph Schumpeter (1942) y en la idea de poliarquía de Robert Dahl (1971 y
1989). Esta perspectiva otorga especial importancia a la celebración de elec-
ciones e identifica a las elites, los gobiernos y los partidos como los actores po-
líticos relevantes (Munck). La popularidad de este enfoque se debe sobre to-
do a su simplicidad. 

Las evidencias empíricas obtenidas por la teoría de la transición demostra-
ron que las democracias latinoamericanas presentan déficits visibles en
comparación con las de los países de la Organización para la Cooperación
y el Desarrollo Económico (OCDE) (Burchardt). Entre otros problemas, se
destacaba la debilidad de la justicia, la falta de división de poderes, el pre-
cario (auto)control estatal, la falta de responsabilidad de gestión (Schedler
1999), la existencia de enclaves autoritarios (Garretón; O’Donnell 1999a), la
debilidad de las administraciones (Glade), así como de los partidos y las
corporaciones (Alcántara Saez/Freidenberg). 

Los primeros intentos de explicar estos déficits llevaron a un esfuerzo entu-
siasta para describir las democracias asignándoles distintos atributos. Así, se
llegaron a constatar no menos de 550 subtipos de democracias (Collier/Le-
vitsky 1995; Carreras) para los apenas 120 regímenes formalmente democrá-
ticos existentes en el mundo a fines del siglo XX. Pero más allá de las defini-
ciones, la conclusión general fue que el gobierno y el Parlamento siguen siendo
elegidos en gran medida a través de elecciones democráticas, pero luego
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tienden a vulnerar el marco constitucional, conformando «democracias ilibe-
rales» (Plattner) o «democracias electorales» (Schedler 1998), que implican la
continuidad de formas autoritarias de gobierno legitimadas por elecciones,
una situación que O’Donnell (1994) definió como «democracia delegativa». 

Se trata de regímenes híbridos que incluyen una amplia franja gris entre la
democracia y el autoritarismo (Carothers 2002a), caracterizada por la capa-
cidad de las elites de apropiarse paulatinamente de importantes recursos
estatales, aun cuando existan una oposición e instituciones democráticas
desarrolladas, en un contexto de pluralismo débil, donde la participación
se ejerce principalmente mediante el voto. Aunque se produzca con cierta
regularidad la alternancia entre las elites políticas, la participación es baja
y, por lo tanto, no alcanza para con-
trolarlas. Las elites con frecuencia
se aíslan de la sociedad y se enquis-
tan en el poder. 

Esto significa que, contra lo que sos-
tenía la teoría de la transición, la
celebración de elecciones libres y
la existencia de una estructura ins-
titucional adecuada no conducen
en forma lineal a la democratiza-
ción política. Los fenómenos detallados anteriormente no serían «dolores
de parto» para avanzar en la construcción de la democracia liberal, sino
que deben ser entendidos como características de un desarrollo propio.
Tratar de mantener en pie el paradigma de la transición resulta por lo tan-
to poco provechoso como base para la acción política; seguir transitando
este sendero implica «insistir en la peligrosa costumbre de tratar de impo-
ner un concepto simple y a menudo equivocado a una realidad mucho más
compleja» (Carothers 2002a, p. 15).

■ La persistencia de un paradigma

Hasta ahora, las mencionadas críticas no conmovieron a los defensores
de la teoría de la transición. Incluso la primera proclama del fin del para-
digma en el renombrado Journal of Democracy en 2002 generó más bien
una serie de intentos de recuperarlo en lugar de un debate sobre posibles
opciones (Carothers 2002a y 2002b; Hyman; Nodia; O’Donnell 2002;
Wollack). 

Contra lo que sostenía 

la teoría de la transición, la 

celebración de elecciones libres 

y la existencia de una estructura

institucional adecuada 

no conducen en forma lineal 

a la democratización política ■
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Pero las críticas generaron reacciones. En respuesta a los cuestionamientos, se
construyeron instrumentos metodológicos más sofisticados para mejorar la
observación de la calidad democrática de los regímenes, como los intentos
realizados en Estados Unidos (O’Donnell et al.) y la elaboración en Alemania
del Bertelsmann Transformation Index (BTI 2005 y 2007) para medir el «nivel de
democracia» en diferentes países. En este contexto, al estudiar los regímenes
de la región, se elaboró un análisis que busca identificar los aspectos en los
que estos difieren del tipo ideal de democracia de los países de la OCDE. Con
este método, los «defectólogos» elaboraron cuatro subtipos: democracia ex-
clusiva, democracia iliberal, democracia delegativa y democracia de enclave
(Merkel et al. 2003 y 2006). En todos los casos, sin embargo, se parte del pre-
supuesto de la democracia ideal como una democracia nacional, de mercado
y de corte occidental y liberal. Así, la metodología de la «defectología» también
se define claramente dentro de los parámetros de la teoría de la transición.
A pesar de una estructura analítica más sofisticada, la tipología de democracias
defectuosas generó poco impacto en el debate.

Otro intento de ampliar la teoría de la transición para acercarla a la realidad
de las democracias latinoamericanas es la apertura hacia la teoría de la acción.
Siguiendo a Max Weber, se propuso considerar las variables comportamenta-
les como elementos constitutivos del sistema institucional. Esto implica tomar
en cuenta las conductas de los actores, pues la aceptación e internalización de
las normas definidas por la política es condición sine qua non para que estas se
vuelvan efectivas. La teoría de la transición propuso, en esta nueva versión,
analizar la (no) aceptación estratégica de las normas fijadas por el sistema po-
lítico por parte de los actores políticos más relevantes (Munck). Sin embargo,
al concentrarse solo en los actores centrales, su capacidad de explicación de
los esquemas de acción que subyacen a los procesos de interacción resulta su-
mamente limitada. 

Debido a estas limitaciones, se sugirió enriquecer la teoría de la transición con
elementos de los estudios culturales (Krischke). Al incluir en el análisis tam-
bién las esferas no institucionalizadas del espacio público, las expresiones al-
ternativas y los sectores subalternos, los estudios culturales logran definir con
mayor precisión las culturas políticas específicas y los espacios de acción de
los actores (Álvarez et al. 1998). Sin embargo, los problemas metodológicos
que complican la operacionalización y cuantificación de sus análisis y dificul-
tan la investigación comparada los hacen poco atractivos para la teoría de la
transición. Por estos problemas metodológicos, la propuesta de un enfoque
integrado no ha encontrado demasiado eco. 
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Otro intento de explicar los déficits de la democracia en América Latina des-
de la teoría de la transición consistió en ampliar el concepto de poliarquía a
través de la dimensión del Estado de derecho como elemento constitutivo de
la democracia (O’Donnell 1999b). Desde esta perspectiva, el sistema jurídico
no se concibe únicamente como garante de determinados derechos políticos,
sino también como expresión de la igualdad entre los individuos, no solo en
su carácter de tales sino también como personas jurídicas y, por lo tanto, co-
mo ciudadanos. Los ciudadanos son portadores de derechos y obligaciones,
derivados de un sistema político que les garantiza un cierto grado de auto-
nomía pero también los hace responsables de sus actos (O’Donnell 1998a y
1999a). Según esta concepción, el hecho de que los derechos ciudadanos se
encuentren seriamente limitados dificulta la consolidación más o menos efi-
ciente de la poliarquía en América Latina. Esta «ciudadanía de baja intensi-
dad» se corresponde con una pobreza extendida, disparidades extremas en
los ingresos y otras formas de discriminación, ya que desde este punto de
vista desigualdad y pobreza propician relaciones sociales autoritarias. Al
mismo tiempo, la restricción de los derechos les permite a las elites ejercer
una dominación que excluye a al-
gunos sectores de la población de
la participación política, lo que ex-
plica la existencia de «democracias
de baja calidad» (O’Donnell 1998a
y 1998b). 

El desarrollo completo de la demo-
cracia requiere, por lo tanto, la con-
creción universal de los derechos
ciudadanos formales, articulada en
forma de un Estado de derecho de-
mocrático y caracterizada por la fiabilidad y la responsabilidad de gestión
(accountability) (O’Donnell 1999b; Peruzzotti/Smulovitz; Przeworski et al.),
además de por la cuarta dimensión de un Estado de derecho, la (auto)limita-
ción del Estado (según la fórmula de Habermas). A partir de esta definición
más amplia, y en base al concepto de «ciudadanía de baja intensidad», resul-
ta posible enriquecer la concepción poco compleja de democracia que subyace
a la idea de poliarquía y añadirle una dimensión social, sin por ello abando-
nar necesariamente el marco metodológico de la teoría de la transición. Pe-
ro todavía habrá que discutir si este intento se debe al deseo de una mayor
claridad metodológica, si busca salvar el honor de la teoría de la transición y
si agrega o no valor explicativo. 

El desarrollo completo de la 

democracia requiere la concreción

universal de los derechos 

ciudadanos formales, articulada

en forma de un Estado de 
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■ ¿Del fin de la historia al fin del paradigma?

En los últimos años, se ha admitido que la promesa esencial de la teoría de la
transición –cuanto más democrático es un país, más justo será, y cuanto más jus-
to, más democrático– no se ha concretado. Efectivamente, tres décadas de demo-
cracia no lograron reducir las desigualdades sociales extremas. Es más: al
contrario de lo que prometía la teoría de la transición, en muchos países latinoa-
mericanos la desigualdad social aumentó en simultáneo con la democratización.
Hoy América Latina es el continente más desigual del mundo, por las disparida-
des dramáticas no solo en los ingresos, sino también en el acceso a bienes elemen-
tales como educación, salud, energía y telecomunicaciones (Cepal 2007).

La desigualdad social en América Latina se caracteriza por una concentración
desproporcionada de los ingresos en el decil superior (De Ferranti et al.). Se
ha visto agudizada, además, por el aumento de la pobreza, que en varios paí-
ses ha impactado en los sectores medios. En 2005, más de 40% de la población
latinoamericana vivía por debajo del umbral de pobreza (Cepal 2006; Banco
Mundial). A pesar de que en los últimos años se constató un leve retroceso en
los índices de pobreza y desigualdad, este ha sido más fuerte en aquellos paí-
ses que se desvían del modelo ideal de democracia liberal (Cepal 2007). 

Esto ha reintroducido la cuestión social en el centro de la agenda política de una
región democratizada, que se ubica en posiciones ejemplares en los índices que
miden el nivel de democracia (Wehr 2006). Así, el análisis de las democracias la-
tinoamericanas realizado por el Programa de las Naciones Unidas para el Desa-
rrollo (PNUD) a comienzos del siglo XXI llegó a la conclusión de que la falta de
atención a la dimensión social de la democracia erosiona su legitimación. 

Pero lo que sorprende no es tanto esta constatación como las conclusiones en-
comendadas por el PNUD a un conjunto de renombrados teóricos de la demo-
cracia (PNUD 2004b). Ellos, en efecto, no investigan los motivos de estas evi-
dentes inconsistencias de la teoría de la transición, a pesar de identificar las
desigualdades sociales como el problema central. En este sentido, tanto en el
relevamiento empírico como en sus explicaciones teóricas, el estudio del PNUD

sigue dominado por los enfoques institucionalistas. Las únicas reflexiones
que van más allá se limitan a alertar sobre el «OCDEcentrismo» y, en algunos
casos, a subrayar la necesidad de ampliar el concepto de ciudadanía median-
te la inclusión de los aspectos sociales (PNUD 2004b). Esto demuestra que el
problema de la persistencia de la desigualdad social no ha llevado aún a
innovaciones superadoras, tampoco en el debate latinoamericano. 
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Pero a veces lo que resulta difícil de
reflejar en la teoría se impone rápi-
damente en la práctica. La cuestión
social se impuso en la agenda polí-
tica latinoamericana en los últimos
años y contribuyó de manera consi-
derable a la crisis profunda de la
democracia representativa, que en-
contró su primera expresión políti-
ca en la victoria de Hugo Chávez
en Venezuela en 1998. Esta crisis
de representación continuó luego
con cambios de gobierno en dife-
rentes países y con el ascenso de
aquellos partidos que demostraron una mayor sensibilidad hacia la cuestión so-
cial, sobre todo en la zona andina (Mainwaring). Lo llamativo de este cambio,
que suele definirse como «giro a la izquierda», no es el éxito electoral de los go-
biernos que prometen una mayor dedicación a los asuntos sociales, sino que el
cimbronazo político incluyó, en la mayoría de los casos, una fuerte crítica a la
concepción liberal de democracia tal como la conocemos. Un ejemplo claro de
esto son los movimientos indígenas que en la última década se expandieron
hasta convertirse en una fuerza influyente y que hoy constituyen un factor po-
lítico clave en muchos países de América Latina. Más que ampliar la demo-
cracia representativa, estos movimientos buscan establecer nuevas prácticas
y nuevos modelos políticos basados en las experiencias autóctonas y en la di-
versidad cultural como modelos superadores de la democracia precedente
(Madrid; Van Cott; Yashar).

Algunos miran estos cambios con preocupación, tal como revela el debate
acerca de cuáles de los nuevos gobiernos latinoamericanos demuestran un
potencial para la profundización democrática y cuáles generan retrocesos au-
toritarios (Vilas). Como es esperable, cuando los criterios de evaluación se
inspiran en la teoría de la transición, los gobiernos que no se han alejado del
esquema liberal-democrático, como los de Brasil y Chile, son considerados
positivos, mientras que los de Venezuela y Bolivia son cuestionados (BTI

2007). De esta manera, la teoría de la transición evidencia una clara ceguera.
A pesar de que es capaz de constatar las divergencias entre los regímenes sur-
gidos en los últimos años y las democracias representativas precedentes, ig-
nora que estas diferencias surgieron como respuesta al fracaso de los proce-
sos de representación democrática tradicional. Al confundir causa y efecto, la
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teoría de la transición no solo pierde la oportunidad de analizar las ineficacias
–e incluso el fracaso– de la representación liberal democrática. También ofre-
ce como única respuesta el retorno al anterior esquema representativo y el res-
tablecimiento de aquellas formas de régimen político que fueron justamente
las que provocaron las desviaciones que tanto se critican. 

Pero además la teoría de la transición impide ver los cambios políticos que se
están registrando bajo estos nuevos gobiernos, tal como se evidencia al anali-
zar la categoría de (neo)populismo, a la que se apela, una vez más, para des-
cribir la pérdida de calidad democrática. El populismo, en tanto expresión

de antiinstitucionalismo, personalis-
mo y paternalismo, suele considerar
como estorbos los procedimientos
regulados, las instituciones políticas
y las organizaciones intermedias
(Boeckh), lo que lo convierte en sos-
pechoso y hasta amenazante según
la perspectiva de la teoría de la tran-
sición. Sin duda, el debilitamiento
de las instituciones democráticas, así
como la concentración del poder de
decisión en un liderazgo carismáti-
co, tienden al autoritarismo. No hay

que subestimar este peligro. Sin embargo, el populismo también es una forma po-
lítica que a veces ayuda a superar crisis sociales y contribuye a establecer un nue-
vo equilibrio social y político mediante el anticonformismo, la evocación de un
colectivo imaginario y la fundación de un nuevo proyecto político (Aibar Gae-
te; Arditi). En algunos países de América Latina, el populismo ha logrado res-
tablecer la comunicación entre gobernantes y gobernados que la democracia
representativa ya no garantizaba, convirtiéndose así en vehículo de una mo-
vilización política amplia que, teóricamente, podría desembocar en una am-
pliación de los derechos democráticos.

La oposición tajante entre democracia liberal y neopopulismo, como propone
la teoría de la transición, constituye un error, porque confunde forma con con-
tenido: el populismo no tiene ni pensamiento originario ni teoría universal ni,
mucho menos, una visión definida del ser humano o de la sociedad; simple-
mente expresa la voluntad de redefinir el bien común sin optar por ningún
régimen político en particular. En sus inicios, el populismo se desarrolló en
sistemas autoritarios, pero en la década de 1980 legitimó, por ejemplo, los
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ajustes estructurales neoliberales en América Latina en el marco de regíme-
nes democráticos (Weyland). Lo central es que la movilización política que
promueve el populismo no debe confundirse con participación política, que no
solo supone una cierta movilización y participación en las decisiones, sino
también procedimientos formalizados y normativas institucionales para garan-
tizar su universalidad. El desafío a la democracia en aquellos países con regí-
menes neopopulistas no se plantea, por lo tanto, en la existencia o no del popu-
lismo, sino en la convergencia (o no) entre movilización y participación. La
mezcla presente en muchos países aún no permite llegar a conclusiones claras. 

Al mismo tiempo, las concepciones acerca de la democracia y las prácticas
de participación autóctonas desarrolladas por los movimientos indígenas
plantean otros interrogantes a la teoría de la democracia. En simultáneo con
la creciente importancia de las diferencias culturales y de las condiciones
históricas específicas de cada contexto, que influyen tanto en la cultura po-
lítica como en la construcción institucional de la democracia, se han acentua-
do los cuestionamientos a la concepción universalista de la democracia que
subyace a la teoría de la transición (Carothers 2002a; Ruiz Murrieta). Esta teo-
ría, en efecto, no ha logrado elaborar una propuesta para superar el fracaso
de la representación política de los indígenas y otros grupos sociales tradicio-
nalmente discriminados e incluir las prácticas autóctonas de participación en
su concepción de democracia. 

■ Repensar la democracia

En resumen, la concepción poco compleja de democracia propuesta por la
teoría de la transición facilita el análisis empírico de los regímenes liberal-de-
mocráticos, pero no logra explicar satisfactoriamente importantes aspectos de
las democracias relativamente desarrolladas de América Latina. Además, la
realidad de la región se opone a algunos de sus supuestos centrales, basados
en una visión universalista y occidental de la democracia. Sus supuestos me-
todológicos básicos, como la concepción lineal de los procesos de democrati-
zación hasta llegar a un modelo final estático, se encuentran en cuestión. En
este contexto, es necesario replantear los enfoques metodológicos y teóricos
de la democracia asumiendo el desafío de redefinir las interdependencias en-
tre la política y las variables socioeconómicas. 

Como ya se señaló, la teoría de la transición presupone implícitamente que la
libertad de mercado promoverá regímenes políticos democráticos y que es-
tos, a su vez, contribuirán al bienestar económico. Pero la evidencia empírica
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demuestra que, durante el periodo de recuperación democrática en América La-
tina, la relación entre liberalización económica y liberalización política no es tan
clara (Evans). Al contrario, la profundización de la economía de mercado parece-
ría haber tenido, hasta el momento, efectos más bien contraproducentes para la
consolidación democrática: las políticas neoliberales generaron un incremento
drástico del desempleo y la pobreza y contribuyeron a la precarización de las re-
laciones de trabajo (Harvey), lo cual acentuó la fragmentación social (Portes-
/Hoffmann). Esto, a su vez, implicó una reducción de las oportunidades de im-
portantes sectores de la población para hacer valer sus derechos políticos y
civiles (PNUD 2004a). Además, los ajustes estructurales fueron acompañados, en
muchos casos, por el debilitamiento de los Estados nacionales que, junto con su
autoridad, perdieron también parte de la soberanía sobre su propio territorio; de
este modo se erosionó uno de los aspectos centrales de la democracia (Burchardt).
Al mismo tiempo, la influencia creciente de actores e instituciones internaciona-
les poderosos, como las agencias de cooperación para el desarrollo, el Fondo
Monetario Internacional (FMI) o los mercados financieros globales, debilitó el peso
de los derechos locales de participación política (Petras/Veltmeyer; PNUD 2004a).
Todos estos cambios van en la línea de un debilitamiento de la democracia, más
que de su fortalecimiento. En suma, democracia y mercado no necesariamente tie-
nen efectos sinérgicos: pueden, de hecho, volverse contradictorios. 

Es necesario, por lo tanto, repensar la re-
lación entre democracia e igualdad so-
cial. Ya existen enfoques que enfrentan
este desafío, tanto en sus aspectos meto-

dológicos como teóricos. Los intentos posiblemente más relevantes para enri-
quecer la teoría liberal-democrática con una dimensión socioeconómica se re-
montan a Amartya Sen y John Rawls. En sus consideraciones económicas sobre
el desarrollo, Sen (2003) atribuye la función de garantizar la concreción efectiva
del principio de libertad individual a la capacidad de acceder a los recursos eco-
nómicos (entitlements), las oportunidades (opportunities) y las competencias so-
ciales (capabilities). Según Sen, un sistema político y una cultura democráticos
constituyen el marco más propicio para garantizar la distribución de estos
derechos de acceso y de oportunidades, que dependen principalmente de los
recursos económicos, de las condiciones del intercambio y de los derechos jurí-
dicos formales. Esto implica que la existencia de derechos formales de acceso
no alcanza para garantizar que estos se hagan efectivos, lo cual implica recon-
siderar la relación entre desigualdad social, participación política y recursos
económicos básicos. Al definir en términos de libertades la capacidad de deci-
sión económica, las oportunidades y las competencias, la limitación o ausencia
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de estas pueden declararse como una falta de libertad. En suma, las dimensiones
socioeconómicas se incluyen entre las variables de análisis de la teoría liberal.

En su filosofía política liberal, Rawls (2002) agrega la dimensión de la «justa
igualdad de oportunidades» a los principios de libertad individual e igualdad
político-jurídica. Este esfuerzo se basa, al igual que en Sen, en el reconocimiento
de que los factores sociales influyen sobre la percepción individual de las opor-
tunidades, pudiendo perpetuar o incluso aumentar la desigualdad social. Por es-
te motivo, es necesario crear instancias de regulación social y democrática que
garanticen procedimientos equitativos y justicia en términos de equidad. 

Esta ampliación del concepto liberal de democracia mediante la inclusión de
factores socioeconómicos inspiró también el debate latinoamericano acerca
de la relación entre democracia y desigualdad. El eje de este debate gira alre-
dedor del concepto de ciudadanía, cuyo núcleo liberal de igualdad política se
propone enriquecer con otras dimensiones, como la ciudadanía social y cul-
tural. El objetivo de este debate es convertir los derechos políticos formales en
oportunidades reales de inclusión social a través de la reapropiación del con-
cepto de ciudadanía, alrededor de cuya definición se desarrolla un conflicto
permanente (Cheresky; Dagnino et al.; PNUD 2004b; Sandoval).

Sin embargo, los enfoques de la teoría liberal que intentan incluir factores so-
cioeconómicos en la teoría de la democracia se enfrentan con un problema:
parten del concepto de un individuo que busca, en primer lugar, ampliar su
libertad. En la teoría liberal, la producción originaria del talento o las compe-
tencias individuales se realiza, por lo tanto, fuera de la acción social misma.
En consecuencia, la acción social se centra únicamente en las formas de pro-
mover estas competencias, no en su génesis. Con eso el incremento de la
igualdad de oportunidades (enabling) garantiza una mayor justicia social, sin
entrar en conflicto con el principio liberal de libertad. 

Así, la teoría liberal carece de una concepción acerca del poder del colectivo
y las estructuras sociales para definir los hábitos, competencias, acciones y
preferencias de los actores. Ignora totalmente un hallazgo sociológico básico:
las acciones individuales, al igual que el desarrollo de los talentos, las compe-
tencias y hasta los estilos de vida, aunque no son definidos exclusivamente
por el contexto social, sí se encuentran fuertemente condicionados por él. Por
lo tanto, la reducción efectiva de la desigualdad debería producirse no a
través de posibilidades individuales o de la democratización en el acceso, sino
mediante la promoción económica y el empoderamiento de las comunidades
más pobres y los sectores subalternos. 
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La concentración de la teoría liberal en la idea de individuo revela también la de-
bilidad del debate sobre la ciudadanía. En realidad, reclamar los derechos ciuda-
danos y luchar por una mayor participación requiere contar con ciertos recursos.
Pero los individuos menos favorecidos cuentan con menos recursos. En ese sen-
tido, se les plantea una exigencia desmesurada. Por este motivo, la ciudadanía
participativa solo está al alcance de aquellos ciudadanos que están en condicio-
nes de reclamar sus derechos legalmente si fuera necesario. Por lo tanto, el de-

bate sobre la ciudadanía carece de
una concepción de la desigualdad
social, a pesar de hacer de su dis-
minución su principal bandera.

En síntesis, la integración de los
aspectos socioeconómicos a la
teoría de la democracia no se lo-

grará ampliando los enfoques existentes, sino repensando la democracia. En
última instancia, se debería tratar de avanzar en una convergencia entre la tra-
dición liberal y otras teorías de la democracia. Esto no implica desconocer los
aportes de la tradición liberal. A partir de una mirada a las experiencias auto-
ritarias del nazismo y el socialismo soviético, pero también de las dictaduras mi-
litares latinoamericanas, se deben celebrar y defender los límites que la teoría li-
beral traza entre lo público y lo privado. Lo que habría que revisar y redefinir
constantemente son las líneas de demarcación definidas por el liberalismo.

Para garantizar un proceso democrático y estimular el diálogo, es necesario
no solo que todos los sectores interesados en participar estén en igualdad de
condiciones político-jurídicas, sino también que dispongan de los mismos re-
cursos. Para eso resulta indispensable la promoción material e intelectual de
las comunidades y los sectores subalternos, los grupos sociales más desfavo-
recidos, con menor capacidad para defender sus intereses. Solo así se podrá
ayudar a neutralizar los efectos de las asimetrías de poder existentes (Cohen).
De esa manera, la participación democrática se vincula a la redistribución de
recursos como forma de garantizar la participación equitativa de todos; según
la definición de Nancy Fraser y Axel Honneth (2006), la paridad participativa
en el proceso de decisión. 

En esta concepción, la democracia se define como un sistema político que ga-
rantiza no solamente la igualdad político-jurídica, sino también la inclusión
social de los ciudadanos. Esto garantiza, además de la validez formal de los de-
rechos básicos de libertad, el derecho a su concreción efectiva. Esto implica no
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asumir la igualdad entre los hombres como un hecho, sino como un objeti-
vo y un mandato del Estado democráticamente legitimado. Supone también
el reconocimiento de que el orden social que fundamenta esta democracia no
es capaz de lograr por sí solo los niveles de justicia necesarios y que debe, por
lo tanto, ser modificado. Se trata, en suma, de una «democracia social», que
no tiene un carácter puramente correctivo sobre el sistema existente, sino que
dispone de un importante potencial para realizar reformas destinadas a mo-
dificar los fundamentos básicos del orden social. 

Probablemente los actores políticos y económicos más poderosos sean
conscientes de esta conclusión. Por lo tanto, la persistencia de la desigual-
dad social, en el marco de regímenes liberal-democráticos, podría expli-
carse como parte de una estrategia para conservar el poder e impedir el
paso de la democracia liberal a la democracia social. Es posible encontrar
indicios en este sentido en múltiples estudios que demuestran cómo las
elites latinoamericanas consiguen defender sus privilegios; por ejemplo,
mediante las limitaciones en el acceso al derecho de elección, a la tierra o
a la educación (Huber et al.; Acemoglu/Robinson). El objetivo de estos
procesos de exclusión, como plantea Weber, sería mantener limitada la
cantidad de competidores por oportunidades específicas, bienes y recur-
sos, para garantizar así el sometimiento de determinados sectores socia-
les. Estas restricciones parciales se dan en ámbitos situados antes de las
instituciones democráticas, como la educación y la economía, y generan
«disparidades participativas» que, a su vez, consolidan y amplían las es-
tructuras de desigualdad existentes (Wehr 2007).

De esta conclusión se derivan dos interrogantes. En primer lugar, ¿cómo se
construyen políticamente estos procesos de exclusión en los ámbitos de-
terminantes para mantener la desigualdad, por ejemplo en el sistema im-
positivo, la educación, los sistemas de seguridad social y las relaciones de
trabajo? Esto implica preguntarse cómo logran evadir el control de los me-
canismos democráticos existentes. Para responder a este interrogante, debe-
rán observarse con mayor atención las instituciones no democráticas dentro del
mismo Estado democrático (Hagopian/Mainwaring). Se trata de instituciones
que no resultan visibles para la teoría de la transición, pero que penetran los re-
gímenes políticos democráticos mediante sistemas informales de poder y nor-
mas, contrariando e impidiendo la participación política, definiendo modelos
no transparentes y con frecuencia socialmente excluyentes, sustentados en la
corrupción, el clientelismo y el nepotismo, que suelen tornarse endémicos en re-
gímenes políticos con una importante desigualdad social.
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De ahí se desprende el segundo interrogante: ¿cuáles son los actores y sec-
tores sociales que promueven estas políticas de exclusión para preservar
sus intereses particulares? En la teoría de la democracia, el análisis se cen-
tra principalmente en dos grupos de actores: las elites intelectuales y polí-
ticas identificadas como corporaciones, partidos, etc., y las elites funcionales, con-
sideradas representantes racionales de determinados subsistemas sociales (Birle
et al.). A veces se suelen incluir en los análisis a los grupos sociales subalternos,
como movimientos sociales u organizaciones de la sociedad civil. Pero hasta aho-
ra no existen estudios sistemáticos sobre las principales elites de poder y su capa-
cidad de veto. Y también resulta llamativa la escasez de investigaciones sobre el
sector social que se podría definir como «elite patrimonial», a pesar de que su pe-
so social es evidente, ya que en las últimas décadas logró evitar todas las políti-
cas de redistribución, independientemente de los regímenes políticos y económi-
cos imperantes (Acemoglu/Robinson; De Ferranti et al.). 

Saber quiénes impiden, y a través de cuáles mecanismos de exclusión, la am-
pliación de la democracia social y, con ella, la reducción de la desigualdad,
aportaría conclusiones importantes para la teoría de la democracia y proba-
blemente para la práctica política. Y no solamente en América Latina.
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Las políticas sociales focalizadas 

reemplazaron el viejo esquema 

desarrollista de incorporación y ascenso 

social mediante la creación de trabajo 

y la construcción de servicios universales. 

A 20 años del comienzo de su 

implementación, una generación de 

mexicanos ha nacido y crecido bajo 

este nuevo modelo, que hoy exige una 

revisión urgente. El artículo sostiene 

que las políticas focalizadas, aunque útiles 

para atacar los aspectos más básicos 

de la pobreza, no han logrado una 

incorporación social masiva, debido 

al mediocre crecimiento económico 

y las nuevas condiciones del mercado 

de trabajo. Es necesario, por lo tanto, 

inscribir el debate sobre los programas 

sociales en el marco más amplio 

de una reflexión que resitúe la cuestión del 

desarrollo en el centro de la agenda política.

■ Desarrollismo y justicia social

En las décadas posteriores a la Revolución Mexicana, los gobiernos explora-
ron rutas de reivindicación social basadas en diferentes estrategias de redis-
tribución de la riqueza y el poder, en particular mediante la reforma agraria y
el apoyo a la organización de los trabajadores asalariados, cuyos derechos la-
borales fueron puestos bajo la tutela más o menos directa del Estado. Como
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se sabe, esta vía de reforma estructural redistributiva hacia abajo llegó a su clí-
max durante la presidencia de Lázaro Cárdenas, cuando el reparto de tierras
alcanzó su punto máximo y la organización sindical garantizó el incremento
de los salarios y el derecho de huelga. De esa manera, se delineó una alianza
política con los grupos dirigentes que funcionó como base de la coalición po-
lítica que articularía el desarrollo económico y social posterior. 

Durante la Segunda Guerra, y desde luego una vez iniciada la posguerra, se
buscó acompasar el ritmo de crecimiento económico mediante intervenciones
de compensación y promoción social que fueran compatibles con la prioridad
otorgada a la industrialización y la acumulación capitalista. Aquellos dere-
chos que más tarde se conocerían como «derechos sociales del pueblo mexi-
cano» podrían ir concretándose solo con el paso del tiempo y siempre susten-
tados en –a la vez que dependientes de– el crecimiento de la economía. 

Pero no se trataba de un economicismo lineal. Con la creación en 1943 del Insti-
tuto Mexicano del Seguro Social, hoy el principal sistema de seguridad social del
país, y décadas después con la inauguración del Instituto de Seguridad y Servi-
cios Sociales de los Trabajadores del Estado, junto con otros organismos públi-
cos orientados a apoyar a los grupos sociales más débiles, se pretendía construir
interfaces que comunicaran productivamente –virtuosamente, dirían los discur-
sos oficiales– la etapa de desarrollo económico basada en la industrialización
con los compromisos históricos del Estado surgido de la Revolución Mexicana. 

Por lustros, el crecimiento alto y sostenido de la economía, sumado a la pro-
longación de las políticas de cambio estructural inauguradas por Cárdenas,
logró darle visos de realidad en el horizonte a esta fórmula, cuyo objetivo
consistía en ampliar y fortalecer el desarrollismo industrializador mediante la
ampliación de la base social del régimen, gracias a la elevación sostenida de
los niveles generales de vida. Con el empleo urbano industrial en alza, las ins-
tituciones de seguridad social tendrían garantizada su reproducción amplia-
da. La justicia social, entendida como un proceso de redistribución de ingre-
sos, riqueza y capacidades, podía ser exhibida como un desafío realizable. 

Aunque el crecimiento demográfico trajo consigo nuevas y adicionales pre-
siones sobre los fondos públicos, al menos hasta el final de los 60 la combina-
ción de alto crecimiento con creación de empleo y extensión de la seguridad
social, junto con la sólida infraestructura desarrollada en el campo, lograron
sostener la política social iniciada en los 40. A fines de los 60 comenzaron a
detectarse grietas en la capacidad de la economía urbana e industrial para



NUEVA SOCIEDAD 215
Más allá de la focalización. Política social y desarrollo en México

97

© Nueva Sociedad / Sebastián Santana Camargo 2008



NUEVA SOCIEDAD 215
Rolando Cordera

98

generar los empleos requeridos, al tiempo que los nuevos puestos de trabajo
empezaron a manifestar crecientes desigualdades. En el marco de un nuevo
ciclo económico internacional, reapareció la inflación, los equilibrios del de-
sarrollo estabilizador empezaron a peligrar y la desigualdad, hasta entonces
oculta tras la expansión económica y del empleo, dio lugar a los primeros re-
clamos distributivos importantes, que anunciarían la necesidad de revisiones
más o menos profundas en la arquitectura institucional de la política social y,
más ampliamente, en el desarrollo político. 

La economía, que hasta entonces había alimentado certezas y expectativas, ya
no parecía capaz de insertarse sin dolor en los nuevos mundos que surgían
de las crisis financieras, petroleras y de estanflación que asolaron los 70. La
estrategia de mantener el ritmo de crecimiento gracias a un endeudamiento
externo cada vez mayor se hacía insostenible. La utopía salarial perdía su lu-
gar frente a los primeros brotes de una nueva marginalidad urbana, mientras
que en el campo se vivían tiempos de estancamiento productivo, agravado
por la imposibilidad de seguir desarrollando la infraestructura rural y las cre-
cientes dificultades para insertarse en la sociedad urbana industrial, lo que
luego se volvería un lugar común de la vida mexicana: la dureza e inclemen-
cia para concretar el «derecho a la ciudad» que prometía la modernización.

Con las crisis de los 80, la exitosa fórmula se vuelve leyenda negra. Las tre-
mendas caídas en el crecimiento y el nivel de actividad propiciaron una ex-
plosión de la informalidad laboral como mecanismo de compensación de la
adversidad ocupacional y las reducciones del salario real. El panorama social,
sobre todo en las ciudades, muta velozmente: la pobreza se masifica y se ur-
baniza. Desde entonces, sin dejar atrás el desequilibrio clásico entre campo y
ciudad, la cuestión social mexicana cambia de piel, tendencia que se refuerza
con las transformaciones demográficas que hacen que México deje de ser un
país de niños para convertirse en una nación de jóvenes adultos. Este cambio,
que genera una tasa de dependencia1 de 0,56, implica que el mercado laboral
debe absorber un millón de jóvenes al año, con todo lo que ello implica en tér-
minos de necesidad de empleo, capacitación, acceso a la educación superior,
seguridad en la salud y las pensiones. 

En este contexto de crisis del desarrollo, la búsqueda de una nueva pauta pa-
ra crecer y distribuir asume el código neoliberal y el Consenso de Washington.

1. Población menor de 15 años y mayor de 64 en relación con el resto de la población que se
asume está en edad de ser productiva.
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La política social se desprende de su discurso de justicia y garantías univer-
sales y, sometida por la emergencia fiscal, se ve avasallada por los nuevos
criterios de asignación de recursos públicos. Secularmente subordinada a la
política económica, la política social queda relegada a los márgenes de la ac-
ción pública. 

■ La focalización

En las últimas dos décadas, la agenda social se ha replanteado como parte de
una concepción más general sobre el papel del Estado en la economía y la so-
ciedad. En un primer momento, marcado por las grandes crisis de los 80 y 90,
el combate a la pobreza se impuso como la gran prioridad de la política so-
cial, desvinculándose del tema de la distribución del ingreso y el crecimiento
económico. Puede decirse que este tiempo aún no ha terminado, a pesar de la
evidencia y la urgencia por un cambio de rumbo.

En este periodo, la crítica se centró en los enfoques anteriores de superación
de la pobreza, basados en la incorporación al mercado laboral y la búsqueda
de una mejora en la distribución del ingreso, e incluso la movilización con-
trolada de los grupos sociales pobres, como fue el caso del Programa Na-
cional de Solidaridad (Pronasol) lanzado en 1988. El énfasis se trasladó a
los programas de transferencias directas a los pobres, con el argumento de
que se ganaría eficiencia en el gasto y transparencia en la política. Estos pro-
gramas fueron evolucionando con el tiempo y lograron incluir componentes
de educación y salud que, supues-
tamente, deberían contribuir a ge-
nerar capacidades que faciliten y
potencien la inserción productiva
de las personas. 

Entre un programa social y otro
(Pronasol en 1988, Progresa en
1996, Oportunidades en 2000),
una generación de mexicanos ha
nacido y crecido. Pero las esta-
dísticas demuestran que la transmisión intergeneracional de la pobreza, el
objetivo principal por vencer, sigue marcando la pauta de las relaciones so-
ciales, reproduciendo los patrones de exclusión y limitando las expectativas
de prosperidad de un amplio sector de la población, con el agravante de que
el fenómeno se ha vuelto cada vez más urbano. 

Entre un programa social y 

otro, una generación de mexicanos 

ha nacido y crecido. Pero 

las estadísticas demuestran que 

la transmisión intergeneracional 

de la pobreza sigue marcando 

la pauta de las relaciones sociales ■
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El círculo de los programas sociales, a 20 años del comienzo de su implemen-
tación, se ha cerrado, por lo que se debe emprender una revisión profunda de
la relación entre pobreza, distribución y crecimiento. El contexto es muy dis-
tinto al de la crisis de la deuda de los 80. Pero la pobreza persiste. Como re-
cuerda el escritor Tito Monterroso, «lo único verdaderamente súper real en
México es la desigualdad social, la miseria en que vive la inmensa mayoría de
los mexicanos»2.

■ Más allá de la focalización

Es preciso, antes que nada, asumir la complejidad que implican tanto las po-
líticas sociales como su objetivo, la pobreza de masas. La simplicidad busca-
da mediante la focalización generó resultados no deseados ni lineales, como
lo muestran las diferentes evaluaciones realizadas, las voces y los reclamos de
los pobres y las lecciones que pueden extraerse al ubicar al tema en marcos
más amplios de reflexión. Uno de ellos, difícil pero inevadible pues tiene que
ver con las vinculaciones y contradicciones entre desigualdad, pobreza y de-
mocracia, es el del capital social.

Las limitaciones de las políticas focalizadas de combate a la pobreza, des-
vinculadas de estrategias de fomento económico y desarrollo regional, están
a la vista. La mejora alcanzada en los niveles de salud y educación se tradu-
ce, en ausencia de oportunidades de empleo bien remunerado, en frustración
social y crecientes presiones migratorias, con las consiguientes tensiones que
esto genera. Más aún: no parece precipitado afirmar que, en condiciones de
crecimiento bajo o mediocre como las que han prevalecido en el último cuarto
de siglo, el capital humano forjado mediante las políticas focalizadas encara
una suerte de deterioro precoz, que repercute sobre el conjunto de comunida-
des y familias originalmente beneficiadas. La pérdida de expectativas contami-
na regiones y grupos sociales enteros.

La evidencia acerca de la reproducción de la pobreza y la ausencia de opor-
tunidades constituye un argumento prima facie a favor de inscribir, una vez
más, la discusión sobre el tema en el contexto de una reflexión sobre el desa-
rrollo en su sentido más amplio, que combine las dimensiones económica, so-
cial y cultural y que se haga cargo de que la globalización, pese a las tensio-
nes y restricciones que genera, ofrece también una oportunidad única para

2. Augusto Monterroso: Monterroso por sí mismo, Consejo Nacional para la Cultura y las Artes
/ Alfaguara, México, D.F., 2003, p. 60.
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acortar las distancias que nos separan en todos los sentidos. Como sabemos,
estas oportunidades no podrán aprovecharse sin una estrategia nacional
que promueva el crecimiento y, a la vez, tienda a reforzar la cohesión social,
o a recuperarla. Sin esta pareja de promoción económica y construcción so-
cial, resulta difícil, si no imposible, acceder al banquete de la globalización.
Solo una visión de largo plazo para el crecimiento, junto con compromisos
políticos de amplio espectro para superar la pobreza y disminuir la desi-
gualdad, puede crear un clima de entendimientos sociales y reformas insti-
tucionales y de estructura que
«produzcan» tiempo y le den
al conflicto social y político,
que es inherente a los procesos
de cambio profundo, una pers-
pectiva de concertación de me-
diano y largo plazo.

En este sentido, la Comisión
Económica para América La-
tina (Cepal) propone blindar
el gasto social para mantenerlo a salvo de las oscilaciones del ciclo económi-
co, de modo que los avances generados durante periodos de crecimiento no
se disuelvan en los momentos de shock externo o desequilibrio inminente. Se
requiere, por lo tanto, desvincular la política social de las fases descendentes
del ciclo económico y afirmar una relación cada vez más estrecha con el cre-
cimiento económico general. Hoy sabemos que la pobreza no se elimina con
el simple crecimiento económico. Pero también sabemos que, en sociedades
más o menos abiertas al mundo y con mercados consolidados o en expansión,
sin un crecimiento alto y sostenido es muy difícil construir la ecuación bási-
ca entre distribución y acumulación que demanda un desarrollo sostenido y
modernizador. Y en medio de estas exigencias se ubican las políticas para el
desarrollo social, donde se resuelven día a día el conflicto distributivo y la
asignación de los recursos públicos. En otras palabras: para tener éxito en la su-
peración de la pobreza, las políticas focalizadas requieren un crecimiento
económico favorable que permita integrar a los sectores más pobres a los
modernos circuitos de producción y de consumo, ya sea mediante empleos
bien remunerados o a través de un acceso real al crédito y la generación de un
patrimonio reproducible.

En el caso de México, el éxito relativo alcanzado por los programas focaliza-
dos no alcanzó por sí solo para superar la pobreza, al menos por tres razones.

La Cepal propone blindar el gasto

social para mantenerlo a salvo 

de las oscilaciones del ciclo 

económico, de modo que los avances

generados durante periodos 

de crecimiento no se disuelvan 

en los momentos de shock externo ■
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La primera es que, si se mantiene estable la tendencia de los últimos
años3, llevará 22 años superar la pobreza extrema (alimentaria) y 78 erra-
dicar cualquier tipo de pobreza, como ilustra el gráfico. Y esto, suponien-
do que no haya crisis económicas u otras contingencias que nos alejen de
la meta.

El segundo motivo por el cual los programas focalizados no alcanzarán
para resolver el problema de la pobreza es la existencia, reconocida por
todos los especialistas, de un núcleo de pobreza extrema irreductible que
requiere medidas adicionales. Finalmente, el éxito relativo de los programas
focalizados, sin una estrategia de desarrollo que genere oportunidades
productivas para una población más saludable y mejor calificada como
resultado de esos mismos programas, provoca presiones sobre el merca-
do laboral que se resuelven por vía de la migración interna y externa,
fundamentalmente hacia Estados Unidos. Esto genera efectos ambiguos

3. Una reducción de 154.000 pobres alimentarios y de 128.000 pobres patrimoniales por año
(promedio durante el sexenio de Vicente Fox).

Fuente: elaboración propia sobre la base de cifras del Comité Técnico de Medición de la Po-
breza.

Gráfico

México: porcentaje de personas pobres sobre el total 
de población nacional, 2000-2005
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sobre la cohesión social y la reproducción de la pobreza en las zonas más
marginadas y menos dotadas de infraestructura.

■ El capital social y sus problemas

El carácter problemático de las políticas focalizadas también puede apreciar-
se al analizar sus efectos sobre la cohesión social. En sus reflexiones sobre el
capital social y sus usos, Kenneth Arrow se pregunta si el mercado y la insti-
tucionalización de las relaciones sociales no destruyen la potencial contri-
bución a la eficiencia que las asociaciones representan4. Arrow aborda el
problema partiendo de la idea de que estas redes sociales se forman sin un pro-
pósito de beneficio económico, pero proveen (aunque no garantizan) una
compensación a las fallas del mercado, mientras estas relaciones se basen en
la confianza y en la participación genuina. 

En otras palabras, esto significa incorporar a la política de desarrollo conceptos
de cooperación que tienden a reducir las tensiones y la incertidumbre, como par-
te del tejido social. El capital social refuerza la sinergia y la capacidad cooperati-
va, estimula la estabilidad social y fomenta el aprovechamiento comunitario de
los recursos. Las normas de reciprocidad que propicia la participación trascien-
den los conflictos. Los arreglos institucionales horizontales consolidan esta capa-
cidad cooperativa de generación de redes de confianza y equidad social. Y lo
mismo ocurre en sentido inverso: la pobreza y la concentración del ingreso y las
oportunidades propician la desconfianza y generan inestabilidad.

El capital social, además, puede producir un efecto disuasivo del comporta-
miento depredador por parte de las empresas, de los individuos y del propio
Estado. Sin embargo, no siempre genera resultados positivos. Puede contra-
venir propósitos ecológicos, puede también frenar proyectos que, aunque
implican altos costos sociales en el corto plazo, se compensan con beneficios
sociales en el mediano o en el largo plazo; y puede utilizarse para obtener be-
neficios privados y políticos abusando de las fallas de acceso a la información
por parte de la comunidad. Todo esto tiende a destruir el mismo capital social
y debilitar la confianza mutua. También puede ocurrir que el poder se distri-
buya desigualmente dentro de las organizaciones, lo cual genera relaciones
paternalistas y prácticas clientelares. Sin embargo, estas desviaciones pueden
corregirse mediante la instrumentación de programas sociales que contemplen

4. Kenneth Arrow: «Observations on Social Capital» en Partha Dasgupta e Ismail Serageldin (eds.):
Social Capital: A Multifaceted Perspective, Banco Mundial, Washington, D.C., 1999.
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mecanismos de participación social que garanticen información adecuada y
resulten transparentes para sus beneficiarios.

La idea del capital social ha sido ampliamente aceptada porque, entre otras co-
sas, no entra en contradicción con el concepto hoy dominante de Estado instru-
mental, a la vez que parece impulsar una progresiva democratización de la toma
de decisiones. Al incorporarla a la discusión operativa, esta noción refuerza la
idea de que la focalización de las políticas sociales, por sí sola, no genera inte-
gración social. Pero aquí empieza apenas el difícil camino de su uso. 

Cuando las organizaciones sociales son absorbidas por programas y políticas
en los cuales la estructura de poder es vertical, la relación de confianza se des-
vanece, diluida por una dinámica más cercana al mercado, motivada por fac-
tores económicos. Por lo tanto, la eficiencia económica de estas redes sociales
aumenta si se basan en motivaciones no económicas, como la solidaridad y la
identidad comunitaria. Pero esto no puede establecerse por decreto. Por eso
es necesario garantizar una participación equitativa, para no mermar la con-
fianza que genera este sentido de pertenencia, sin el cual se destruye el eje de
las relaciones sociales preexistentes. El principio de interdependencia adquie-
re, en esta perspectiva, un valor estratégico para la conservación y reproduc-
ción de los programas sociales. 

Como se ha señalado, existe el riesgo de que el capital social sea manipulado
con fines políticos o en beneficio de intereses particulares, por lo que la trans-
parencia y los mecanismos de acceso a la información tienen un papel impor-

tante en los programas sociales. Los
canales de información pueden do-
tar de eficiencia a estos programas,
difundiendo su existencia a los posi-
bles beneficiarios que carecen de
otros medios para conocer sus ca-
racterísticas, requisitos y beneficios.
De esta forma se compensan las de-
ficiencias de la focalización.

La focalización de ciertos progra-
mas, en particular aquellos orienta-
dos a la superación de la pobreza,

está ampliamente justificada, pero no puede trasladarse al conjunto de bienes y
servicios cuya provisión forma parte de los derechos sociales fundamentales.
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Dicho de otra forma, la necesidad de focalizar ciertas políticas sociales no so-
lo no suple al Estado de bienestar, sino que no tiene por qué entrar en contra-
dicción con la necesidad de garantizar a todos los ciudadanos un conjunto de
beneficios sociales. Las transformaciones que han tenido lugar en los merca-
dos laborales obligan a revisar muchos de los derechos sociales tradicional-
mente asociados al empleo formal y garantizar su vinculación a la categoría
de ciudadano, lo que implica una mayor responsabilidad del Estado y una
mayor capacidad de recaudación.

Las normas comunes y la reciprocidad inherentes a la idea de capital social
implican algún nivel de simetría entre aquellos que se comprometen en una
relación compartida de largo plazo. No obstante, hay que admitir que los in-
dividuos no siempre son conscientes del capital social que construyen. De la
misma manera, la confianza y las redes sociales se fortalecen muchas veces de
manera inconsciente. Y lo mismo sucede a la inversa: el proceso de destruc-
ción de capital social suele ser inconsciente.

Ordenando los planteos anteriores, Elinor Ostrom5 sugiere que existen dos
vías por las cuales puede concretarse la construcción de capital social en las
políticas sociales. Una es la institucional, donde las reglas de comportamien-
to, participación y retribución se establecen conscientemente. La desventaja
de este modo de reglamentación es que necesariamente requiere de una figu-
ra de autoridad que le dé cuerpo a la organización y coordine su actividad, o
simplemente que asegure el cumplimiento de las reglas. Esto debilita la sime-
tría en la participación y las decisiones. 

La segunda vía, de largo plazo, es resultado de la interacción natural de una
colectividad que enfrenta problemas comunes. Con el paso del tiempo y la
paulatina acumulación de experiencias, la organización y las normas se gene-
ran implícitamente, no necesariamente a través de figuras de autoridad. Esto
es lo que Ostrom define como «sistemas de gobierno autoorganizados». La
debilidad de esta alternativa es que la tentación y la posibilidad de engaño o
abuso por parte de alguno de los participantes es mayor. 

Ambas vías pueden combinarse, o influirse mutuamente, siempre y cuando se
garanticen los aspectos básicos de equidad y confianza y el acceso a la informa-
ción. Para ello, debe considerarse la creación de programas de evaluación y

5. Elinor Ostrom: «Social Capital: A Fad or a Fundamental Concept?» en Partha Dasgupta e Ismail
Serageldin (eds.): Social Capital: A Multifaceted Perspective, Banco Mundial, Washington, D.C., 1999.
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monitoreo, que a la vez sean sensi-
bles o flexibles al cambio drástico
de las necesidades y preferencias de
los participantes.

Volviendo al tema central de este
artículo, hay que insistir en la nece-
sidad de replantear los programas
sociales. Se ha comprobado, en mu-
chos casos, que la asistencia social

impuesta desde afuera, que ignora o soslaya las exigencias y restricciones del
capital social, encuentra serias dificultades para mejorar la eficiencia de las
políticas sociales. Inversiones en capital humano e infraestructura realizadas
de esta forma, basadas en un análisis unidimensional de los costos y benefi-
cios, pueden hacer que los beneficiarios, pertenecientes a una misma comu-
nidad, pierdan de vista el reconocimiento de su mutua dependencia, lo cual
solo contribuirá a debilitar las pautas de reciprocidad que se mantenían
mientras el problema era visto como un tema conjunto que debía ser enfren-
tado por todos.

■ Estado y mercado

Las políticas de superación de la pobreza y la desigualdad deberán contem-
plar un papel renovado del Estado. Esto supone replantear los mecanismos
de participación social y explorar formas más eficientes de regulación de los
mercados. En ese sentido, es necesario insistir en que los beneficios sobre la
eficiencia que supuestamente se obtienen por el libre funcionamiento de los
mercados se apoyan en una idea –la competencia perfecta– que, más que
una especie en peligro de extinción, es una estructura imaginaria. Descono-
cer que en la mayoría de los casos prevalecen estructuras de mercado carac-
terizadas por la competencia imperfecta, que requieren de diversos tipos de
regulación estatal, sería negar uno de los factores que explican la insuficien-
cia de las reformas estructurales para garantizar por sí solas un mayor cre-
cimiento económico. 

Lo que debería quedar claro es que los cuellos de botella originados por las
estructuras de mercado dominantes reducen la efectividad de los programas
sociales y colocan a los pobres, a quienes no deja de pedírseles que se com-
porten como si fueran actores estelares en la comedia de la competencia per-
fecta, en una situación de indefensión frente a las estructuras oligopólicas y,
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en términos más cotidianos, frente a usureros, comerciantes voraces y una
discriminación tan profunda como frecuente.

Otro factor que ha minado los esfuerzos de los programas sociales es la supo-
sición de que los grandes cambios estructurales y de política económica, co-
mo la apertura comercial, se producen en el contexto de una economía homo-
génea. La consecuencia de esto fue un impacto muy negativo sobre el sector
rural. Paradójicamente, al buscar la competencia perfecta en el campo se cayó
en una «incompetencia perfecta» que impidió generar las condiciones estruc-
turales mínimas indispensables para generar riqueza por parte de agentes
económicos pulverizados en unidades económicas de pequeña escala, casi o
totalmente marginados del sistema mercantil, con capacidades y dotaciones mí-
nimas. Esta situación viene de lejos, como fruto amargo de un olvido histórico,
lo cual no impidió que muchos de estos productores marginales fuesen, en otros
momentos, pilares del desarrollo industrial gracias a la extracción de recursos
del campo. En la actualidad, estos actores del campo mexicano no encuentran
un lugar en la nueva plataforma productiva y distributiva producida por las
reformas estructurales. 

Los problemas cotidianos que enfrentan los pobres encuentran su raíz en la
concentración de los mercados casi monopsónicos que distorsionan la cadena
productiva de lo que estos pequeños agentes económicos producen. Pero lo
que parece una losa inconmovible es una falla que se ha instalado en el Esta-
do pero que va más allá, a punto tal de contaminar a buena parte de las elites:
la exacerbada ideologización y el dogmatismo de los hacedores de políticas y
sus exégetas quienes, bajo la bandera de la lucha contra el populismo, han
desmantelado la capacidad del Estado para intervenir en mercados concen-
trados, donde se considera iguales a aquellos que no tienen la capacidad de
negociar al tú por tú con el intermediario o el empleador. 

Esta curiosa reedición del pensamiento neoclásico es incapaz de resolver los
problemas. Es más, dada su posición de poder, contribuye a reproducirlos. Es-
tamos ante un craso error de diagnóstico: la idea de un sistema que funciona
bajo los dos grandes teoremas de la economía del bienestar –competencia per-
fecta y dotaciones iniciales adecuadas– es equivocada. La miopía histórica y
la negación de la realidad pueden ser vectores activos y corrosivos que deter-
minan la estructura económica que afecta a los pobres.

En este contexto, el Estado tiene urgentes tareas por emprender: la primera es
reconstruir una visión clara sobre el desarrollo económico de México y dejar
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atrás la leyenda negra del desarrollo anterior. Insistamos: el país nunca ha
crecido ni se ha desarrollado tanto como en las épocas en que el objetivo y los
esfuerzos de la política pública se encaminaron al establecimiento de una es-
trategia centrada en la expansión de la infraestructura física y humana y en el
impulso a diversos circuitos de innovación y aprovechamiento de las oportu-
nidades que en ese momento ofrecía la economía internacional. Hubo, por su-
puesto, excesos y errores. Pero con la perspectiva de 20 años de transitar por
el desierto de una globalización sin equidad ni desarrollo, parece necesario
recuperar algunas de sus lecciones. México no se inventó en julio de 2000, con
la alternancia política, ni se debate entre el pasado y el futuro, sino frente a
los fundamentalismos que abruman a los dueños del poder. 

■ Pobreza y desarrollo: la ecuación de la desigualdad

La superación de la pobreza tiene que inscribirse con claridad en una estrategia
de desarrollo. Pero esta, a su vez, debe ser objeto de cuidadosas revisiones que
la alejen de la «reformitis» de los últimos tiempos. Salir de la trampa del refor-

mismo ingenuo que alimenta su fe
en sucesivas generaciones de refor-
mas implica detectar otras fuerzas y
relaciones que probablemente expli-
quen mejor nuestro mediocre de-
sempeño que la ausencia o insufi-
ciencia de mercado. 

En especial, por su relación con el
tema que nos ocupa, es preciso reco-
nocer la importancia de los proce-

sos que condicionan o determinan una eficiencia dinámica de nuestros siste-
mas político-económicos. Junto con la innovación entendida en un sentido
amplio, parece indispensable incorporar a la reflexión los temas relativos a la ca-
pacidad de crear tejidos productivos efectivamente integrados, como condición
no solo de mayor fortaleza ante los vuelcos de la globalización, sino de reduc-
ción del dualismo o la heterogeneidad estructural que está en el subsuelo de la
desigualdad y la pobreza. De lo que se trata es no solo de superar endógena-
mente mediante políticas sociales las trampas de la pobreza, sino de inscribir es-
tas en una estrategia destinada a dejar atrás las trampas del bajo crecimiento.

Lo que está en juego, tras casi dos décadas de intervenciones estatales en el
mundo de la pobreza, es la capacidad del Estado y la sociedad para procesar
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una integración efectiva, sin duda siempre imperfecta, entre la política social
y la política económica. Esto implica entender que la lucha contra la pobreza
es un componente fundamental de la estrategia de desarrollo. Es en esta pers-
pectiva que las nociones de capital social y cooperación entre actores que
mencionamos arriba adquieren un sentido más claro vinculado con la políti-
ca democrática y el Estado. 

Frente a esta exigencia de renovación, es necesario admitir que, en el mundo
en general y en México en particular, se vive una nueva subjetividad que obli-
ga a repensar los quehaceres y cometidos de la política. A partir de estas muta-
ciones del entorno y del individuo, la política debe hacerse cargo de los matices
y de los reflejos singulares y colectivos en formación, con el fin de abordar la di-
fícil tarea de crear mecanismos de adopción y adaptación al proceso global, pe-
ro manteniendo el arraigo y la identidad propia. La mundialización de la po-
lítica y la economía y el choque cultural que generan los avances tecnológicos
se combinan con un proceso desarticulador, de individualización y despoliti-
zación social, que no solo hace peligrar la estabilidad y la legitimidad de las
instituciones, polarizando visiones e intereses, sino que desgasta los mecanis-
mos creativos para pensar la política con visión de largo plazo.

De aquí la relevancia de devolverle a la idea de desarrollo económico y social
–y también al planeamiento– su dignidad clásica. Al sustituir la noción de ob-
jetivos, propia del planeamiento, por la de oportunidades, que refiere más
bien al mercado y su inmediatez, la función de la política, y en especial la de
la política social, deja de ser entendida como creación de orientaciones de lar-
go plazo, lo que progresivamente va generando deslegitimación y agotamien-
to. Este debilitamiento de la conducción política equivale a perder la perspecti-
va que es inherente a todo ejercicio de proyección. Y se impone así un presente
continuo que pone en cuestión la idea misma de proporciones y prioridades. Pe-
ro aquí y así estamos: perdidos en una transición sin fecha de término y en una
globalización inevitable pero carente de rumbo6. 

Los retos que se plantean son enormes. Superar el malestar en la democracia
y evitar que se convierta en un malestar con la democracia, como advierte el
PNUD, no es el menor de ellos7. Recuperar la política, porque sin ella no hay

6. Norbert Lechner: Las sombras del mañana. La dimensión subjetiva de la política, LOM, Santiago de
Chile, 2002.
7. PNUD: La democracia en América Latina. Hacia una democracia de ciudadanos y ciudadanas, Aguilar 
/ Altea / Taurus / Alfaguara, Buenos Aires, 2004, disponible en <www.undp.org/spanish/proddal/
informeProddal.html>.
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proyecto colectivo ni comunidad realmente nacional, es otro desafío funda-
mental. Devolverle a la justicia social su dignidad clásica de empresa común
latinoamericana es obligatorio. Pero podemos unificar todos estos retos en el
desafío mayor, histórico, de reasumir la aventura del desarrollo. Como se hi-
zo ayer, cuando se pensaba que apropiarse del futuro para reinventarlo a tra-
vés del desarrollo y el planeamiento era no solo una «fantasía organizada»,
en palabras de Celso Furtado, sino una utopía realista que nos convertía a los
habitantes del Extremo Occidente en contemporáneos de todos los hombres,
como quiso el poeta Octavio Paz. 

Esta conclusión no implica un desprecio a los esfuerzos de compensación y
asistencia desplegados en estos años, en los cuales se ha redescubierto que
nuestra sociedad se encuentra plagada de pobreza, sino advertir, por un la-
do, sobre la cuestión del tiempo, que transcurre como variable implacable:
20 años solo son nada en el tango. Y, por otro lado, supone contribuir a la ela-
boración de una convocatoria para dotar de racionalidad política y sentido
histórico a la propuesta de que el bien de todos depende de que se pongan
por delante la lucha contra la pobreza y la desigualdad.

En México, pese a los cambios políticos de los últimos años, la cuestión social
sigue sin ponerse en el centro de la agenda pública. Renunciar a conocer es el
primer paso en una senda que solo puede desembocar en mayores extravíos
políticos y sociales. La agenda económica y social está, como siempre, sobre-
cargada. La necesidad de someterla a una tensión intelectual y política para
llegar a un sistema de prioridades ordenadas por la inseguridad social y el
desencanto político no solo es clara; debería ser entendida como una condi-
ción urgente para la estabilidad política, el entendimiento social y comunita-
rio y la consolidación democrática con la que los mexicanos insisten en estar
comprometidos.
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En sus primeros años de gobierno, 

Hugo Chávez desplegó una política social

basada en programas focalizados, de corte 

asistencialista, y en un marco signado por

fuertes tensiones políticas e importantes 

restricciones económicas. Desde 2003, sin

embargo, el aumento acelerado de la renta

de origen petrolero permitió desarrollar 

nuevos programas de mayor amplitud 

–las misiones– e implementados mediante 

mecanismos extrainstitucionales. Uno de 

los objetivos del gobierno es articular esta 

nueva política social con los esfuerzos por 

consolidar una «economía social» basada 

en nuevas formas de organización empresarial,

como las cooperativas y las empresas de

producción social. Este sería el esqueleto 

de un nuevo modelo de desarrollo. El artículo

argumenta que, más allá de su legítimo 

propósito de dar respuestas al problema 

de la exclusión, el modelo luce vulnerable, 

atado cada vez más al Estado patrimonialista 

petrolero y sin que se perciba ningún 

cambio significativo en la esencia rentística

que caracteriza la economía venezolana.

■ Introducción

La economía venezolana es conocida por su alta dependencia de un recurso
exportable cuya estructura de propiedad genera una presencia dominante del
Estado. Una creciente evidencia empírica, iniciada por los trabajos de Jeffrey

Este artículo es copia fiel del publicado en la revista NUEVA SOCIEDAD No 215, 
mayo-junio de 2008, ISSN: 0251-3552, <www.nuso.org>.
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Sachs y Andrew Warner (1995 y
2001), ha demostrado que, desde
los 70, los modelos de este tipo
suelen presentar un desempeño
deficiente en materia de creci-
miento, pobreza y desigualdad. El
caso venezolano coincide con es-

tos hallazgos empíricos. Desde mediados de la década de 1970 hasta principios
del nuevo siglo, el país registró el mayor retroceso socioeconómico del subcon-
tinente. En ese periodo, el ingreso per cápita disminuyó 22,5% y la pobreza au-
mentó 24%. Más aún, Venezuela, que en los 70 estaba lejos del grupo de socie-
dades más desiguales del subcontinente, registraba a finales de los 90 niveles
de desigualdad similares a los del resto de los países latinoamericanos.

Estas circunstancias explican en buena medida el giro político ocurrido en
1998, cuando, avalado por un enorme impulso mayoritario, Hugo Chávez lle-
gó a la Presidencia. En esta perspectiva, Chávez fue elegido con la expectati-
va de dejar atrás la condición de Venezuela de país petrolero fracasado. Fren-
te a ese desafío, el discurso, así como la gestión pública, especialmente de la
política económica y social, evidencian un sesgo marcadamente progresista.
Desde sus inicios en el gobierno, Chávez ha intentado marcar distancia con el
neoliberalismo imperante en Venezuela desde fines de los 80 y ha levantado
casi permanentemente las banderas de un proyecto alternativo que se hace
llamar de raíces «bolivarianas». 

El aspecto más visible de este proyecto no es la política macroeconómica,
sino la política social y de desarrollo hacia los sectores productivos. Es ahí
donde el proyecto bolivariano ha llamado más la atención de los analistas, sin
que ello signifique que efectivamente existe una comprensión cabal o un en-
tendimiento claro acerca de las restricciones, los giros y las motivaciones que
se encuentran detrás de estas políticas, así como tampoco un escrutinio defi-
nitivo, o al menos más o menos objetivo, sobre sus resultados1. 

El presente texto intenta una contribución en este sentido. Para ello será necesa-
rio distinguir dos periodos durante la presencia de Chávez: uno marcado por los
problemas económicos y las dificultades para extender las políticas sociales, y
otro en el cual el contexto internacional, la bonanza de recursos y algunos cambios

1. Una interesante polémica, con posiciones muy disímiles sobre el impacto social de las políticas
públicas durante la gestión de Chávez, puede verse en Weisbrot (2008) y Rodríguez (2008b).
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significativos de la agenda social se entrelazan con la imperiosa necesidad de le-
gitimar políticamente al gobierno. En la primera parte del texto, entonces, anali-
zamos las razones que explican el bajo rendimiento de las políticas sociales y el
deterioro progresivo de la gestión de Chávez durante sus primeros años en el po-
der. En la segunda se identifican los factores claves que explican el giro en la
popularidad de Chávez: la creciente renta petrolera y el despliegue de programas
sociales amplios. Finalmente, en la última sección se explica la articulación de la
agenda de políticas hacia los sectores productivos con los programas sociales y
su sumisión al modelo de desarrollo dirigido por el Estado patrimonialista.

■ Política económica y social 1999-2003: un inicio poco fértil

Las políticas públicas destinadas a atender las demandas sociales y promover
el desarrollo productivo están presentes en el gobierno de Chávez desde
1999. Pero conviene señalar que, en esta primera etapa, quedaron a merced
de un clima de confrontación y polarización política cuyos momentos más ál-
gidos fueron la promulgación de la Ley Habilitante en noviembre de 2001, el
intento de golpe de Estado en abril de 2002, el paro petrolero de diciembre de
2002 y el referendo revocatorio de agosto de 2004. Esto no debería pasar inad-
vertido en el análisis: el caso de Venezuela parece demostrar que un proyec-
to de cambio político, económico e institucional que, como el bolivariano, es-
coge la vía confrontacional como eje de su gestión, requiere dosis constantes
de legitimación si quiere continuar transitando por la ruta democrática. 

Esta estrategia de consulta popular y constante legitimación electoral puede
lograrse, en los Estados patrimonialistas petroleros, mediante la subordina-
ción del control y el uso de la renta a los objetivos políticos. En un trabajo pre-
vio (Vera 2005) hemos señalado que, en un contexto democrático pero de in-
tensa polarización como el de Venezuela, el recurso petrolero adquiere un
sentido estratégico para el gobierno, pues su utilización permite mantener su
legitimidad de desempeño aun en condiciones de enfrentamiento con otros
grupos de interés. Por supuesto, esto genera incentivos que tienden a prolon-
gar la dinámica clientelar y los males ya conocidos del Estado rentístico.

Conviene no obstante precisar que el gobierno de Chávez no se inició en un
marco de bonanza petrolera ni, mucho menos, de holgura fiscal. Chávez reci-
bió una situación económica compleja con serias restricciones externas y fisca-
les. Las reservas internacionales habían caído en cerca de 3.000 millones de
dólares en el último año y el déficit fiscal alcanzaba casi 4% del PIB. Parte del pro-
blema es atribuible a la caída estrepitosa de los precios del petróleo ocurrida en
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1998, que llevó a que el crudo venezolano se cotizara entre 9 y 10 dólares, por
debajo del promedio histórico de las últimas tres décadas. Pero aun bajo estas
importantes restricciones iniciales, el esfuerzo por reorientar los recursos hacia
el área social es evidente. Como se observa en el cuadro 1, tras varios años de
estancamiento el gasto social del gobierno central como porcentaje del PIB co-
menzó a subir, desde el mismo año 1999, a razón de un punto por año, para ubi-
carse desde 2001 en alrededor de 12%. Este gasto se cubrió mediante endeuda-
miento interno, a través de la creación de impuestos distorsionantes, como el
impuesto al débito bancario, y de otros mecanismos poco ortodoxos, como la
extracción de las utilidades cambiarias del Banco Central de Venezuela. El
marco político en el que se adoptaron estas medidas estuvo marcado por
plebiscitos y elecciones que concluyeron con la aprobación de una nueva
Constitución y la relegitimación electoral del gobierno.

Fuente: Banco Central de Venezuela, Ministerio de Energía y Petróleo, Ministerio de Finanzas,
Instituto Nacional de Estadísticas y cálculos propios.

Venezuela: indicadores económicos fundamentales, 1998-2007

Cuadro 1

1998 1999 2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007

PIB per 3.901,25 4.105,09 4.818,94 4.962,93 3.683,17 3.250,10 4.316,30 5.418,30 6.816,40 8.534,20
cápita (US$)

Crecimiento 0,29 -5,97 3,69 3,39 -8,86 -7,76 18,29 10,32 10,35 8,40
del PIB real (%)

Precio del 10,57 16,04 25,91 20,21 21,95 25,76 32,88 46,03 56,45 65,18
petróleo (cesta
venezolana)
US$/bl

Ingresos -33,6% 37,4% 64,4% -21,0% -1,0% 2,3% 49,2% 46,5% 21,4% 7,0%
externos
petroleros 
(var. anual) 

Ingresos -0,2% -23,5% 28,1% -9,2% 6,6% -0,9% 30,7% 11,4% -10,6% -2,4%
externos 
no petroleros 
(var. anual) 

Gasto primario / 18,05 16,45 19,30 22,24 21,52 23,09 22,26 22,97 27,54 nd
PIB (%)

Gasto social / 8,22 9,45 11,03 12,12 11,23 12,09 11,79 11,57 13,63 nd
PIB (%)

Tasa de 29,91 20,03 13,43 12,28 31,22 27,08 19,18 14,36 16,97 22,46
inflación (%)

Índice de 787,57 799,90 831,89 889,54 791,62 652,59 653,30 671,21 705,43 715,15
salario real

Tasa de 11,01 14,51 13,23 12,78 16,17 16,78 13,94 11,35 9,33 7,50
desempleo (%)

Índice de 48,98 42,80 41,59 39,10 41,46 54,00 53,07 42,44 33,12 27,46
pobreza
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Los primeros pasos de la política social pusieron en evidencia el fuerte con-
traste entre los principios incluidos en el Plan de Desarrollo Económico y So-
cial presentado en la campaña y la necesidad de atender demandas sociales
urgentes y concretas. Aunque la universalidad debía constituir en teoría uno
de los grandes principios orientadores, la urgencia por desplegar las políticas
sociales derivó en prácticas de populismo asistencial2. Los programas socia-
les de tipo compensatorio ya existentes desde el gobierno de Rafael Caldera
quedaron en la órbita de un Fondo Único Social, que además concentró la
captación y administración de los recursos3. A estos programas ya en marcha
se añadieron otros, como el Proyecto Bolívar 2000 y los programas de la Fun-
dación Pueblo Soberano, en los que la Fuerza Armada Nacional jugó un rol
central. En general, consistieron en actividades de atención a la salud y el em-
pleo temporal, así como asistencia pública en el mejoramiento, la recupera-
ción y la construcción de viviendas e infraestructura social. También contem-
plaron acciones de beneficencia en los sectores de pobreza crítica y extrema
mediante el suministro gratuito de alimentos y otros productos básicos. En
todos los casos, se trató de programas de carácter provisional.

En general, la evaluación de esta primera etapa de la gestión de Chávez nun-
ca ha sido muy precisa. Un problema ha sido el rechazo del gobierno a la su-
pervisión o rendición de cuentas, lo que expone estas iniciativas a graves
pérdidas de eficiencia. En una evaluación de la política social durante este pe-
riodo, Thais Maingon (2004) reconoce la revalorización de la participación
de la sociedad como un logro importante, pero identifica fallas en la capa-
cidad institucional y una concepción de las políticas sociales excesivamen-
te asistencial. 

En esta etapa también se implementaron otras iniciativas de carácter más es-
tructural, orientadas a crear mecanismos de financiamiento para la economía
popular y las microempresas, fórmulas de organización empresarial tradicional-
mente excluidas de los mercados financieros formales, que fueron impulsadas

2. José L. Machinea (2004) indica que la focalización no debería ser el objetivo de la política social,
sino una condición que, bien aplicada, hace más eficaz la universalización de los programas sociales. 
3. Durante la gestión de Caldera, con la llamada «Agenda Venezuela» se crearon o se consolidaron
14 programas: el Programa de Alimentos Estratégicos, el Programa Alimentario Escolar, el Progra-
ma de Multihogares, el Programa Alimentario Materno Infantil, el Programa de Meriendas y Co-
medores, el Programa de Dotación de Uniformes Escolares, el Programa de Capacitación y Empleo
Joven, el Programa de Subsidio al Pasaje Estudiantil, el Programa de Subsidio Familiar, el Progra-
ma de Suministro de Medicamentos, el Programa de Dotación de Ambulatorios, el Programa de
Protección al Anciano, el Programa de Atención a los Pensionados por Vejez y el Programa de For-
talecimiento Social. Aunque algunos de estos programas aún existen, otros fueron reetiquetados y
presentados como innovaciones durante el gobierno de Chávez.
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por el gobierno, como desarrollaremos más adelante. Así, en noviembre de
1999 se creó el Banco del Pueblo y meses más tarde se inauguraron el Fondo
de Desarrollo Microfinanciero y el Banco de la Mujer. Aunque la necesidad de
promover un sistema de microfinanciamiento en Venezuela era evidente, el
sistema que se puso en marcha es buen ejemplo de cómo un diseño institucio-
nalmente poco apropiado y excesivamente asistencialista termina anulando

objetivos conceptualmente bien
fundados. En efecto, el sistema
microfinanciero se diseñó sobre la
base de una concepción tutelar del
Estado, que ignoró la participa-
ción de fondos sociales de base o
cooperativas de ahorro y crédito.
Además, se basó sobre todo en la
provisión de créditos baratos e ig-

noró la viabilidad económica y la sostenibilidad de las nuevas instituciones.
Un ejemplo es el Banco del Pueblo: en diciembre de 2007, a nueve años de su
creación, solo colocaba 34% de sus activos en créditos al sector productivo y
presentaba una cartera en mora de 24%, 16 veces mayor que la de las institu-
ciones financieras tradicionales.

Sin embargo, el mayor problema de la política social durante este periodo no
estuvo en las fallas de diseño sino en el escaso acompañamiento del desem-
peño macroeconómico. Aunque en ciertos aspectos la política social se
orientó sensiblemente a la supresión de ciertas limitaciones de acceso a los
servicios y a la promoción de la participación ciudadana, los obstáculos de
naturaleza económica impidieron avanzar más claramente en estos objeti-
vos. La tasa de desempleo no dejó de ser un problema entre 1999 y 2003, pe-
riodo durante el cual se mantuvo siempre por encima de 12%. La inflación
no bajó de los dos dígitos y comenzó a acelerarse en 2002, en gran medida
como resultado del colapso del régimen cambiario. En otras palabras, aquella
máxima que dice que la mejor política social comienza por una macroecono-
mía socialmente responsable (Lustig) no pudo darse en Venezuela sino a par-
tir de la bonanza que comenzó a finales de 2003. 

A los problemas macroeconómicos derivados de la combinación de una polí-
tica fiscal expansiva con un tipo de cambio fijo y libre convertibilidad, en un
clima de elevada incertidumbre, hay que añadir el ambiente político de con-
flicto interno permanente. En noviembre de 2000, la Asamblea Nacional san-
cionó una Ley Habilitante mediante la cual se cedieron poderes especiales al

El sistema microfinanciero se 

diseñó sobre la base de una 

concepción tutelar del Estado,

que ignoró la participación 

de fondos sociales de base o 

cooperativas de ahorro y crédito ■
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gobierno para legislar en materia institucional, económica y financiera. Pero
fue solo en el límite del vencimiento de la habilitación, en noviembre de 2001,
cuando Chávez anunció un paquete de 49 leyes. A juzgar por el alcance y la
forma misteriosa con que se diseñaron, la idea era imponer una agenda glo-
bal de reformas. El gobierno consideraba estas leyes como una muestra de su
carácter progresista, solidario y modernizador. Sin embargo, para un frente am-
plio de organizaciones y grupos sociales y para buena parte de la opinión pública
constituían un ejercicio arbitrario del poder que violentaba derechos consagra-
dos, e iban en detrimento de las fuentes fundamentales de creación de riqueza.
Como suele suceder en estos casos, la verdad suele estar entremezclada. 

En cualquier caso, lo central es que 2002 y 2003 fueron años consumidos por
una aguda confrontación política que degeneró en un paro petrolero y un in-
tento de golpe de Estado. La caída del PIB real fue de 8,9% en 2002 y 7,9% en
2003. Pero a pesar del terrible desplome en la actividad económica, la trayec-
toria del gasto público primario y del gasto social no se vio afectada, como
puede observarse en el cuadro 1. Yolanda D’Elía y Thais Maingon (2006) se-
ñalan, muy agudamente, que «lo que caracteriza estos años es la clara expan-
sión de expectativas generadas en los sectores populares en torno al liderazgo
del Presidente Hugo Chávez Frías y el uso intensivo de los recursos fiscales
que provienen de los excedentes de la renta petrolera». 

■ Etapa 2003-2007: las misiones y la palanca petrolera

El quiebre en el desarrollo de la política social ocurrió a mediados de 2003,
con el surgimiento de las misiones. Una vez más, el contexto político y eco-
nómico es útil para entender el cambio. Como ya señalamos, en 2003 el PIB es-
taba cayendo (el crecimiento al final del año resultó ser -7,8%), la tasa de de-
sempleo había alcanzado su pico máximo en los últimos 20 años (16,7%), el
producto por habitante se redujo y lo mismo pasó con el salario real. En este
clima, las encuestas revelaban un descenso del apoyo a la gestión de Chávez.
El 19 de agosto de 2003 se cumplía la mitad del mandato y con ello se abría,
según la nueva Constitución, el periodo para iniciar un proceso revocatorio4.
Los mecanismos se activaron y, pese a los contratiempos, un año después,
el 15 de agosto de 2004, se realizó el referendo, en el que Chávez obtuvo una
victoria aplastante. 

4. Seth Antiles (2003) señala que en ese momento todas las encuestas sugerían que entre 60% y 65%
de los electores votarían por la revocatoria del mandato, mientras que solo 32% aprobaría la con-
tinuidad de Chávez.
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En otras palabras, en el escaso tiempo de un año, se produjo un giro es-
pectacular, de un gobierno que no lograba resolver la crisis económica a
un triunfo electoral rotundo. Esto se explica por dos factores: por un la-
do, una inflexión importante en la evolución de los precios del petróleo,
que generó un rápido incremento de los recursos fiscales a disposición
del gobierno; y, por otro, la rápida implementación de las misiones, una
serie de programas sociales de amplia cobertura apalancados en la bonan-
za petrolera.

El aumento acelerado de los precios del petróleo produjo un incremento
de los ingresos fiscales del gobierno central de casi 50% en 2004. Pero ade-
más Chávez se encontraba con una situación cualitativamente distinta en
lo que respecta al control de los recursos. Después del fallido paro petro-
lero ocurrido entre fines de 2002 y comienzos de 2003, Petróleos de Vene-
zuela SA (PDVSA) había quedado bajo su control, lo que le permitió desviar
recursos hacia los nuevos programas sociales. Este aporte directo a las mi-
siones es distinto del aporte fiscal petrolero tradicional en concepto de di-
videndos, impuesto sobre la renta y regalías y se produce fuera del presu-
puesto nacional. Llegó a 2,2 billones de bolívares (1.400 millones de US$)
en 2004, es decir, algo más de un punto del PIB, a lo que hay que agregar
3,8 billones de bolívares adicionales (1.900 millones de US$) provenientes
de un fondo de fidecomiso, Fondespa, para la ejecución de programas y
proyectos de obras, bienes y servicios destinados al desarrollo de infraes-
tructura, vialidad, actividad agrícola, pero también servicios de salud y
educación.

Desde un principio, las misiones se orientaron a la atención de los problemas
sociales prioritarios en las áreas de educación, salud, alimentación, trabajo
y vivienda. Pero a diferencia de los programas asistenciales más o menos
focalizados y dispersos de la etapa anterior, conformaron un paraguas ba-
jo el cual los esfuerzos de la política social se agruparon en una única agen-
da de acción, con una cobertura muy amplia. Además, las misiones se eje-
cutaron por medios extrainstitucionales y expeditos, se articularon con
otras políticas dirigidas a transformar el modelo de desarrollo productivo
y, en términos políticos, se convirtieron en una herramienta decisiva para
incidir sobre la dirección del país.

La razón política, sobre todo la necesidad de desplegar amplias políticas
sociales de cara al referendo revocatorio, reclamaba resultados rápidos y
visibles que muchas veces solo pueden alcanzarse al costo de una frágil
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calidad institucional. El carácter extrainstitucional de las misiones permi-
tió su rápido desarrollo, pero al costo de generar desperfectos y, muchas
veces, una fragmentación no deseada de los programas existentes. En
cualquier caso, la velocidad con que se concretaron fue impresionante. So-
lo en 2003 se pusieron en práctica la Misión Barrio Adentro, Robinson I,
Robinson II, Ribas, Sucre y Miranda. Luego, en 2004, se crearon las misio-
nes Mercal, Vuelvan Caras, Hábitat, Identidad y Guaicaipuro. El cuadro 2
brinda una síntesis de los programas y sus ámbitos de acción. Como resul-
tado, hoy existen unos 30 programas bajo el paraguas de las misiones que
reciben asignaciones regulares por vía del presupuesto o recursos directos
de PDVSA. 

Por su cobertura y su impacto, las misiones Barrio Adentro y Mercal son
las más relevantes. Barrio Adentro nació en 2003 como una experiencia pi-
loto en el municipio Libertador de Caracas, pero en pocos meses se convir-
tió en un programa social permanente distribuido por todo el país. El ob-
jetivo es llevar directamente a los sectores más pobres atención primaria a
la salud con la ayuda de médicos cubanos especialistas en medicina inte-
gral y con la participación activa de las comunidades. La Misión Mercal,
por su parte, es una red de distribución y comercialización de alimentos de
primera necesidad al por mayor y al detal. Su crecimiento entre 2003 y
2005, según datos de D’Elía y Maingon (2006), fue vertiginoso, con unas
13.806 bocas de comercialización, distribuidas en las zonas de mayor den-
sidad poblacional y riesgo de inseguridad alimentaria.

El papel político jugado por las misiones ha sido fundamental. Javier Corra-
les (2006) ha captado bien su importancia al afirmar que, con ellas, «Chávez
ha traído programas sociales innovadores a vecindades que el sector privado
y el Estado venezolano habían prácticamente abandonado en manos de ban-
das criminales, aunque muchas de esas iniciativas se dieron solo cuando se
vio forzado a competir en el referéndum revocatorio».

Al ser programas sociales de gran amplitud, las misiones parecen menos vul-
nerables políticamente –es decir, menos expuestas a recortes en tiempos difí-
ciles– y más populares que los programas focalizados. De acuerdo con Joan
Nelson (2004), los programas sociales amplios son populares porque son más
eficaces que los programas focalizados para enfrentar los riesgos de la movi-
lidad descendente. Las investigaciones recientes sobre la pobreza y la distri-
bución del ingreso subrayan además su calidad dinámica: como consecuencia
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Misiones, 2003-2007
Cuadro 2

Programa Fecha de creación Organismo de adscripción Objetivo general

Robinson I

Robinson II
Ribas

Sucre

Alma Mater
Barrio Adentro I

Barrio Adentro II

Barrio Adentro III

Barrio Adentro IV

Milagro

Sonrisa

Barrio Adentro Deportivo

Alimentación (Mercal)

Alimentación 
(Fundaproal)
Che Guevara
(previamente 
Misión Vuelva Caras)
Zamora 

Identidad

Villanueva (antes 
Misión Hábitat)
Revolución Energética
Negra Hipólita

Madres del Barrio

Cultura

Guaicaipuro

Piar

Miranda

Árbol

Ciencia

Justicia

2/7/2003

28/10/2003
17/11/2003

10/11/2003

18/9/2007
16/4/2007

12/6/2005

28/8/2005

6/3/2007

8/7/2004

23/7/2006

31/7/2004

1/12/2003

22/3/2005

13/9/2007

10/1/2005

26/9/2003

18/9/2007

17/11/2006
13/1/2006

24/3/2006

14/7/2005

1/12/2003

4/7/2004

18/12/2003

28/5/2006

20/2/2006

25/2/2005

Ministerio de Educación

Ministerio de Educación
Ministerio de Energía y Petróleo.
PDVSA y Minci
Ministerio de Educación Superior

Ministerio de Educación Superior
Ministerio de Salud

Ministerio de Salud

Ministerio de Salud

Ministerio de Salud

Ministerio de Salud / MRE

Ministerio de Salud

Ministerio de Deportes

Ministerio de Alimentación

Ministerio de Alimentación

Ministerio de la Economía Comunal

Ministerio de Agricultura y Tierras

Ministerio de Relaciones Interiores
y Justicia, Onidex
Ministerio deVivienda y Hábitat

Ministerio de Energía y Petróleo
Ministerio de Participación
y Protección Social
Ministerio del Trabajo
y la Seguridad Social

Ministerio de Cultura

Ministerio de los Pueblos Indígenas
Ministerio de Participación 
y Desarrollo Social
Ministerio de Industrias Básicas
y Minería

Ministerio de la Defensa y 
Comando General de la Reserva
Ministerio del Ambiente y de los
Recursos Naturales Renovables

Ministerio de Ciencia y Tecnología
Fondo Nacional de Ciencia y Tecnología
Ministerio de Relaciones Interiores
y Justicia

Eliminación del analfabetismo 
en jóvenes y adultos
Educación primaria para jóvenes y adultos
Incorporación al sistema educativo 
formal y diversificado
Acceso a la educación universitaria 
para bachilleres sin cupo
Creación y ampliación de nuevas universidades
Asistencia médica gratuita para 
los sectores de menores recursos
Centros de diagnóstico integral 
y salas de rehabilitación integral
Modernización tecnológica 
de la red hospitalaria
Construcción y equipamiento 
de red de hospitales especializados
Atención gratuita a personas 
con transtornos visuales
Atención odontológica gratuita,
rehabilitación protésica dental
Masificación de la práctica 
deportiva y recreativa
Comercialización y mercadeo 
de productos de primera necesidad 
al mayor o al detal
Casas de Alimentación para la 
preparación de menús gratuitos
Formación de capacidades 
para un modelo económico 
socialista-comunal
Reorganización de la tenencia 
y uso de las tierras ociosas
Garantizar el acceso masivo 
a los documentos de identidad
Transformación de las ciudades 
y barrios y del hábitat
Promoción de la eficiencia energética
Rescate de personas en situación 
de calle y pobreza extrema
Apoyo a amas de casa en pobreza 
(asignación mensual equivalente
a 80% del salario mínimo)

Programas para potenciar la identidad
nacional
Restitución de los derechos 
de los pueblos indígenas

Planes de atención integral 
para las comunidades mineras

Organización de la Reserva Nacional

Recuperación y mantenimiento de bosques

Rescate y promoción del desarrollo
científico y tecnológico
Asistencia judicial para los condenados
en delitos menores
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de los programas de este tipo, el porcentaje de personas que logra salir de la
pobreza en comparación con los que caen en ella es mayor.

Pero no se trata solo de un cambio en la política social. Así como la primera
etapa de gobierno de Chávez estuvo marcada por la crisis macroeconómica,
en este segundo periodo la macroeconomía acompañó las mejoras en materia
de política social. En contraste con el periodo 1999-2003, las restricciones ex-
ternas y fiscales desaparecieron y la implementación de un régimen de con-
trol de cambios en un contexto de bonanza petrolera puso a los mercados a
nadar en recursos líquidos. La inflación no ha dejado de ser un problema y,
aunque en los últimos tiempos manifiesta una aceleración, entre 2004 y 2007
promedió 18%, por debajo del promedio de la etapa 1999-2003. La tasa de de-
sempleo disminuyó progresivamente hasta ubicarse en 7,4% a fines de 2007 y
el salario se ha ido recuperando gradualmente. 

Cabe entonces preguntarse sobre el impacto de la combinación entre un me-
jor desempeño macroeconómico y un mayor esfuerzo financiero destinado
a programas sociales más amplios. Una forma de aproximarse al tema es ob-
servar la evolución del Índice de Desarrollo Humano del Programa de las
Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD). El cuadro 3 muestra la evolu-
ción del índice y de sus componentes desde 1997 hasta 2005. Varias obser-
vaciones parecen pertinentes. En primer lugar, en ocho años no parece haber
ningún avance en el nivel de desarrollo humano, pues el índice se encuen-
tra estancado. Por otro lado, la posición relativa de Venezuela se ha deterio-
rado, al pasar del puesto 48 al 74 del ranking mundial. En tercer lugar, du-
rante la etapa que se inicia con la puesta en marcha de las misiones, el único
componente que muestra una mejora es el PIB. Los rubros de salud y educa-
ción, en cambio, permanecen iguales.

Las estadísticas gubernamentales ofrecen otra visión. Ciertamente, la pobre-
za, medida como el número de hogares por debajo de una línea de ingreso, ha
ido disminuyendo sistemáticamente desde 2004, tal como muestra el cuadro 1.
Desde luego, vale preguntarse si esto es producto de un esfuerzo deliberado
de política pública o si es el resultado automático de un cambio abrupto en el
ciclo petrolero y de una economía en crecimiento. Después de todo, no es la
primera vez que se observa una reducción aguda de la pobreza en Venezuela
como consecuencia de un contexto externo positivo. Rodríguez (2008a) ha ela-
borado un diagnóstico sobre la base del concepto de elasticidad de la pobre-
za a los cambios en el ingreso per cápita. Su conclusión es que los resulta-
dos han sido magros. Durante la segunda etapa de Chávez, en el periodo
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2003-2007, la elasticidad es igual a -1,67, un indicador decepcionante si se lo
compara con estudios de sección transversal para otros países, que estiman
elasticidades entre -2 y -3,12. 

■ El nuevo modelo de desarrollo productivo

Además de los cambios en las políticas sociales y económicas, es necesario
analizar una transformación muy visible, de carácter productivo, que se vie-
ne realizando en Venezuela desde 1999. Curiosamente, estos cambios no son
producto de la profundización del modelo neoliberal, pero tampoco respon-
den al desarrollo consciente de una política industrial de apoyo al capital na-
cional instalado. A decir verdad, el proyecto revolucionario bolivariano nun-
ca ha mostrado simpatía por las políticas de estímulo al sector empresarial no
petrolero. De hecho, en el programa de gobierno presentado en la campaña
presidencial de 1998, titulado «La Propuesta de Hugo Chávez para Transfor-
mar a Venezuela», se denunciaba el «modelo económico vigente», orientado
por «un privilegio al lucro y al enriquecimiento», que era necesario cambiar
por un «sistema económico humanista». En sintonía con este programa, los
esfuerzos apuntaron a promover formas alternativas de organización em-
presarial, fundamentalmente cooperativas. Aunque no existe un registro con-
fiable, todos los analistas coinciden en que el crecimiento de las cooperativas
en los últimos años ha sido exponencial. 

Otro elemento que forma parte de esta transformación, de implementación
más reciente pero que también apunta a generar un cambio en el sector

Fuente: PNUD: Informe sobre Desarrollo Humano, 1998 a 2007.

Evolución del Índice de Desarrollo Humano, 1997-2005

Cuadro 3

1997 72,4 92,0 67,0 8.869 0,79 0,84 0,75 0,792 48 de 174

1999 72,7 92,3 65,0 5.495 0,79 0,83 0,67 0,765 61 de 162

2001 73,5 92,8 68,0 5.670 0,81 0,84 0,67 0,775 69 de 175

2003 72,9 93,0 75,0 4.919 0,80 0,87 0,65 0,772 75 de 177

2005 73,2 93,0 75,5 6.632 0,80 0,87 0,70 0,79 74 de 177

Esperanza Tasa de Tasa de PIB per Índice de Índice de Índice Valor Posición en
de vida alfabetización matrícula cápita (PPP esperanza educación del PIB del IDH el ranking
al nacer (% de 15 años educativa y PPA en de vida
(años) de edad US$)

y mayores)



NUEVA SOCIEDAD 215
Leonardo V. Vera

124

productivo, es la creciente participación del Estado en la producción de bie-
nes y servicios, realizada a través de la asunción del control directo de ciertas
industrias consideradas claves para el desarrollo de la economía5.

Estos dos esfuerzos –la promoción de una «economía social» y la crecien-
te presencia del Estado en los espacios productivos– se encuentran distan-
ciados en el tiempo. El primero data de los comienzos de la gestión de
Chávez; el segundo es más reciente. Sin embargo, hoy lucen sorprenden-
temente articulados. 

Esto permitiría hablar, en principio, de un nuevo modelo de desarrollo pro-
ductivo. Son tres las piezas que, a nuestro juicio, se ensamblan en el nuevo
modelo. La primera está constituida por los denominados «núcleos endó-
genos micros», las nuevas fórmulas de propiedad empresarial promovidas
por el Estado, como cooperativas, empresas de producción social y empre-
sas cogestionadas. Todas ellas operan en alianza con las empresas básicas
del Estado, a las que sirven como una suerte de concesionarias. Chávez lo
ha explicado de esta forma: «Superada la etapa fundacional (…) todas esas
empresas que van a ir naciendo en núcleos endógenos micros, pequeños,
medianos o grandes núcleos o polos de desarrollo, deben estar interrelacio-
nadas estrechamente con las empresas básicas, con las grandes plantas in-
dustriales»6. 

La segunda pieza de este modelo consiste en lo que Chávez ha llamado el
«núcleo endógeno básico». El Estado, potenciado financieramente por la
renta petrolera, se relanza sobre la actividad productiva y, luego de asumir
el control de las principales empresas de ciertas áreas estratégicas, se de-
dica de manera directa a la producción industrial primaria y la prestación
de algunos servicios básicos. Chávez lo ha definido así: 

Se comienza por establecer las industrias consideradas pilares fundamentales para
crear lo que hoy llamaríamos un núcleo endógeno básico. (…) En este impulso crea-
dor inicial de la industria del hierro y del acero surgen la electro- y la metalmecáni-
ca, estamos hablando de otras áreas: la química básica, la infraestructura de energía,

5. Solo en 2007 el Estado asumió el control del sector eléctrico nacional, de varias cadenas e insta-
laciones hoteleras, de empresas lácteas y de la mayor compañía de telecomunicaciones, CANTV. En
lo que va de 2008 ha decidido retomar el control de la mayor empresa siderúrgica, Sidor, y de las
tres mayores compañías cementeras.
6. Hugo Chávez Frías en Aló Presidente, Miraflores, marzo de 2005.
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transporte y comunicaciones a partir de la utilización de recursos naturales hasta
entonces desaprovechados.7

La tercera pieza son las misiones educativas y, sobre todo, los programas de
capacitación laboral, como la Misión Vuelvan Caras, que, como explica
Michael Lebowitz (2006), es un programa «orientado a construir nuevas ca-
pacidades humanas promoviendo la adquisición de nuevas habilidades para
el trabajo y preparando a la gente para su entrada a nuevas relaciones pro-
ductivas a través de cursos de cooperación y autogestión» (p. 4). En otras pa-
labras, un programa de capacitación que se enlaza con las cooperativas8. 

La característica esencial de este
nuevo modelo productivo es que
se organiza bajo el poder financie-
ro del petroestado. Los crecientes
recursos provenientes de la bo-
nanza petrolera han eliminado las
restricciones presupuestarias del pasado. Esto ha hecho que, a esta altura,
ya nadie se pregunte si este diseño es sustentable. Pero es un interrogante
que conviene formularse. En un modelo claramente dirigido por el Estado
(state-driven), todos los segmentos o piezas cuelgan de unas delicadas pin-
zas. Así, decenas de miles de cooperativas se vacían en una sola vertiente y
sobreviven gracias a los contratos con las empresas públicas y otros entes
de la administración.

El resultado es un sistema en el que el individuo y las empresas están subor-
dinados a vicisitudes que no controlan. La vulnerabilidad de un diseño de es-
te tipo es conspicua. Por otro lado, el alcance real de las nuevas formas de or-
ganización empresarial, que se han multiplicado en los últimos años y hoy
constituyen el corazón del nuevo modelo de desarrollo productivo, podría
estar sobreestimándose. Las cooperativas pueden ser una muy buena opción
para resolver problemas locales cuando existen mercados incompletos o fa-
llas del Estado o cuando los mercados funcionan estacionalmente. Constitu-
yen un tipo de organización económica que puede proveer bienes y servicios
que no ofrece el sector privado o el Estado. Sin embargo, son organizaciones

7. Hugo Chávez Frías: Aló Presidente No 205, Maracaibo, septiembre de 2004. 
8. Como ya señalamos, desde mediados de 2003 comenzaron a implementarse las misiones educa-
tivas (Robinson 1 y 2, Ribas y Sucre). Con la creación de la Misión Vuelvan Caras, estas misiones
educativas comenzaron a vaciar una parte de sus egresados a estos programas de adquisición de
habilidades y capacitación para el trabajo en cooperativas.

La característica esencial de 

este nuevo modelo productivo 

es que se organiza bajo el poder

financiero del petroestado ■



NUEVA SOCIEDAD 215
Leonardo V. Vera

126

de baja densidad tecnológica, con poca capacidad para crear eslabonamientos
verticales, sin economías de escala y con escasas ganancias de productividad.
De hecho, no hay ninguna experiencia de desarrollo económico en el Tercer
Mundo apoyada básicamente en un modelo de cooperativas. 

Pero además las cooperativas constituyen un modelo organizacionalmente muy
exigente. Si sus principios fundamentales son ignorados, normalmente terminan
fracasando9. Como las cooperativas no pagan impuestos y reciben financiamien-
to del Estado en condiciones blandas, la experiencia demuestra que muchas
veces aparece el oportunismo. En efecto, en Venezuela se ha conformado de ma-
nera irregular un gran número de empresas disfrazadas de cooperativas. Legal-
mente, las nuevas cooperativas pueden constituirse a partir de un mínimo de cin-
co personas en un proceso que solo toma unos días. Pero muchas de ellas, desde
su misma constitución, son simples empresas. Lejos de respetar los principios or-
ganizacionales básicos de las cooperativas, utilizan trabajo asalariado, apelan a la
subcontratación y admiten una conexión mercantil entre la distribución de benefi-
cios y la propiedad. 

Más allá de las nuevas formas
de organización, es importante
subrayar que el nuevo modelo
de desarrollo productivo ha co-
rrido en paralelo con un sector
informal hipertrofiado y con un
sector industrial no petrolero
en decadencia, que ha venido
escapando sigilosamente hacia
la vida más tranquila del nego-
cio de las importaciones. Eso

explica que las importaciones en relación con el PIB hayan pasado de 12,7% en
2003 a cerca de 19% a fines de 2007. En ese sentido, si en algo se parece el pro-
yecto bolivariano al esquema neoliberal de los 90 es en sus secuelas sobre el
sector industrial: el proceso de desindustrialización no se ha detenido sino

9. Estos principios son: un sistema de beneficios compartidos donde los miembros son iguales
frente a la organización y gozan de la misma participación; una fusión de la propiedad y el con-
trol; y la ausencia de trabajo asalariado, sindicatos y beneficios atados a una proporción de la pro-
piedad accionaria. Adicionalmente, las cooperativas requieren un plan estratégico democrático de
planificación financiera para el proceso de producción, previsión de flujo de caja como parte de un
presupuesto para hacer el follow-up del proceso, cálculos de rentabilidad, análisis de costos y pre-
cios de todos los componentes, análisis de la oferta de insumos, mercadeo, etc.

El nuevo modelo de desarrollo 

productivo ha corrido en paralelo

con un sector informal hipertrofiado 

y con un sector industrial 
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que, por el contrario, hay indicios de que se ha profundizado. Entre 1999 y
2006 desaparecieron 3.900 empresas en el sector manufacturero. De hecho,
la ocupación en el sector manufacturero, según cifras del Instituto Nacional
de Estadísticas, que representaba 14,3% de la ocupación global de la econo-
mía en 1997, pasó a solo 11% en 2006. 

El nuevo modelo de desarrollo productivo permite incluir a actores económi-
cos que requieren poco capital y escasas calificaciones. Puede, por lo tanto,
constituir una respuesta atractiva al grave problema de la exclusión, pero su
mayor riesgo es convertirse en un tejido de empresas movidas mucho más
por un afán clientelar que por un espíritu de innovación e incremento de la
competitividad. Un paliativo no debe confundirse con una alternativa. De
otro modo, se desconocerían las imperiosas necesidades de las naciones la-
tinoamericanas, y en particular de Venezuela, que precisan hacerse un lugar
en un mundo donde el crecimiento depende cada vez más del comercio y
de las ventajas competitivas basadas en el conocimiento como fuente indis-
pensable de creación de valor. 

■ Conclusiones 

El caso de Venezuela parece demostrar que un proyecto de cambio político,
económico e institucional que escoge la vía confrontacional como eje de su
gestión, en una economía altamente dependiente de un recurso natural ex-
portable, corre el riesgo de terminar descansando básicamente en la renta pe-
trolera para su supervivencia. Esto es lo que se observa a partir de 2003, cuan-
do el incremento del precio del petróleo alivió sensiblemente las restricciones
económicas: el control de los crecientes ingresos, junto con una renovada pla-
taforma de programas distribucionistas de amplia cobertura, explican el re-
punte político de Chávez. 

Las misiones generaron una participación más activa de un sector que hasta
el momento contaba con escasa voz y pocos derechos. Sin embargo, es difícil
estimar si la agenda social es responsable de la reducción de la pobreza o si es-
to es más bien el resultado del cambio de ciclo económico. Es difícil, en todo
caso, evaluar la calidad de los programas, pues no existen normas que regu-
len el comportamiento de los actores y de las organizaciones en un marco ins-
titucional muy débil.

La renta petrolera, además de apalancar las innovaciones y el alcance de los
programas sociales, ha resultado esencial para articular las misiones con las
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nuevas formas de organización de la producción. Se habla, en ese sentido, de
un nuevo modelo de desarrollo productivo. Pero este modelo, más allá de su
legítimo propósito de dar respuestas al severo problema de la exclusión, luce
vulnerable, atado cada vez más al Estado patrimonialista petrolero. 
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Equidad social 
en la Europa 
globalizada

MICHAEL DAUDERSTÄDT

La experiencia de la Unión Europea, la 

región del mundo que más ha avanzado 

en la integración de los mercados 

nacionales y la construcción de instancias

supranacionales, arroja importantes 

enseñanzas acerca de la relación entre

equidad e integración. En la UE, la 

desigualdad se ha incrementado como

consecuencia del ingreso de nuevos 

miembros, en general más pobres, pero

también como resultado del impacto 

de la globalización y las decisiones

económicas adoptadas en el ámbito 

nacional. La historia de la UE demuestra

que, para lograr más equidad social, es 

necesario tanto revertir la tendencia a la

creciente desigualdad intraestatal como

acelerar la convergencia interestatal. Para

ello es necesario fortalecer la coordinación

macroeconómica y pensar en nuevos 

instrumentos, como un impuesto

o un seguro de desempleo europeos.

Las interacciones entre globalización y equidad social no generan con-
senso ni entre académicos ni entre políticos. Mientras algunos creen que

la apertura de los mercados generará más bienestar y contribuirá a reducir la
pobreza, y suelen destacan los progresos de China, otros temen un aumento
de la desigualdad y que el Estado tenga pocas posibilidades de corregirla.

Este artículo es copia fiel del publicado en la revista NUEVA SOCIEDAD No 215, 
mayo-junio de 2008, ISSN: 0251-3552, <www.nuso.org>.
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En este artículo se examinarán estas cuestiones a partir de la experiencia de la
Unión Europea, por tratarse de la región del mundo en la que la integración
transnacional de los mercados nacionales y su regulación se encuentran más
avanzadas.

■ Globalización y desigualdad: el ejemplo de Europa

La globalización es resultado de dos procesos: por un lado, los avances técni-
cos y el abaratamiento del transporte y las comunicaciones; por el otro, la li-
beralización política de las relaciones económicas transfronterizas. Ambos
procesos se verificaron con especial intensidad en Europa, hasta 1989 sobre
todo en Europa occidental y desde 1989 también en Europa oriental, en el
marco de los procesos de transición de los países comunistas. Dentro de la UE,
las barreras al comercio internacional, la circulación de capital y la migración
han sido prácticamente desmanteladas. La UE no solo ha eliminado aranceles
y cuotas para el comercio sino también otro tipo de barreras comerciales de
carácter no tarifario, al tiempo que los Estados miembros renunciaban inclu-
so a subvencionar a sus empresas si no obtenían antes la aprobación de las
instancias comunitarias. Pero el mayor impulso integracionista, que diferen-
cia a la UE de otros bloques regionales, fue sin dudas la introducción de una
moneda común en 1999, que comenzó a circular como dinero en efectivo a
partir de 2002.

Como resultado de ello, el comercio, los flujos de capital y, en menor medida,
la migración entre los países que integran la UE se han incrementado. En
muchos casos, los puestos de trabajo y los ingresos de un país dependen de
decisiones de consumo e inversión que se toman en otros Estados. Esto es
especialmente válido para los países miembros más pequeños, en los cuales
la participación del comercio exterior en el PIB suele ser alta. En general, como
resultado de las sucesivas ampliaciones, el comercio exterior de la mayoría de
los integrantes de la UE se dirige principalmente a otros Estados miembros.

Pero este proceso avanzado de integración no significa que los países que
componen la UE no se diferencien considerablemente en su estadio de desa-
rrollo económico y social. La desigualdad tiene varias dimensiones. Incluso si
nos limitamos al análisis de la desigualdad de ingreso, dejando fuera las
otras desigualdades, pueden establecerse diferencias claras entre la distribu-
ción personal, funcional y regional del ingreso, dentro de cada uno y entre los
Estados miembros. La distribución personal del ingreso en la UE es extrema-
damente desigual. Si se la mide según la relación entre el quintil más pobre y
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el quintil más rico de la población, entonces es claramente más alta que la del
espacio económico de Estados Unidos, comparativamente igual de extenso, y
se encuentra casi al nivel de la de China (v. cuadro 1). En cuanto a la distribu-
ción funcional del ingreso, se observó en las últimas décadas una disminu-
ción de la cuota salarial. Y respecto de la distribución entre las regiones, esta
no ha mejorado en mucho tiempo o incluso ha empeorado; recién en los últi-
mos diez años se ha observado una ligera convergencia. Esto implica un au-
mento de las diferencias regionales en los ingresos dentro de los Estados
miembros, en simultáneo con una convergencia del promedio nacional de ca-
da país. 

Si los ingresos se comparan en poder adquisitivo, como muestra el cuadro 2,
el panorama resulta menos desigual. Esto coincide con los resultados del Ín-
dice Big Mac de la revista The Economist: el precio promedio de un Big Mac
en el euroespacio es de 4,17 dólares, mientras que el precio en los países de
Europa oriental oscila entre 2,49 en Eslovaquia y 2,72 en Letonia (excepto
Hungría: 3,33). Al diferenciar el análisis según poder adquisitivo y tipo de
cambio, no solo se nota que a la población de los países más pobres de la UE

Distribución del ingreso en la UE-27 en la comparación internacional

Cuadro 1

Países Q5/Q1

Alemania 3,5
Austria 3,4
Bélgica 4,2
Bulgaria 4,4
Dinamarca 4,3
Eslovaquia 4,0
Eslovenia 3,9
España 5,7
Estonia 6,4
Finlandia 3,4
Francia 4,0
Grecia 5,7
Hungría 3,8
Irlanda 4,6
Italia 4,6
Letonia 6,8

Países Q5/Q1

Lituania 6,4
Luxemburgo 3,6
Países Bajos 4,0
Polonia 5,6
Portugal 6,3
República Checa 3,5
Rumania 4,8
Reino Unido 4,9
Suecia 4,0
UE-27 9,8

China 12,1
EEUU 8,5
India 5,6
Japón 3,4
Rusia 7,6

Fuente: Banco Mundial: World Development Indicators 2007; cálculos propios.
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le va mejor de lo que supone la simple comparación de los ingresos per cápi-
ta según tipo de cambio vigente. Ello tiene también efectos sobre el desarro-
llo económico de la UE en su conjunto, incluida la distribución del ingreso, de
la cual nos ocupamos más adelante. 

Comparación del ingreso per cápita de los Estados miembros (UE-27=100)

Cuadro 2

Estado PIB per cápita Índice PIB Índice PIB Índice de 
miembro en US$ per cápita per cápita desviación del

(poder adquisitivo) tipo de cambio

Fuente: Banco Mundial: World Development Indicators 2007 (columnas 2 y 3); Eurostat, <http://epp.
eurostat.ec.europa.eu/portal/page?_pageid=1996,39140985&_dad=portal&_schema=PORTAL

&screen=detailref&language=de&product=STRIND_ECOBAC&root=STRIND_ECOBAC/ecobac/eb011>
(datos poder adquisitivo en la columna 4); cálculos propios.

Alemania 35.232,50 119,57 114,20 0,96
Austria 40.762,09 138,34 129,60 0,94
Bélgica 37.333,43 126,70 123,70 0,98
Bulgaria 4.088,70 13,88 38,80 2,80
Chipre 16.285,71 55,27 93,20 1,69
Dinamarca 50.969,81 172,98 126,00 0,73
Eslovaquia 10.194,26 34,60 66,60 1,93
Eslovenia 18.651,50 63,30 91,70 1,45
España 28.202,49 95,71 102,60 1,07
Estonia 12.623,08 42,84 71,80 1,68
Finlandia 40.277,88 136,69 118,40 0,87
Francia 36.629,24 124,31 111,80 0,90
Grecia 22.147,47 75,16 98,40 1,31
Hungría 11.178,12 37,94 65,40 1,72
Irlanda 53.011,90 179,91 143,90 0,80
Italia 31.480,36 106,84 103,00 0,96
Letonia 8.746,09 29,68 60,60 2,04
Lituania 8.762,06 29,74 61,60 2,07
Luxemburgo 91.960,00 312,09 284,20 0,91
Malta 13.925,00 47,26 75,50 1,60
Países Bajos 40.342,94 136,92 132,70 0,97
Polonia 8.867,36 30,09 55,20 1,83
Portugal 18.340,19 62,24 73,90 1,19
Reino Unido 38.953,74 132,20 119,60 0,90
República Checa 13.902,06 47,18 82,00 1,74
Rumania 5.630,05 19,11 39,10 2,05
Suecia 42.769,67 145,15 120,80 0,83
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En general, la desigualdad del ingreso en
la UE en comparación con años anteriores
ha aumentado debido a las ampliaciones
de 2004 (ingresaron Eslovenia, Estonia, Li-
tuania, Letonia, Eslovaquia, Polonia, Re-
pública Checa, Hungría, Chipre y Malta) y
2007 (se sumaron Bulgaria y Rumania),

pues estos países eran generalmente más pobres que el promedio. En casi
todos los casos, su stock de capital es bajo y obsoleto y, por lo tanto, su pro-
ductividad también es baja. Se trata de países poscomunistas que pasaron por
profundas crisis que hicieron que el empleo y la producción se hundieran en
términos reales. Al mismo tiempo, devaluaron fuertemente sus monedas, por
lo que su ingreso nominal se derrumbó.

Pero el incremento de la desigualdad en la UE no es solo resultado de las
ampliaciones, pues la distribución del ingreso dentro de muchos países
miembros también ha empeorado significativamente. La creciente desi-
gualdad interna tiene distintas causas, entre ellas algunas de origen exter-
no, de las que se hablará más adelante. Pero tanto en los Estados miembros
más ricos como en los más pobres del espacio poscomunista, la política
económica y social nacional contribuyó a empeorar la distribución del in-
greso. En la mayoría de los antiguos y más ricos países europeos los sistemas
de seguridad social fueron debilitados y el mercado laboral fue parcialmente
liberado de regulaciones. Supuestamente, esta liberalización generaría más
crecimiento y contribuiría a controlar el gasto público en tiempos de deu-
das crecientes y mayores cargas derivadas del desarrollo demográfico (en-
vejecimiento de la población) y el desempleo. En los países poscomunistas,
la transformación de los sistemas de seguridad social siguió la misma línea
liberalizadora. Y en estos casos, considerando la importancia que habían
adquirido el empleo estatal y la distribución equitativa del ingreso antes de
1989, el aumento posterior de la pobreza y la desocupación resultó especialmen-
te doloroso.

■ Interacciones entre la desigualdad intraestatal e interestatal

Las dos desigualdades, entre los Estados y dentro de cada uno de ellos, no son
independientes. La integración negativa de los mercados de países con
diferentes niveles de ingreso influye mediante los flujos de bienes, servi-
cios, capital y trabajo sobre los ingresos de todos los países que integran
la UE.
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Entre los procesos que influyen en la distribución del ingreso podemos desta-
car, en primer lugar, el proceso productivo Ricardo: la integración económica –en
el sentido de la liberalización del comercio– promete a todos los participantes
ganancias de bienestar, las cuales provienen de la especialización en las acti-
vidades más productivas en cada país (aprovechamiento de las ventajas
comparativas). Esta promesa siempre fue exagerada, pues el cambio estruc-
tural necesario no es fácil de realizar e implica costos. Además, la mayor
productividad resulta en menores niveles de empleo si la demanda no cre-
ce en correspondencia.

Otro proceso que influye en la distribución del ingreso en un marco de inte-
gración económica es el proceso distributivo Ricardo: las ganancias de bienestar
y de empleo se distribuyen inversamente, tanto entre los países involucrados
como dentro de cada uno de ellos, de acuerdo con las nuevas relaciones de in-
tercambio que surgen tras la especialización. Esto implica que el país o el sec-
tor que acepta la relación de intercambio menos favorable (o que la impone,
por ejemplo al devaluar) tiene que invertir más trabajo para poder comprar la
cantidad deseada de importaciones. Tiende, por lo tanto, a un mayor índice
de empleo. El otro país o sector, en cambio, obtiene una mayor ganancia de
bienestar, pero al costo eventual de más desempleados1.

De acuerdo con el proceso Heckscher-Ohlin, de las diferencias en el equipamien-
to de factores resultan efectos redistributivos adicionales de la integración
económica. Debido a la especialización derivada de la integración, cada país
tiende a concentrarse en la producción de aquellos bienes capaces de apro-
vechar al máximo el factor productivo que existe en mayor abundancia en
su territorio. Los países ricos disponen de más capital y de una fuerza de
trabajo más calificada, mientras que los más pobres cuentan con mucho me-
nos trabajo calificado. Por lo tanto, los primeros se especializan en la pro-
ducción basada en la explotación intensiva de capital y habilidades (high-
tech), mientras que los segundos se orientan hacia actividades intensivas en
trabajo de bajos salarios (low-tech). Esta tendencia hace que, en los países ri-
cos, los menos calificados pierdan oportunidades en el mercado, posibilida-
des de trabajo e ingresos, mientras que en los países más pobres son los más

1. Pero incluso las ganancias de bienestar que se producen gracias a relaciones favorables de in-
tercambio y se compran al precio de una mayor desocupación pueden perderse más tarde, cuando
por progresos en la productividad en el otro país las relaciones de intercambio vuelven a empeo-
rar. Entre socios comerciales más ricos y más pobres este proceso es probable incluso como conse-
cuencia del desarrollo económico, como lo mostró Paul Samuelson. Ver P. Samuelson: «Where
Ricardo and Mill Rebut and Confirm Arguments of Mainstream Economists Supporting Globali-
zation» en The Journal of Economic Perspectives vol. 18 No 3, verano de 2004, pp. 135-146.
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calificados quienes salen perjudicados. En los países ricos crecería, por tanto,
la brecha de salario, y en los pobres disminuiría.

El proceso Milberg también influye en la distribución del ingreso. Debido a la
globalización, y sobre todo a la consolidación de un mercado común europeo,
lo que cuenta es cada vez menos el comercio entre países con un equipamiento
dado de factores y cada vez más la distribución transnacional de producción
con factores de producción móviles. Esto debería beneficiar, en teoría, a aque-
llos países capaces de ofrecer mejores condiciones para la producción, como
salarios o impuestos bajos. Sin embargo, debido a la enorme competencia por
atraer inversiones y la posibilidad de las actividades low-tech de trasladarse
de un lugar a otro, solo una pequeña parte del valor creado en cadenas pro-
ductivas globales o europeas queda en los países pobres que integran la UE.
Por ello, y por el alto desempleo, en los países pobres de la UE también se pro-
fundiza la brecha salarial. Además, a diferencia del proceso productivo Ricar-
do, la simple sustitución de trabajo caro por trabajo barato no implica de nin-
gún modo elevar la productividad real del trabajo, sino solo bajar los costos,
mientras que el output por hora puede incluso disminuir.

¿Hasta qué punto la creciente desi-
gualdad registrada entre los países
de la UE y dentro de cada uno está
determinada sobre todo –o incluso
solo– por el contexto económico ex-
terno? La respuesta es polémica. Evi-
dentemente, la integración genera
efectos que fortalecen la desigual-
dad. Pero también otros factores más
generales, como la tecnología o las

estructuras del mercado laboral, podrían constituir una causa y una explica-
ción del incremento de la desigualdad. Pero estos no son independientes de
las influencias económicas exteriores. Estadísticamente, las relaciones tampo-
co se pueden demostrar con claridad y la mayor parte del comercio y de las
inversiones se realiza entre países ricos, lo que a su vez relativiza la impor-
tancia de la competencia por parte de los países pobres.

En el caso ideal de mercados y competencia perfectos, la integración reduci-
ría las diferencias de ingreso entre los países, elevaría la renta de los trabaja-
dores menos calificados de los países más pobres y la disminuiría en los más
ricos (compensación de precio de factores / Heckscher-Ohlin). De hecho, los
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efectos de aglomeración fortalecen las diferencias regionales, y la distribución
funcional del ingreso entre capital y trabajo empeora en casi todas partes de-
bido a que la especialización internacional ahorra trabajo. El poder de merca-
do del capital móvil asciende cuando por ejemplo los países o las regiones
quieren atraer inversionistas o temen el desplazamiento de la producción. A
causa de esta presión, se desacoplan los salarios y la productividad en la UE.
En tanto los bajos costos por unidad de trabajo se traspasan a los consumido-
res, los ingresos reales de todos aumentan un poco. Pero muchas cosas indi-
can que la parte del león va a parar a las ganancias.

Son los países pequeños los que mejor pueden atraer a las empresas por me-
dio de impuestos y salarios bajos. En estos casos, las ganancias en empleo e
ingresos generadas a través de la producción adicional compensan las pérdi-
das. En los países más grandes, en cambio, la disminución general de los sa-
larios y de los impuestos implican pérdidas, tanto en los niveles de ocupación
como en los ingresos tributarios, que superan las ganancias derivadas de la
atracción de inversiones extranjeras. Por eso, la competencia por ofrecer
impuestos más bajos dentro de la UE parte sobre todo de países pequeños,
como Irlanda, Eslovaquia, Hungría y los países bálticos. La armonización
del sistema tributario empresarial podría frenar esta carrera competitiva
entre los países.

■ La economía dual como fundamento de la carrera 
hacia costos y salarios más bajos

La divergencia entre los tipos de cambio y el poder adquisitivo aumenta la
presión sobre los salarios, pues permite que los países más pobres de la UE

ofrezcan servicios más o menos iguales a precios más bajos que los países más
ricos. Esto es así sobre todo con la fuerza de trabajo, cuyos costos de reproduc-
ción dependen del poder adquisitivo. La fuerza de trabajo es más barata, en
casos de productividad análoga, en los países con tipo de cambio devaluado,
pues detrás de los salarios nominales más bajos se esconden salarios reales
mayores. Ello refleja el nivel de precios más bajo en los países miembros más
pobres. Los principales beneficiarios son, sobre todo, las empresas que quie-
ren desplazar el lugar en el cual producen y comparan los costos según el ti-
po de cambio vigente.

Es cierto que los precios de los bienes comercializables en los países más po-
bres se van adaptando poco a poco al nivel promedio de la UE. Sin embargo,
los precios de los servicios y de los alquileres en los nuevos Estados miembros
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son todavía claramente más bajos. Además, en el caso de los alquileres, en los
países del Este europeo las viviendas pertenecen a quienes viven en ellas en
una proporción mayor que en Occidente, incluso entre los grupos de bajos in-
gresos. De esta manera, los salarios pueden en realidad ser más altos de lo
que aparentan.

En los países poscomunistas más pobres existe una economía dual similar a
la de los países en desarrollo. Sin embargo, esta dualidad no resulta tanto de la
existencia paralela de, por un lado, una economía de subsistencia preindus-
trial, principalmente agraria, y por otro, una economía de exportación mo-
derna. Aunque es cierto que la agricultura desempeña en algunos casos,
como en Polonia y Rumania, un papel importante, la dualidad es resultado
de los procesos de privatización e internacionalización de sectores económi-
cos antes estatales, por un lado, así como de la continuación de actividades
privadas clandestinas provenientes de la época de la economía planificada
comunista, por el otro.

En los nuevos Estados miembros, los in-
gresos en los sectores modernos e interna-
cionalizados son más altos que en los sec-
tores tradicionales. En este punto queda
pendiente la cuestión de cómo están distri-
buidos los ingresos dentro de estos dos
sectores. Hay muchos indicios de que los
salarios, si bien en promedio son más al-
tos, constituyen una parte relativamente

pequeña del valor total creado en el sector moderno y más productivo. En los
sectores tradicionales puede que la distribución entre capital y trabajo sea
menos desigual, pero el valor creado y la productividad son mucho más ba-
jos. Una equiparación de los precios y los ingresos requiere también de una
recuperación de esas ramas, que a menudo producen bienes y servicios no co-
mercializables y, de esta manera, también una tasa de inflación más alta que
en los Estados miembros más ricos (efecto Balassa-Samuelson).

Desde un punto de vista más general, esta estructura de ingresos genera una
subvención al sector internacionalizado, en la medida en que recibe inputs del
sector tradicional. En todo caso, los salarios están subvencionados de hecho,
pues la propiedad de la vivienda, así como el hecho de que existan bienes y
servicios locales baratos, permite pagar salarios nominales más bajos. Los ba-
jos ingresos que van acompañados de ello, especialmente según el tipo de
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cambio, limitan la capacidad de demanda, sobre todo para importaciones
desde los países europeos más ricos. Los principales beneficiarios son los in-
versionistas internacionales y los consumidores de los bienes producidos por
ellos. En el caso de Irlanda, este efecto de redistribución fue especialmente
claro: a pesar de la alta productividad y el alto valor creado, los salarios en el
sector moderno crecieron tan lentamente como los salarios del sector tradicio-
nal. La cuota salarial disminuyó en casi veinte puntos porcentuales y el ingre-
so nacional de los irlandeses quedó en igual medida detrás del PIB.

A ello contribuyeron también los bajos gravámenes a las ganancias de las em-
presas, que aumentaron la aparente creación de valor y la productividad
(también a través de los precios de transferencia) y fortalecieron este efecto de
subvención real a los sectores productivos internacionales. Esta política tribu-
taria, que observamos también en muchos países de Europa del Este, es en
buena medida responsable de la crítica situación fiscal en los nuevos países
miembros. Esta situación impide, a su vez, una mejor remuneración de los
trabajadores en el sector público, que constituyen una parte importante de
los sectores tradicionales. No es casual que la cuota estatal sea en general
más baja en los países pobres que en los ricos, pues el gasto público en gran
medida consiste en salarios o, en el caso de la protección social, en presta-
ciones salariales compensatorias vinculadas a esta. Y lo mismo sucede a la
inversa: la competencia tributaria sirve también para justificar desgravacio-
nes fiscales a las empresas y la reducción del gasto público en los Estados
miembros más ricos.

La creciente competencia internacional sirvió, también en los países más ricos,
como justificativo para exigir un alivio para los sectores sometidos a esa com-
petencia. Supuestamente, los altos impuestos y gastos sociales ponían en pe-
ligro la competitividad de los países más ricos. Esto hizo que, junto con la ya
mencionada competencia tributaria, que se expresó en una reducción del gra-
vamen empresarial, muchos países intentaran también disminuir los costos
no salariales o crear un sector de bajos salarios por medio de la desregulación
del mercado laboral. Alemania trató exitosamente de sustituir los costos no
salariales a través del financiamiento fiscal y disminuir por esta vía los costos
por unidad de trabajo. Así, la disminución de las contribuciones a la seguri-
dad social, financiada a través de un incremento al impuesto al valor agrega-
do (IVA), implica de hecho una subvención a las actividades de exportación.

Más probablemente, este desigual desarrollo de los ingresos constituye una
de las principales causas del escepticismo que prevalece en la UE. En los países
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más ricos, la gente se siente amenazada por la competencia proveniente de
los nuevos miembros más pobres, cada vez más numerosos. Temen una de-
senfrenada carrera por ofrecer tarifas más bajas. Paralelamente, en los Esta-
dos más pobres la población espera que, luego de ingresar a la UE, la situación
mejore rápidamente para todos.

■ Equidad social intraestatal en tiempos de globalización

Los temores a que la creciente integración aumente la desigualdad y dificul-
te su disminución por medio de políticas estatales de bienestar coinciden con
miedos semejantes, ampliamente difundidos, respecto de la profundización
de la globalización. Pero ¿están justificados estos temores? Es cierto que en
muchos países, también dentro de la UE, se registra una creciente desigual-
dad. Pero, como ya se señaló, sus causas son muy controvertidas. ¿Cuáles son
entonces las posibilidades de corrección a través de políticas sociales?

Para disminuir las diferencias intraestatales se utilizan, en primer lugar, polí-
ticas nacionales redistributivas: la política laboral (a través del salario míni-
mo, los suplementos salariales y las reglamentaciones de acceso al mercado),
la política tributaria progresiva, el sistema de seguridad social y el acceso li-
bre o subsidiado a los bienes y servicios públicos, como educación y salud. El
hecho de que el gasto social en general no ha disminuido, sino que se ha in-
crementado, indicaría en principio que la alarma es exagerada. Sin embargo,
dentro del gasto social a menudo se incluyen las necesidades derivadas del
aumento del desempleo y la transformación de la estructura etaria de la po-
blación. Considerar simplemente el total del gasto social podría esconder, en-
tonces, un recorte de los servicios que recibe cada hogar, lo cual sería percibi-
do como un deterioro social.

En general, se suele argumentar que los altos gastos sociales son dañinos pa-
ra la competitividad internacional de un país pues elevan los costos salaria-
les. Sin embargo, un nivel salarial demasiado alto tendría que conducir a un
ajuste del tipo de cambio por medio del déficit en la balanza de pagos gene-
rado justamente por ese alto nivel salarial. Queda por tanto la cuestión de si
los costos no salariales condicionados por la seguridad social son más proble-
máticos que otros costos que influyen en la magnitud de los salarios, como
por ejemplo los alquileres. Como ya se explicó al observar la economía dual,
los salarios en dinero pueden resultar más bajos si determinados costos de re-
producción, debido a estructuras económicas específicas, son más bajos y, por
consiguiente, los salarios reales son lo suficientemente altos. 
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Pero los gastos en la seguridad social solo se pueden disminuir bajando el ni-
vel de prestación por beneficiario (algo que la mayoría rechaza) o reduciendo
la cantidad de beneficiarios (por ejemplo, mediante normas de acceso más es-
trictas tales como elevar la edad de jubilación). 

Si los trabajadores asegurados optan por un alto nivel de protección social,
eso tiene el mismo efecto que preferir una mayor cantidad y calidad de espa-
cio habitacional. Los gastos que hay que dedicar a esto constituirán una par-
te correspondientemente alta en los gastos generales de los trabajadores.
Como los ingresos salariales tienen que cubrir esos gastos, tendrán que tener
un valor correspondientemente alto. Si esto no se ajusta a la productividad,
los precios aumentan y surgen problemas económicos externos que se resuel-
ven con una devaluación. Luego, los salarios reales se nivelan de nuevo de
acuerdo con su productividad.

Lo mismo vale para los impuestos
y para los bienes públicos finan-
ciados a través de ellos. Estos no
perjudican la competitividad. Sin
embargo, en el mundo globaliza-
do las fuentes móviles de impues-
tos, como las empresas y los hoga-
res ricos, pueden escapar del fisco
abandonando su lugar de residen-
cia y eligiendo como sede empre-
sarial o domicilio particular un sitio con menor presión tributaria. De hecho,
muchos países de la UE han decidido bajar la carga impositiva a las empre-
sas a raíz de la competencia de otros Estados miembros que ofrecen menos
impuestos, como Irlanda y algunos países del Este europeo. Pero esta dis-
minución de los impuestos no es gratuita: ha generado una reestructura-
ción impositiva sobre la base del incremento de otros gravámenes, sobre
todo de los impuestos al consumo. En muy pocos casos han disminuido
los ingresos tributarios totales.

Un sistema tributario progresivo y el acceso igualitario a bienes públicos co-
mo seguridad, educación y salud, así como ayuda social en caso de pobreza,
constituyen la principal forma de redistribución (es decir, de corrección de la
desigualdad en la distribución primaria). En principio, esta está en peligro a
causa de la globalización, sobre todo en la forma que adquiere en la UE. Por
una parte, la competencia por ofrecer impuestos más bajos a las empresas
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amenaza el carácter progresivo del sistema impositivo. Por otra, la UE tiende
a someter muchos sistemas de servicios públicos a un régimen mercantil, en
el que los usuarios ya no tienen acceso libre sino que tienen que pagar tarifas
u otro tipo de aranceles. 

Esta tendencia a la competencia mercantil debería, en teoría, mejorar la ofer-
ta pública y lograr una mejor asignación de los recursos. Sin embargo, al pro-
ducirse simultáneamente una gran desigualdad de ingresos, los hogares más
pobres pueden consumir cada vez menos de estos bienes y servicios original-
mente de libre acceso. Tendrían que ser compensados mediante otras formas
de redistribución. 

Pero estas necesidades de redistribución vuelven a aumentar cuando los sa-
larios, sobre todo los de los trabajadores menos calificados, disminuyen o se
estancan en un contexto de desempleo alto. La solución preferida en el mar-
co de la economía de mercado es mantener los salarios bajos para elevar el índi-
ce de ocupación, y luego completarlos con pagos suplementarios. Muchos países
de la UE ya han adoptado medidas al respecto y las complementan con salarios
mínimos legales o por convenio colectivo, para evitar que los empresarios susti-
tuyan a los trabajadores mejor pagados por otros con sueldos más bajos, argu-
mentando que estos últimos pueden solicitar pagos suplementarios. 

En la UE, el aumento de la competencia generada por los inmigrantes prove-
nientes de los países miembros más pobres y dispuestos a aceptar bajos sala-
rios hace que los salarios mínimos sean un medio adecuado para frenar esta

carrera por lograr tarifas más bajas. En
este contexto, se podría pensar en una
política europea de salario mínimo
que se ocupara de evitar que las em-
presas no se lancen a una carrera con
efectos sociales negativos. Los salarios
mínimos disminuyen también la nece-
sidad de subvenciones salariales que,
como toda subvención, desfiguran la

competencia. Aunque es cierto que las subvenciones se aplican mediante pa-
gos o desgravaciones fiscales a los trabajadores y no directamente a las em-
presas, el efecto distorsionador de la competencia es en última instancia el
mismo. En la mayoría de los Estados miembros existen salarios mínimos,
aunque en niveles muy diferentes. Su magnitud podría ser objeto de una
coordinación por parte de la UE.
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En suma, no es tanto la globalización o la integración de los mercados la que
dificulta la equidad social, sino el ordenamiento específico de los mercados.
En ese ordenamiento influyen los distintos grupos sociales y sus respectivos
intereses. Al respecto, en los últimos años los intereses de las empresas y los
de los ciudadanos más acomodados han logrado imponerse utilizando há-
bilmente la globalización como instrumento para defender sus posiciones.
Los mismos intereses casi no encuentran resistencia incluso en el orden supra-
nacional europeo. Y, como se sabe, es cada vez más la UE, y cada vez menos el
Estado nacional, la que se encarga de regular los mercados y garantizar la
equidad distributiva.

■ La difícil gestión de la convergencia nominal y real

Dentro de la UE, cada país puede decidir en forma relativamente libre la dis-
tribución de bienes públicos y las políticas de protección social, de acuerdo
con el nivel de productividad de su economía. El intento de consumir –inclu-
yendo el consumo colectivo– más de lo que ese nivel de productividad per-
mite genera inflación y excedentes de importación. Para restablecer el equili-
brio económico exterior, suele recurrirse a una devaluación. Y lo mismo a la
inversa: un crecimiento de la productividad económica por encima del pro-
medio exige que también los precios y los ingresos en los sectores menos pro-
ductivos suban (efecto Balassa-Samuelson). Tales procesos tienen que ir
acompañados, por tanto, de una revalorización real, en forma de mayor infla-
ción o de un ajuste en el tipo de cambio.

Tradicionalmente, como señalaba el artículo 2 del antiguo Tratado de Niza de
la UE, uno de los objetivos del proceso de integración era lograr un equilibrio
del ingreso regional en un sentido de cohesión social. A la luz de todo lo se-
ñalado, esto implica un componente real, es decir, elevar la productividad
económica de los Estados más pobres, y un componente nominal, es decir,
manejar los tipos de cambio reales entre los Estados miembros.

El primer objetivo se intentaba alcanzar, en primer lugar, con la política regio-
nal y estructural de la UE. Ambas políticas implican la transferencia de recur-
sos desde los países más ricos a los más pobres, por una suma que equivale a
aproximadamente 0,3% del PIB de la UE, y que constituye alrededor de 3% del
PIB de los países receptores. De esa forma, los países receptores logran elevar sus
ingresos en el corto plazo. Sin embargo, los efectos a largo plazo del incremento
de la productividad son menos claros. Mientras algunos países y regiones, como
por ejemplo Irlanda, emplearon exitosamente los recursos comunitarios, otros,
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a pesar de las gigantescas ayudas, permanecieron relativamente pobres: es el
caso de Grecia, el Mezzogiorno en Italia y Alemania Oriental. La política de
equiparación de ingresos más exitosa desde 1995 fue la unión monetaria, que
a través de reducciones del interés real desencadenó fuertes procesos de cre-
cimiento en los países más pobres de la eurozona. En la medida en que ese
crecimiento estuvo dirigido hacia las inversiones, elevó también la producti-
vidad. Sin embargo, a menudo se produjo también una expansión del consu-
mo, acompañada por una suba de la inflación y un incremento del déficit de
la balanza de pagos, que luego requirieron dolorosos ajustes, como sucedió
en Portugal. 

El segundo objetivo de la UE debería ser el ajuste del ingreso nominal a la pro-
ductividad promedio. Pero la UE no persigue este objetivo sino que se esfuer-
za, en primer lugar, por alcanzar la estabilidad de precios y del tipo de cam-
bio. De todas maneras, dentro de la eurozona el tipo de cambio nominal está
establecido. El tipo de cambio real depende del desarrollo de la inflación y de
los salarios en cada país. En los últimos años, Alemania ha devaluado en tér-
minos relativos y ha elevado así, a costa de los demás Estados miembros, su
competitividad de precios. Una política económica coordinada tendría que
impedir tales políticas de beggar-my-neighbour, urgiendo a elevar los sala-
rios de manera apropiada –es decir, según la productividad– e igualmen-
te impedir excesos en los aumentos salariales. Para ello, el Banco Central
Europeo (BCE) podría elevar las tasas de interés. Pero como una política
monetaria restrictiva de este tipo afecta a todos los países, independiente-
mente de su situación económica coyuntural, resulta poco apropiada co-
mo instrumento redistributivo. Por tanto, la UE tendría que practicar un
intenso diálogo macroeconómico que ponga sobre el tapete la política sa-
larial y fiscal de sus Estados miembros. Más eficiente aún sería un seguro
europeo de desempleo, similar al de EEUU, que apoyara el efecto de los es-
tabilizadores automáticos mediante asignaciones a la seguridad en caso
de desempleo coyuntural.

Con respecto a los Estados miembros más pobres, la convergencia apunta so-
bre todo a preparar apropiadamente la introducción del euro. La UE espera de
los nuevos miembros tasas de inflación igual de altas que las de la vieja UE y
tipos de cambio estables con respecto al euro. De esta forma quedarían exclui-
das las revalorizaciones reales, que han constituido hasta ahora una parte im-
portante de los procesos de convergencia. En correspondencia con ello, la bre-
cha entre tipo de cambio y poder adquisitivo se va cerrando lentamente. Sin
embargo, la mayoría de los nuevos miembros apenas son capaces de cumplir
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con estas exigencias políticas de la UE, por lo que hay escepticismo en cuanto
a un pronto ingreso a la eurozona, como se vio claramente en el caso de Litua-
nia en 2006.

Es que, a diferencia de lo que ocu-
rrió en su momento con Irlanda,
casi todos los nuevos miembros de
Europa central y oriental registran
un alto déficit fiscal y de balanza
de pagos. Incrementar la demanda
interna mediante salarios más al-
tos parece por lo tanto aconsejable
solo de manera muy limitada, si
bien la productividad en el sector moderno de la economía debería permitir-
lo. Pero incluso si el déficit no existiera, la UE frenaría una equiparación más
rápida de los ingresos mediante la política de preparación de los nuevos
miembros para la entrada al euro.

De todas maneras, habría que asegurar que también los empleados en secto-
res con escaso progreso de productividad física (como por ejemplo, peluque-
ros y maestros) participen del incremento de bienestar general de la sociedad
(efecto Balassa-Samuelson). Junto con los salarios, aumenta en esos sectores
también la productividad medida en términos monetarios. Un posible punto
de partida sería una coordinación de la política salarial en el sector público.
También aquí debería tratar de lograrse, en el largo plazo, una remuneración
igual, medida en poder adquisitivo, para toda la UE. Al mismo tiempo, una
política salarial coordinada apuntaría a prevenir sobrevaloraciones reales en
el euroespacio, junto con sus dolorosas consecuencias de ajuste. Para avanzar
en una política de ingresos común, que procure un desarrollo salarial orienta-
do hacia la productividad, y en vista de las débiles competencias de la UE en
ese sector (con excepción del sector agrario), puede pensarse en el método
abierto de coordinación.

■ Perspectivas: enseñanzas para y de Europa

Para lograr más equidad social en Europa hay que revertir la tendencia a la
creciente desigualdad intraestatal, así como acelerar la convergencia interes-
tatal. Una Europa social necesitaría una política macroeconómica coordinada
para fortalecer la demanda y el empleo. Para ello, habría que equiparar el de-
sarrollo de los salarios y el de la productividad. Las prioridades nacionales de

Es que a diferencia de lo que 

ocurrió en su momento con Irlanda,

casi todos los nuevos miembros 

de Europa central y oriental 

registran un alto déficit fiscal 

y de balanza de pagos ■



NUEVA SOCIEDAD 215
Michael Dauderstädt

146

la organización de la oferta de bienes y servicios públicos deberían conservar
suficiente margen de acción. La revaloración real (mediante inflación más al-
ta o revaloración nominal de la moneda nacional), imprescindible para lograr
que los países más pobres ganen terreno, no debería seguir siendo sacrifica-
da a los criterios de Maastricht, que establecen una convergencia nominal. Es-
tas macropolíticas deberían complementarse mediante una extendida políti-
ca de competencia que frene la carrera de las subvenciones a las empresas a
través de salarios e impuestos bajos. Un impuesto empresarial europeo unifi-
cado, que podría servir también para financiar el presupuesto de la UE, sería
a largo plazo la mejor solución.

¿Qué puede aprenderse de Europa para mejorar la equidad social en el mun-
do? También aquí valen en principio los mismos objetivos: disminución de la
desigualdad intra- e interestatal. Intraestatalmente se trata, en primer lugar,
de lograr la modernización y el desarrollo de la productividad. Los mercados
abiertos de bienes y capitales podrían contribuir a ello. Pero se requiere de in-
tervenciones políticas para que los progresos de productividad que produce
la competencia global se conviertan en crecimiento sostenible para todos:

a) Una política monetaria internacional que asegure que se corrijan tanto las
sobrevaloraciones como las subvaloraciones, de modo de minimizar los gran-
des desequilibrios en la balanza de pagos y las caídas de la demanda.

b) La equidad social dentro de los países tiene que garantizar una adecuada
participación del sector tradicional (sobre todo, servicios estatales y privados
no comercializables, así como el sector agrario) en el crecimiento de la pro-
ductividad y de los ingresos. Esto es esencial para frenar la carrera por lograr
las tarifas más bajas en la subvención a los sectores internacionalizados. Si se
deja esto en manos del proceso de ajuste de precios, se perpetuarán las defor-
maciones. Una política de competencia con carácter internacional tendría que
examinar estos procesos y advertir sobre ellos.
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En los últimos años, América Latina 

demostró que es posible compatibilizar un

alto crecimiento económico con avances

sociales significativos. Sin embargo, el

cambio de algunas condiciones externas,

consecuencia de la crisis de Estados 

Unidos y la inflación mundial, obliga a 

reflexionar sobre la posibilidad de realizar

algunas modificaciones. Es necesario, 

en primer lugar, revisar los sistemas 

tributarios, que en América Latina 

descansan básicamente en los impuestos

sobre el consumo, y elevar la recaudación

de los impuestos sobre la renta, de 

modo de lograr efectos más progresivos.

Al mismo tiempo, es importante garantizar 

el incremento del gasto social registrado

en los últimos años, pero también 

procurar una mayor eficiencia en la 

asignación de esos recursos. Solo así 

será posible compatibilizar el desarrollo

económico con el bienestar social.

Desigualdad es sinónimo de América Latina. Cuando se compara la re-
gión con otras zonas del mundo, la desigualdad aparece como el rasgo

más característico. Las diferencias entre ricos y pobres, entre empleo formal e
informal, entre privilegiados y excluidos, concentran la atención tanto de los
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análisis académicos como de los gobiernos. Varios motivos explican esta per-
sistente desigualdad: desde razones históricas hasta la falta de voluntad po-
lítica para resolverla. Sin embargo, la forma, la expansión y la gestión de
nuestras economías son factores determinantes para entender el cuadro
de desigualdad actual y las posibles formas de disminuirla. 

El combate contra la desigualdad –y la lucha contra la pobreza– ha comenzado
a ganar espacio en las políticas públicas, y así lo evidencian la creación y la ex-
pansión de diferentes programas sociales, como los de transferencia de renta. Es
posible incluso que estos programas de transferencia de renta hayan contribui-

do a desplazar la atención de las ne-
cesarias políticas públicas de carácter
universal, como las de educación y
salud. Lo que es innegable, en todo
caso, es que la creciente conciencia
acerca de la necesidad de combatir la
desigualdad ha cambiado la agenda
del debate acerca de la política fiscal
en América Latina. Frente al desafío
de conciliar el financiamiento respon-

sable con un gasto social creciente, la cuestión fiscal se convierte en el principal
punto de interconexión entre las políticas económicas y sociales. 

Conciliar políticas sociales más activas con políticas económicas que promue-
van el crecimiento sin comprometer la estabilidad constituye el objeto de refle-
xión del presente trabajo. Se anticipa que no se pretende resolver en tan pocas
líneas un problema tan vasto, sino ofrecer algunos elementos para contribuir
al debate. 

Si el desafío ya es complicado, se torna todavía más difícil al tener en cuenta
los condicionamientos históricos. Basta recordar que, además de la desigual-
dad, otra característica típica de América Latina es que ha constituido un
campo de pruebas para una amplia variedad de «modelos» no convencionales
de políticas económicas. Desde inicios del siglo XX, la región alternó periodos
de mayor o menor intervención estatal, apertura al comercio exterior, ingre-
sos y fugas de capitales, expansión acelerada y fuerte retracción de la inver-
sión pública, junto con la emergencia tardía de nuevas formas de protesta so-
cial. Esas políticas, calificadas como diferentes estilos de desarrollo, fueron
clasificadas como «neoliberales», «reformistas» o «desarrollistas», entre otras
definiciones (Bielschowsky/Mussi).
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Hasta fines del siglo pasado, se registraron sucesivas y graves crisis externas,
que incluso golpearon a los países más importantes, como Brasil, Argentina y
México, convirtiendo a la región en el epicentro de turbulencias que tuvieron
efectos en la economía internacional. El nuevo siglo trajo un ciclo de rápida e
intensa expansión económica, al menos desde 2002, empujada inicialmente
por las exportaciones favorecidas por la aceleración del crecimiento mundial
(aún mayor entre las economías emergentes, especialmente en China) y el conse-
cuente incremento de los precios de los commodities. En un primer momento, el
incremento de los ingresos públicos mejoró los resultados fiscales –el superávit se
elevó y la deuda se redujo–, lo que luego permitió una expansión del gasto,
desde los programas sociales hasta las inversiones en infraestructura. La bonan-
za externa se transformó en una bonanza económica, fiscal y social. 

Pero la perspectiva de la región debería despertar al menos cierta preocupa-
ción. El origen de la bonanza (el sector externo) puede ser también el que pro-
voque la tempestad: la desaceleración de la economía estadounidense y las
fuertes turbulencias financieras internacionales que se viven hoy constituyen
un peligro, aunque sea diferido, de una moderación e incluso de una inver-
sión del ciclo de crecimiento. Ello sin contar el regreso de la inflación a escala
internacional por la subida de los precios de los commodities, que ya no solo
afecta al petróleo sino también a los alimentos, sin que sea posible todavía es-
timar si se trata de un fenómeno estructural o de un efecto de la especulación. 

La tristemente histórica volatilidad económica y política de América Latina
obliga a formularnos la siguiente pregunta: ¿se justifica el optimismo? (Ma-
chinea/Kacef). Algunos académicos –y la gran mayoría de los políticos– man-
tienen una visión optimista. Desde este punto de vista, el incremento de los
precios de los commodities, aunque impacta en la inflación, puede transformar-
se también en un remedio para las economías latinoamericanas, teniendo en
cuenta que la región es un importante productor agrícola y de minerales, para
no hablar de los nuevos descubrimientos de petróleo. La crisis de las eco-
nomías desarrolladas puede ser corta y no tan profunda. Además, la expan-
sión de China y del resto de las potencias emergentes podría compensar la
desaceleración de los países ricos. Irónicamente, la única certeza para América
Latina es la fuerte incertidumbre1. 

1. En un reciente seminario de la Cepal sobre política macroeconómica y fluctuaciones cíclicas,
los trabajos presentados señalaron los desafíos de marcar y proyectar los ciclos y la necesidad
de entender sus impactos sobre las economías de la región. V. <www.eclac.cl/cgi-bin/getProd.
asp?xml=/de/noticias/noticias/3/32673/P32673.xml&xsl=/de/tpl/p1f.xsl&base=/de/tpl/
top-bottom.xsl>.
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En este contexto, es difícil pedir moderación macroeconómica y prudencia
fiscal a gobiernos que, después de años, por primera vez pudieron comenzar a
enfrentar las demandas económicas y sociales reprimidas, especialmente con un
gasto público que supera los estándares más altos de las últimas décadas. En ese
sentido, este artículo defiende la idea de que existe una mayor madurez en la ges-
tión de la política económica en la región y que las políticas sociales se han con-
solidado a punto tal que han reducido el supuesto conflicto entre lo social y lo
económico. Sin embargo, es preciso reflexionar más y cuestionarse mejor el pa-
pel reservado al Estado en esa nueva trayectoria de desarrollo. 

En efecto, hoy es necesario avanzar en nuevas reformas (por ejemplo, en el
campo tributario y de la seguridad social). Y al mismo tiempo, para consoli-
dar los avances sociales, será necesario mejorar la calidad del gasto. 

Desde ya, es necesario anticipar y refutar la idea de que esto supone un re-
greso al neoliberalismo. En realidad, más allá de cualquier ideología, no pres-
tar atención a los temas propuestos implica despreocuparse del crecimiento y,
por lo tanto, debilitar cualquier posibilidad de avanzar hacia políticas socia-
les universales. Si esto ocurre, crece la importancia de los programas focali-
zados en los más pobres, que disminuyen la pobreza pero no transforman la
sociedad. Además, creer que la globalización fusionó la economía mundial
con la nacional implica suponer que no existe ningún interés nacional que de-
ba ser defendido y trabajado (Serra). Nada más liberal que, frente a una po-
sible reversión de la tendencia positiva, limitarse a rogar que la crisis de los
países más ricos no llegue a los más pobres, o sentarse a esperar que lleguen
los beneficios derivados del auge de China, en lugar de repensar, desde cada
país, los problemas y las prioridades, y diseñar una estrategia de largo plazo
para buscar y conciliar el crecimiento económico con el bienestar social. 

Impulsar una nueva agenda de reformas, incluida una nueva política fiscal,
constituye una actitud progresista. Es justamente lo opuesto al neoliberalis-
mo, que apuesta a que el desarrollo se produzca como resultado de los vientos
que soplan desde el exterior. En una estrategia progresista (Serra), la pro-
ducción y el empleo son incentivados mediante acciones públicas delibera-
das, se busca la excelencia en la regulación estatal –lo que implica sustituir
al antiguo Estado que interviene directamente en la economía– y en las polí-
ticas sociales que privilegian la universalidad –lo que supone atreverse a
ofrecer a los sectores más pobres un tratamiento más integral que una mera
asistencia social–. En esta agenda transformadora, repensar los modelos de
financiamiento y de gasto público resulta crucial. 
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En resumen, la tesis central de este artículo es que América Latina demostró,
en los últimos años, que es capaz de compatibilizar la búsqueda de mayor de-
sarrollo económico con un mayor bienestar social, pero que hoy existen nue-
vos e importantes desafíos para continuar ese camino. Para desarrollar esta
argumentación, el artículo está estructurado en dos partes. La primera anali-
za la compatibilidad entre crecimiento económico y políticas sociales. La se-
gunda procura identificar los desafíos que deben enfrentarse para profundi-
zar esta convergencia. 

■ La reciente (y excelente) evolución económica y social

América Latina creció 26,5% entre 2002 y 2007, la mayor expansión continua
desde la década del 70 (Machinea/Kacef). Esta evolución no fue igual en to-
dos los países. Los dos más grandes, Brasil y México, mostraron un creci-
miento menor, mientras que otros, como Argentina y Venezuela, registraron
una tasa mayor tras haberse recuperado de crisis profundas. En general, la
renta per cápita se elevó 18,4% entre 2002 y 2007. La renta anual promedio de
un latinoamericano es hoy de 8.700 dólares, medida según poder de compra.
En términos comparativos, nuestra región equivaldría a una clase media
mundial (PNUD).

Al mismo tiempo, la región ha registrado una evolución favorable de los in-
dicadores sociales, aunque por supuesto continúa lejos de los niveles de los
países más ricos. Uno de los avances más importantes fue la reducción de la
pobreza, de 48,3% en 1990 a 35,1% en 2006. La pobreza extrema, en tanto,
también disminuyó, de 22,5% a 12,5%. En términos absolutos, los datos de
2006 confirmaron una caída del número de pobres: 71 millones, frente a 93
millones en 1990 (Cepal 2007b).

El Índice de Desarrollo Humano (IDH) de América Latina alcanzó 0,803 en
2005, muy superior a otras regiones menos desarrolladas, próximo al de los
países del Este europeo (0,808) y no muy distante del de los integrantes de la
Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE) (0,916).
La cobertura en los tres niveles educativos alcanzó 81,2%, frente a 88,6% de
la OCDE y 64,1% del promedio de los países menos desarrollados. En la ense-
ñanza primaria, la cobertura alcanzó 94% en 2005. En el plano de la salud, la
mortalidad infantil se redujo, de 86 por cada 100.000 nacimientos en 1970 a 26
por cada 100.000 en 2005, aunque todavía lejos de los países ricos (nueve por
cada 100.000) (PNUD).
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Más recientemente, los indicadores de desigualdad presentaron también una
evolución favorable. El coeficiente de Gini de los principales países, como Ar-
gentina, Brasil, Chile y México, mejoró en los últimos años (Cepal 2007b). In-
cluso en países con una alta concentración de la renta, como algunos de los de
América Central, se registraron también pequeñas mejoras. No obstante, la
desigualdad en América Latina continúa siendo muy elevada: el Gini supera
en dos tercios al de la OCDE. El decil más rico recibe, en promedio, 36% de la
renta de los hogares; la diferencia de renta entre el quintil más rico y el más
pobre es de aproximadamente 20 veces. 

La mejora en las condiciones de vida de los latinoamericanos estuvo asociada
a un aumento continuo del gasto social. Medido per cápita, el promedio de
América Latina pasó de 440 dólares en 1990 a 624 a fines de 2000 y 658 en
2005. En porcentaje, durante los 90 el gasto se elevó en 41,8% y en lo que va
del siglo se incrementó 5,5%. En otras palabras, desde 1990 el gasto social se
elevó prácticamente 50%. En términos de porcentaje del PIB de la región, el in-
cremento, como muestra el gráfico 1, fue de cerca de tres puntos, ya que pasó
de 12,9% a 15,9% (Cepal 2007b). 

Fuente: Cepal (2007b), gráfico II.2. 

América Latina (21 países): gasto público social como porcentaje del PIB,
1990-1991 a 2004-2005 (en porcentaje)
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El análisis del gasto social requiere importantes aclaraciones. En primer lu-
gar, las diferencias entre los países son significativas. En el país con mayor
gasto per cápita, este es 17 veces mayor que en el de menor gasto. En segun-
do lugar, hay que apuntar que no fue en la educación ni en la salud donde
ocurrieron los mayores incrementos del gasto social: como muestra el gráfico
2, más de la mitad del gasto social adicional fue absorbido por aumentos des-
tinados a la previsión social y la asistencia social.

Más allá del aumento del gasto y de las áreas a las que se destinó, es impor-
tante analizar su financiamiento. El incremento del gasto social se explica por
aumentos en la carga tributaria más que por una mayor participación en el
presupuesto, es decir, por registrar un crecimiento mayor que otros gastos. En
términos generales, en 2005 el gasto social representó cerca de 80% del gasto
público total, un porcentaje no muy diferente del de 1990. Por otro lado, esti-
maciones de la Cepal indican que, en los últimos años, la presión tributaria
media de la región se incrementó cuatro puntos, de 16% a inicios de los 90 a

Fuente: Cepal (2007b), gráfico II.4. 

América Latina (21 países): cambio del gasto público social como porcentaje del PIB

según sectores, 1990-1991 a 2004-2005 (en porcentaje)

Gráfico 2

18,0

16,0

14,0

12,0

10,0

8,0

6,0

4,0

2,0

0,0

Po
rc

en
ta

je
 d

el
 P

IB

Gasto en educaciónGasto social
total

Gasto en salud Gasto en seguridad
y asistencia social

Gasto en vivienda
y otros

19
90

-1
99

1
19

92
-1

99
3

19
94

-1
99

5
19

96
-1

99
7

19
98

-1
99

9
20

00
-2

00
1

20
02

-2
00

3
20

04
-2

00
5

19
90

-1
99

1
19

92
-1

99
3

19
94

-1
99

5
19

96
-1

99
7

19
98

-1
99

9
20

00
-2

00
1

20
02

-2
00

3
20

04
-2

00
5

19
90

-1
99

1
19

92
-1

99
3

19
94

-1
99

5
19

96
-1

99
7

19
98

-1
99

9
20

00
-2

00
1

20
02

-2
00

3
20

04
-2

00
5

19
90

-1
99

1
19

92
-1

99
3

19
94

-1
99

5
19

96
-1

99
7

19
98

-1
99

9
20

00
-2

00
1

20
02

-2
00

3
20

04
-2

00
5

19
90

-1
99

1
19

92
-1

99
3

19
94

-1
99

5
19

96
-1

99
7

19
98

-1
99

9
20

00
-2

00
1

20
02

-2
00

3
20

04
-2

00
5

12,9

3,29
4,29

3,06

5,26
6,97

1,28 1,21

3,39

15,9
3,0

1

0,3

1,71

-0,07



NUEVA SOCIEDAD 215
¿Cómo conciliar desarrollo económico con bienestar social?

155

cerca de 20% en 2005. Por lo tanto, el aumento en el gasto social estuvo aso-
ciado a un incremento de los ingresos2. 

En ese sentido, es necesario subrayar una importante conclusión del estudio
Cohesión social: inclusión y sentido de pertenencia en América Latina y el Caribe
de la Cepal (2007c), en el sentido de que la evolución del gasto social acom-
pañó el crecimiento económico regional sin perder prioridad en momentos de
crisis. Es decir, existió un comportamiento procíclico entre el gasto público
social y el crecimiento económico (ver gráfico 3), pero al mismo tiempo este
exhibió resistencia en tiempos de menor crecimiento o crisis. Por ejemplo, a
comienzos de los 90, el incremento del gasto social fue casi el triple que el
crecimiento económico. En los momentos de crisis, como en 1995 en México
y en 2002 en Argentina, el gasto social tuvo mayor resistencia. La experiencia
brasileña confirma la creciente rigidez del gasto social independientemente
de la evolución de la economía (Araújo). 

2. El caso de Brasil es emblemático. Entre 2000 y 2006, considerando solo el gobierno central, la
presión tributaria nacional creció 3,5% del producto (de 20,8% a 24,3% del PIB) y permitió aumen-
tar en 2,3 puntos del producto los gastos sociales (de 6,2% a 8,8% del PIB, incluyendo jubilaciones,
seguro de desempleo y Bolsa Familia, entre otros). Sin embargo, el incremento de los recursos
vinculados a la salud y la educación fue de solo 0,4% (de 2,2% a 2,5% del PIB).

Fuente: Cepal (2007b), gráfico II.5.

América Latina (21 países): variación anual del gasto social total 
y el PIB, 1991-2006 (en porcentaje)
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El carácter procíclico del gasto social respon-
de, en gran parte, a la capacidad de financia-
miento del Estado. La expansión reciente del
gasto fue resultado, principalmente, del au-
mento de la presión tributaria3. Pero como ya
se señaló, el gasto social muestra también cier-

ta resistencia a disminuir en periodos de crisis. En ese sentido, un determi-
nante del gasto social que no tiene carácter cíclico es el político. La evidente
preocupación por la cuestión social es una respuesta de los gobiernos a sus
electores. La sucesión de elecciones en todos los países de la región contribu-
yó a darle visibilidad y a instalar en el centro del debate público las acciones
sociales. Hasta 2002, a falta de un mayor dinamismo económico, se exigió una
focalización de las políticas sociales. Ese diagnóstico fue reconocido por los
sectores más comprometidos con las reformas liberales, que incluyeron en
su agenda la utilización de programas focalizados. Los resultados iniciales
de esos programas generaron una razonable cobertura y progresividad en
los gastos4. 

Además de mejorar la situación social, el gasto público social ha contribuido
al crecimiento económico a través de un incremento del consumo masivo.
Los programas de combate al trabajo infantil y esclavo y los subsidios para
mejorar y extender el acceso a la educación y la previsión social reducen la
presión sobre el mercado de trabajo. Ello, junto con políticas de mejoramien-
to de las condiciones salariales por una mayor capacidad de negociación de
los sindicatos, además de los programas de transferencia de renta, produce
una expansión del ingreso nacional. A esto hay que sumar el estímulo deriva-
do de una mayor oferta de crédito, ya sea vinculado al consumo (como por
ejemplo, de automóviles) o inversiones (en viviendas). En el caso de Brasil,
esta expansión del crédito se vio facilitada por iniciativas gubernamentales
para ampliar el acceso y reducir los costos de los préstamos bancarios. 

La expansión del consumo estimula el mercado interno. La ocupación de la
actual capacidad productiva alienta decisiones de inversión y la búsqueda de

3. Cabe señalar, sin embargo, que la ayuda externa fue muy importante en los países de menor de-
sarrollo, como los de Centroamérica y Bolivia. En particular, algunos programas de transferencia
de renta, cuyos gastos tienden a ser inferiores a 1% del PIB, fueron financiados en buena medida
por fuentes externas, especialmente vía organismos multilaterales: la Cepal relevó tales programas
en 16 países y observó que nueve de ellos contaban con recursos externos. Ver Cepal (2007b), cua-
dro II.2, p. 26.
4. V. Cepal (2007b), gráfico II.9, p. 19.
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una mayor productividad, especialmente frente a la competencia de produc-
tos importados facilitada, en casi todos los países, por la depreciación del
dólar. Este ciclo genera un aumento de la demanda de energía y logística,
que exige una infraestructura capaz de garantizar el aumento de la produc-
ción. En ese punto, la inversión estatal resulta fundamental (Afonso/Biasoto/
Araújo). 

En este ciclo virtuoso, la vulnerabilidad externa debe ser reducida o controla-
da. Los recientes resultados de la balanza de pagos de América Latina facili-
taron la expansión del consumo: la mejora de los términos de intercambio
(20% entre 2002 y 2007), el fuerte incremento de las exportaciones (en 2007
fueron el doble que en 2000), el balance positivo en cuenta corriente y la con-
secuente acumulación de reservas internacionales definen un escenario iné-
dito. Varios países lograron reducir sensiblemente su deuda externa neta: a
fines de 2007, la deuda bruta de la región se estimaba en 677.000 millones de
dólares, con reservas de 440.000 millones (en 2002, la deuda era 746.000 millo-
nes y las reservas, 165.000 millones) (Cepal 2007a).

Con una menor vulnerabilidad externa, América Latina exhibe un equilibrio
macroeconómico. En los últimos años, la región consiguió controlar el proce-
so inflacionario. En 2002, el promedio de inflación había alcanzado 12,2%, el
doble que el año anterior, debido a la crisis de Argentina y las presiones espe-
culativas en Brasil. En 2006, la inflación ya había retrocedido a 5% y en 2007
fue de solo 6,1%. Esto fue resultado, entre otros factores, del comportamiento
de la tasa de cambio. Tomando como base el año 2000, la tasa de cambio efec-
tiva real de la región en 2007 estaba solo 11% desvalorizada, tras haber llega-
do a desvalorizarse casi 25% en 2004, lo que implica una apreciación de 12%.
Ese proceso reciente de valorización o estabilidad real de la tasa de cambio se
observa en casi todos los países (Cepal 2007a). 

Los resultados fiscales, especialmente en aquellos países con ingresos vincu-
lados a la exportación de recursos naturales, posibilitaron significativos supe-
rávits primarios. En el promedio regional, el déficit primario de 0,3% del PIB

en 2003 se convirtió en un superávit de 2,2% del PIB en 2007. 

En suma, se ha registrado un importante avance del gasto social en simultá-
neo con una bonanza económica y un equilibrio macroeconómico. Hasta el
momento, el incremento del gasto social no generó dificultades para su finan-
ciamiento. Por el contrario, demostró haber contribuido al mantenimiento del
nivel de actividad interna, además de procurar mantener las condiciones
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básicas de educación y salud. Sin embargo, el gasto social de varios países de
la región sigue siendo insuficiente para atender las demandas y los derechos
de la población. 

■ Los nuevos desafíos para el desarrollo

Aunque la experiencia reciente de América Latina permitió compatibilizar el
aumento de gasto social con el crecimiento económico, la percepción general
es que el nivel de bienestar alcanzado no es suficiente. De hecho, existe una
creciente demanda por más derechos, ya sean económicos, sociales o cultura-
les. Por un lado, la función del Estado consiste en proveer de la forma más
eficiente posible los servicios necesarios para que todos puedan usufructuar
esos derechos5. Por otro lado, la capacidad efectiva del Estado de realizar esa
tarea se encuentra limitada por la falta de recursos, por la regresividad de sus
políticas o por la incapacidad para ofrecer esos servicios6.

En 2002, la Cepal ya alertaba sobre la dificultad de compatibilizar ambas co-
sas. «La vigencia de los derechos económicos, sociales y culturales tiene que
ser compatible con el nivel de desarrollo alcanzado y con el ‘pacto fiscal’ que
prevalece en cada sociedad, evitando que se traduzcan en expectativas insa-
tisfechas o en desequilibrios macroeconómicos que afecten, por otras vías, a
los sectores que se busca proteger» (Cepal 2002). 

En este contexto, la ya mencionada madurez de la gestión económica y la efi-
ciencia de las políticas sociales constituyen factores claves para enfrentar los
nuevos desafíos. Esto implica buscar más recursos mediante la expansión de
la producción y de la productividad y gestionar mejor los servicios sociales.
Pero, como sostiene Lerda (2008), esto será posible teniendo en cuenta que
«cada país solo puede aspirar a la equidad que su Tesoro Nacional puede fi-
nanciar»7. En este contexto, los desafíos que se imponen son al menos dos:
una nueva agenda tributaria y una mayor eficiencia en el uso del gasto social. 

Hacia una nueva agenda tributaria. La búsqueda de equidad puede conver-
tirse en central para una reforma tributaria en América Latina (Centrángo-
lo/Sabaini). En las décadas del 80 y 90, el IVA fue el instrumento que más atención

5. V. Cepal (2000).
6. La provisión de servicios no necesariamente tiene que ser realizada por el Estado. El sector pri-
vado puede realizarlo por contratación o asociación o por la venta de sus servicios a la población. 
7. Ver Lerda (2008) para un excelente análisis sobre la búsqueda de la equidad en las políticas pú-
blicas.
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mereció8. Pero este proceso de reforma tributaria fue incompleto: la recauda-
ción todavía es baja, atender las obligaciones tributarias genera altos costos y
resulta muy complejo (compliance), el sistema continúa siendo ineficiente para
las empresas (no competitivo) e inequitativo para las familias (regresivo).

Una nueva ola de reformas debería desplazar el IVA como pilar central de la
recaudación y reemplazarlo por los impuestos a la renta y el patrimonio. Si se
tienen en cuenta estas cuestiones, la distancia entre las economías latinoame-
ricanas y los países más ricos es amplia. Una comparación reciente (Barreix/Ro-
ca) muestra que la presión tributaria promedio de los países de la OCDE es de
35,9%, contra 20,5% en América Latina. Esto implica que aquellos países
recaudan 78% más. Pero la distancia total oculta las diferencias entre impues-
tos. En el IVA, los países de la OCDE recaudan solo 16% más que los latinoame-
ricanos, mientras que en el caso del impuesto a la renta la diferencia es 229%
y en el caso de la renta personal, 658%. 

Esta comparación estadística permite presentar algunas reflexiones sobre los
rasgos más característicos de la estructura tributaria latinoamericana. El IVA la-
tinoamericano está muy próximo al europeo, con una semejante –y adecuada–
organización institucional, aunque aquí las alícuotas tienden a ser superiores, la
base más reducida y el cobro se realiza de manera poco simplificada. 

Fuente: elaborado a partir de Barreix y Roca (2007), p. 137. 

Carga tributaria comparada: OCDE y América Latina, 2004

Cuadro

Ingresos Porcentaje del PIB Porcentaje relativo

OCDE América Latina Diferencia

Ingreso tributario 35,9 20,2 15,7 78

IVA 6,7 5,8 0,9 16
Impuesto a la renta 12,5 3,8 8,7 229

- empresarial 3,4 2,6 0,8 31
- personal 9,1 1,2 7,9 658

Seguridad social 9,3 2,8 6,5 232
Otros 7,4 7,8 -0,4 -5

8. Brasil quizás sea el único país latinoamericano que aún no modificó adecuadamente su tributación
indirecta, por lo que el debate sobre la reforma continúa girando en torno de un idealizado IVA.
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El IVA es un buen instrumento de recauda-
ción, pero tiene un efecto redistributivo
moderado (Barreix/Roca). En ese sentido,
una región como América Latina, caracte-
rizada por una profunda desigualdad, exi-
ge una buena selectividad en la aplicación
del impuesto. Esto supone más franjas con
diferentes alícuotas cada una, una amplia
extensión en los bienes de consumo de lujo
o superfluo y una reducción en los de la ca-
nasta básica. Esto, sin embargo, se ve obstacu-

lizado por la simplicidad del impuesto y la concentración del cobro en las
importaciones y los regímenes de presunción (incluso en la sustitución tribu-
taria e incidencia de las microempresas solo sobre la facturación). El resulta-
do es que, contra lo que recomiendan la teoría y el sentido común, el sistema
impositivo latinoamericano tiende a concentrarse en impuestos indirectos
que generan un efecto regresivo, como lo demuestra el caso brasileño9. 

La gran apuesta de una nueva reforma debería concentrarse, entonces, en el
impuesto a la renta personal (las ganancias de los individuos). En América
Latina, las alícuotas fueron reducidas a porcentajes un poco más bajos que los
aplicados en los países ricos, pero la base tiende a ser muy limitada debido a
las exenciones. La comparación con la OCDE indica que puede haber un po-
tencial de recaudación por explotar, pues nada justifica que la diferencia en-
tre el impuesto a la renta personal y los demás tributos, especialmente el IVA,
sea tan grande. Además de incrementar la recaudación, una reforma en este
sentido genera un efecto redistributivo.

Mientras casi todos los países latinoamericanos se inclinan por la creación y
el cobro de impuestos considerados dudosos y polémicos –como el impuesto
a las transacciones financieras y a las exportaciones y la generalización de los
regímenes simplificados–, al mismo tiempo recaudan muy poco a través de
gravámenes a la propiedad, pese a que algunos países innovaron de un mo-
do tal que gravaron hasta los activos empresariales. 

En el caso de las contribuciones sobre los salarios, los países latinoamericanos
recaudan mucho menos que los de la OCDE pese a tener alícuotas muy elevadas.

9. Zockun (2007) estima que en Brasil la presión tributaria media de una familia del primer decil
(con ingresos medios inferiores a dos salarios mínimos, proyectada en 48,8% del ingreso familiar),
representa el triple de la presión sobre aquellas familias de ingresos superiores a 30 salarios, en el
último decil (26,3% del ingreso familiar).
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Esta diferencia se explica por una serie de factores, como el menor tamaño re-
lativo del mercado formal de trabajo, las altas y estructurales tasas de desem-
pleo y el hecho de que los ciudadanos ricos actúan muchas veces como em-
presas individuales. 

El desafío es mayor de lo que parece. Si en cualquier región del mundo el cobro
de impuestos se dificulta por los problemas a la hora de identificar y gravar
adecuadamente actividades en expansión, como el comercio electrónico, los
servicios profesionales, la agricultura, las microempresas y el trabajo informal,
qué decir de una región en la que esto se agrava por la desigualdad de la renta,
del consumo y de la riqueza. Ello, desde luego, complica el diseño de un siste-
ma tributario más justo. Por ejemplo, es difícil elevar el impuesto a la renta so-
bre una población con una clase media limitada y un pequeño porcentaje de ri-
cos con altas ganancias en el exterior o vía empresas. Es todavía más difícil, por
ejemplo, cobrar un impuesto patrimonial cuando gran parte de la población re-
side en habitaciones miserables en las ciudades, mientras que en el campo pro-
liferan latifundios rurales cuyos propietarios dominan las políticas locales. 

Otra cuestión que debe ser enfrentada es la necesidad de una formalización
de los negocios y del propio mercado de trabajo. Las contribuciones sociales
y las demás formas de tributación de los salarios también deben constituir
un tema central en esa nueva agenda de equidad tributaria. En este punto,
el problema no se limita a la tendencia a que los trabajadores con baja cali-
ficación y bajos salarios no tengan una relación formal y estén, por lo tanto,
fuera del mundo del trabajo formal, conformando un sector informal rele-
vante o hasta dominante en la economía. Es importante señalar además que,
en la cima de la pirámide, cada vez más trabajadores de alta calificación
tienden a salir del mercado formal y organizarse como personas jurídicas,
muchas veces por falta de opciones, dado que el empleador impone una de-
terminada forma de contratación con el objetivo de reducir sus costos (tribu-
tarios) y sus riesgos (de empleo). Este fenómeno, característico de Chile des-
de hace un tiempo, se repite en economías grandes, como la brasileña, y ya
aparece en las menores, como en la de Ecuador. Muchas veces a los empre-
sarios les resulta más fácil contratar trabajadores como prestadores de servi-
cios que como empleados. Ello deprime no solo la base de las contribucio-
nes sociales, sino también el rendimiento del trabajo sometido a impuesto a
las ganancias. 

Frente a tales desafíos, una nueva agenda de reforma tributaria que gire en
torno de la equidad requiere un apoyo popular más fuerte y decisivo que



NUEVA SOCIEDAD 215
Carlos Mussi / José Roberto R. Afonso 

162

las reformas de fines del siglo pasado. Algunas condiciones permiten cierto
optimismo. Son innegables los avances institucionales hacia una mayor
transparencia de las cuentas públicas, con un incremento de la participación
popular directa en el proceso presupuestario y una mejor preparación y res-
ponsabilidad de los legisladores. Además, la modernización de la cobranza
de impuestos y de la gestión fiscal ha avanzado: se realizaron inversiones im-
portantes en la informatización, muchas veces con decisivo apoyo externo
proveniente de las agencias multilaterales. Finalmente, será necesario conci-
liar la dependencia del «pragmatismo recaudador» que prevalece en muchos
países de la región (métodos de presunción de base, sustitución de contribu-
yentes, regímenes simplificados e impuestos temporarios a las transacciones
financieras) con la modernización del diseño y de la gestión impositiva.

Hacia una mayor eficiencia del gasto social. Como ya señalamos, el gasto
social en América Latina registró un aumento significativo, aunque persisten

importantes diferencias entre países, con ni-
veles insuficientes en ciertas áreas, mientras
que el gasto en previsión social representa una
parte significativa de ese incremento. En este
contexto, se imponen dos desafíos: distinguir
dónde se necesitan más recursos y buscar una
mayor eficiencia del gasto. 

En muchos países, la solución propuesta es au-
mentar la presión tributaria para financiar ese
incremento del gasto social. Esto genera fuer-
tes resistencias que muchas veces terminan

frustrando estas propuestas. Países con una presión tributaria menor, como
México o los de Centroamérica, buscan atender la necesidad de un mayor
gasto social con recursos no tributarios, provenientes de las empresas estata-
les, la explotación de recursos naturales o la ayuda externa. Los países con
una presión tributaria mayor, que consiguieron ampliar la base de cobro y
modernizar la maquinaria recaudatoria, logran recursos adicionales por esta
vía. La reforma chilena de los 90, que permitió incrementar la recaudación pa-
ra financiar el gasto social, es un ejemplo. En Brasil, el incremento en las alícuo-
tas de las contribuciones sociales posibilitó la cobertura de esos gastos. 

En los últimos años, la presión popular para elevar el gasto social se incre-
mentó con el ejercicio democrático de reivindicación de los derechos ciuda-
danos. El mayor peso de la seguridad social en el gasto social es un reflejo de
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los cambios demográficos, pero también de la recuperación de los valores rea-
les de los beneficios –que a menudo incluyó un aumento en las pensiones mí-
nimas– luego de la corrosión producida por las diferentes crisis. En varios
países, el debate sobre el futuro de la previsión social frente a la capacidad de
financiamiento de sus prestaciones permanece vigente10. En las otras áreas
que forman parte del gasto social, como salud y educación, se intentó conso-
lidar los presupuestos o buscar mecanismos de protección del gasto. En Bra-
sil, por ejemplo, se vincula el gasto en salud a la evolución del PIB11.

En la confluencia de esos dos movimientos (aumento de la presión tributaria
y, simultáneamente, del gasto social), el contribuyente latinoamericano –per-
sonas físicas y jurídicas– todavía discute cuál debe ser el límite de los nuevos
impuestos y contribuciones y cuál es su verdadero impacto sobre la pobreza
y la desigualdad. Aunque este tema alude sobre todo al sector formal de la
economía, que es el que paga impuestos directos, también involucra a la tota-
lidad de la población, debido a la característica regresiva e indirecta de la es-
tructura tributaria y la utilización generalizada del IVA. Pero además el acceso al
gasto social está diferenciado. El sector formal tiene la posibilidad de recla-
mar por sus derechos previsionales, mientras que los sectores más pobres,
generalmente informales, concentran sus reclamos en los servicios públicos
básicos de salud y educación. 

Las críticas acerca de la ineficiencia del gasto social surgen a partir de este deba-
te. Diferentes pruebas de evaluación en la educación o en los índices de atención
de la salud demuestran el mal desempeño de la región. En ese sentido, algunos
ejercicios de evaluación del gasto público indican que no necesariamente un ma-
yor gasto social está ligado a mejores resultados. Ribeiro (2008) identificó una
mayor eficiencia de los gastos públicos en países con un menor gasto total. Por
su parte, Mesa-Lago (2007) alerta sobre el desafío de utilizar el gasto de salud en
Brasil en el combate contra la pobreza y la desigualdad.

¿Qué estrategias han adoptado los países de la región en relación con su gasto
social? Una primera estrategia es la de la «inclusión social»: buscar identificar
a los grupos excluidos y compensarlos de tal forma que su vulnerabilidad sea
mitigada o atenuada en la emergencia. Los programas de transferencia de
renta, como el Bolsa Familia en Brasil, el Oportunidades en México o el

10. V. Cepal (2006).
11. Actualmente, el Congreso brasileño analiza nuevas alteraciones en esa regla, con fuertes pre-
siones para la garantía de mayores recursos para la salud.
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Chile Solidario, son ejemplos de esa opción. Otra estrategia es la del incre-
mento del capital humano y social, para mejorar la formación de las personas
y las instituciones, por medio del acceso universal a una educación de cali-
dad, a la salud y a la seguridad social. La Constitución brasileña de 1988 es
un ejemplo del intento de construir esa estrategia ciudadana y solidaria. Una
tercera estrategia es la de la libertad de iniciativa, que en teoría apunta a ge-
nerar oportunidades para todos, con menor intervención del Estado, de mo-
do que la economía recompense los esfuerzos individuales y promueva una
mejor asignación de los recursos. Esa última estrategia está en la base de las
reformas neoliberales de los 90. 

La realidad latinoamericana actual es resultado de una combinación de esas
estrategias. Se ha logrado estabilizar la economía, reducir la pobreza y la mi-
seria y recuperar el crecimiento. Pero ¿estamos efectivamente creando estruc-
turas sociales más justas? La desigualdad puede haberse reducido, pero la
violencia alcanza niveles casi insostenibles. El crecimiento económico puede
haberse retomado, pero la perspectiva de ascenso social a través del trabajo
asalariado parece cada vez más difícil. Mientras festejamos los pocos billetes
adicionales destinados a los sectores más pobres, observamos una clase me-
dia asfixiada por la presión tributaria. Mientras los empresarios celebran una
mayor capacidad de manejar sus empresas en una economía de baja infla-
ción, la competencia fomentada por la apertura y la globalización eleva sus
riesgos. Por último, se observa un Estado que continúa creciendo pero que
muchas veces no ofrece los servicios prometidos y a menudo está controlado
por dirigentes que desafían la ética mediante la corrupción y la injusticia. 

■ Conclusiones

Las reflexiones acerca de la necesidad de construir una nueva agenda tribu-
taria y mejorar la eficiencia del gasto social tienen como fundamento una idea
simple y esencial: las políticas sociales no deben ser tratadas de modo aisla-
do de la política económica. No basta con crear y expandir programas de
transferencia de renta; es preciso también universalizar la educación y la salud y
generar nuevos empleos para fortalecer la cohesión social. Ese ideal, tan caro a
los países europeos, hoy comienza a ser tenido en cuenta en América Latina. Pe-
ro es necesario recordar que el Estado de bienestar europeo es financiado por una
estructura tributaria muy diferente de la latinoamericana: no solo recauda más,
sino que lo hace de forma más progresiva, con más impuestos sobre las ganan-
cias, contribuciones y patrimonios, y menos impuestos sobre las ventas: exacta-
mente lo opuesto a lo que sucede en América Latina. 
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En América Latina hay una demanda creciente de consolidación de la demo-
cracia y, al mismo tiempo, de reducción de la pobreza y la desigualdad, cues-
tiones que ya no pueden ser enfrentadas solo mediante el gasto público. No
alcanza apenas con expandir el gasto social. La magnitud del problema y la
urgencia de la sociedad por encontrar soluciones han comenzado a cambiar el
foco de atención: adoptar una estrategia social que comprenda también el sis-
tema tributario y lograr una mayor productividad del gasto social mediante
la modernización de la gestión son los dos grandes desafíos. Es necesario
ocuparse de cómo los impuestos se distribuyen entre las clases sociales y, al
mismo tiempo, de la forma en que los recursos públicos se destinan a las di-
ferentes áreas sociales. En el mediano y largo plazos, el éxito en esta tarea
–recaudar mejor y gastar mejor– será decisivo para avanzar y conciliar el bie-
nestar económico y social de América Latina.
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